
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de
decreto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día
del jueves 9 de octubre de 2014, de conformidad con los artículos 100, numeral 1,
y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACION FISCAL

De la diputada Yesenia Nolasco Ramírez, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el
artículo 47 de la Ley de Coordinación Fiscal. Se turna a la Comisión de Hacienda
y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE COORDINACION FISCAL

Del diputado Adán David Ruíz Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

Del diputado Alfonso Inzunza Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el
artículo 47 Bis de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO

De la diputada Francisca Elena Corrales Corrales, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de los Trabajadores
al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Consti-
tucional. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION Y LEY GENERAL DE CULTURA FISICA
Y DEPORTE

Del diputado Salvador Arellano Guzmán, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma los
artículos 7o. de la Ley General de Educación y 88 de la Ley General de Cultura
Física y Deporte. Se turna a la Comisiones Unidas de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, y de Deporte, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES

Del diputado Ossiel Omar Niaves López, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Bienes Nacionales. Se turna
a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE PROTECCION CIVIL

Del diputado Salvador Arellano Guzmán, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el
artículo 7o. de la Ley General de Protección Civil. Se turna a la Comisión de Pro-
tección Civil, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS

Del diputado Alfonso Inzunza Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Sociedades Cooperativas. Se
turna a la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social, para dictamen.
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LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

Del diputado Alfonso Inzunza Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el
artículo 35 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. Se turna a la
Comisión de Gobernación, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

Del diputado Luis Armando Córdova Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el
artículo 31 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. Se turna a la
Comisión de Gobernación, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada Elvia María Pérez Escalante, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el
artículo 225 de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De las diputadas Rocío Adriana Abreu Artiñano y María del Carmen García de la
Cadena Romero, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el artículo 3o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA
LOS TRABAJADORES

De la diputada Socorro de la Luz Quintana León, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que
reforma el artículo 47 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda
para los Trabajadores. Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen. . . . . . 

LEY DE AMPARO

Del diputado José Alberto Rodríguez Calderón, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que
reforma el artículo 16 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSION

Del diputado Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ricardo Mejía
Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, iniciativa con proyecto
de decreto, que reforma el artículo 254 de la Ley Federal de Telecomunicaciones
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y Radiodifusión. Se turna a las Comisiones Unidas de Comunicaciones, y de
Radio y Televisión, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AMPARO

Del diputado José Alberto Rodríguez Calderón, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que
reforma el artículo 14 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AMPARO

Del diputado José Alberto Rodríguez Calderón, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que
reforma los artículos 178 y 192 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los
artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Miriam Cárdenas Cantú, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna
a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Luis Armando Córdova Díaz y la diputada María del Carmen
García de la Cadena Romero, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el artículo 74 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

Del diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma los artículos 2o.,
4o. y 8o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Del diputado Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ricardo Me-
jía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, iniciativa con
proyecto de decreto, que reforma el artículo 17 de la Ley Federal de Presupuesto
y Responsabilidad Hacendaria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DE COORDINACION FISCAL

Del diputado Mario Rafael Méndez Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

Del diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ricardo Monreal
Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, iniciativa con proyecto
de decreto, que reforma el artículo 6o. de la Ley General de Desarrollo Social. Se
turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS
MISMAS

De la diputada Lizbeth Loy Gamboa Song, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el
artículo 38 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas.
Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . 

LEY FEDERAL DE DERECHOS Y LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Del diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Ley Federal de Derechos y de la Ley del
Impuesto sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ANEXO II

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Del diputado Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ricardo Mejía
Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, iniciativa con proyecto
de decreto, que reforma el artículo 17 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria. Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL ANTICORRUPCION EN CONTRATACIONES PUBLICAS Y
LEY DE OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS
MISMAS

Del diputado Jorge Terán Juárez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas y de la
Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas. Se turna a la
Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR

Del diputado Luis Armando Córdova Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el
artículo 30 de la Ley Federal del Derecho de Autor. Se turna a la Comisión de
Cultura y Cinematografía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, LEY DEL IMPUESTO AL VALOR
AGREGADO Y LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y
SERVICIOS

De la diputada Margarita Licea González, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto
al Valor Agregado y de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

De la diputada Margarita Licea González, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma los artículos 93
y 133 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda
y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL SISTEMA DE HORARIO EN LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

De la diputada Graciela Saldaña Fraire, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Horario en los Estados Uni-
dos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR

Del diputado Héctor Gutiérrez de la Garza, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Protección al Consumidor. Se
turna a la Comisión de Economía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Del diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el artículo 9o.
de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES

Del diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ricardo Monreal
Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, iniciativa con proyecto
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de decreto, que reforma los artículos 9o. y 17 de la Ley General para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE CONSULTA POPULAR

Del diputado Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ricardo
Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano, iniciativa con
proyecto de decreto, que reforma el artículo 6o. de la Ley Federal de Consulta
Popular. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACION

De la diputada Miriam Cárdenas Cantú, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el
artículo 70 de la Ley General de Educación. Se turna a la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO CIVIL FEDERAL, CODIGO DE COMERCIO Y LEY GENERAL DE
TITULOS Y OPERACIONES DE CREDITO

De la diputada Zuleyma Huidobro González, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma y
adiciona diversas disposiciones del Código Civil Federal, del Código de Comercio
y de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. Se turna a las Comisiones
Unidas de Justicia, y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

De la diputada María del Carmen Ordaz Martínez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que
reforma los artículos 2o. y 6o. de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión
de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE TURISMO

De la diputada María del Carmen Ordaz Martínez, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, iniciativa con proyecto de decreto, que
reforma los artículos 4o., 7o. y 21 de la Ley General de Turismo. Se turna a
la Comisión de Turismo, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION Y SERVICIOS

Del diputado Víctor Serralde Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, iniciativa con proyecto de decreto, que reforma el artículo 2o.
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. Se turna a la
Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SE REALICEN ADECUACIONES EN LAS ESCUELAS DEL ESTADO DE 
SINALOA, PARA MEJORAR LAS CONDICIONES CLIMATOLOGICAS

De la diputada Francisca Elena Corrales Corrales, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que
se exhorta al titular de la SEP, para que a través del Instituto Nacional de Infraes-
tructura Física y en coordinación con el gobierno del estado de Sinaloa, se reali-
cen las adecuaciones necesarias en las escuelas para mejorar las condiciones cli-
matológicas de las mismas. Se turna a la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ALTAS TASAS DE INCIDENCIA Y PREVALENCIA DE LA ENFERMEDAD
RENAL CRONICA EN EL MUNICIPIO DE CALVILLO, AGUASCALIENTES

Del diputado Raudel López López, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y al gobierno del estado de Aguascalientes, a fin de realizar un diagnósti-
co actual en salud pública del municipio de Calvillo, para conocer la problemáti-
ca actual de las altas tasas de incidencia y prevalencia de la enfermedad renal cró-
nica en dicho municipio. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . 

DIFUNDA INFOMACION SOBRE EL PROYECTO DEL TREN INTERURBANO
TOLUCA-MEXICO

Del diputado Fernando Zárate Salgado, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita a
la SCT, para que difunda la información relativa al proyecto denominado tren
interurbano Toluca-México. Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

DISEÑEN CAMPAÑAS DE ATENCION AL CUIDADO DE LA SALUD MENTAL

Del diputado Enrique Aubry de Castro Palomino, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, proposición con punto de acuerdo, por el
que se exhorta a la SSA y a la SEP, para que diseñen y ejecuten campañas y
programas de atención al cuidado de la salud mental. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AUDIENCIAS CON MADRES EN HUELGA, DE LA ASOCIACION CIVIL
NUESTRAS HIJAS DE REGRESO A CASA

De los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el
que se exhorta a los titulares del Ejecutivo federal y de la Segob, para que
sostengan audiencias con las madres en huelga, integrantes de la Asociación Civil
Nuestras Hijas de regreso a Casa. Se turna a la Comisión de Igualdad de Género,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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RECHAZO Y CONDENA AL DESPLIEGUE DE ELEMENTOS DE LA
GUARDIA NACIONAL DE TEXAS

Del diputado Jesús Antonio Valdés Palazuelos, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que la
Cámara de Diputados manifiesta su profundo rechazo y condena, el despliegue
de los elementos de la guardia nacional de Texas. Se turna a la Comisión de
Relaciones Exteriores, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INCLUIR EN EL CATALOGO DE ENFERMEDADES CATASTROFICAS LA
ATENCION DE LA INSUFICIENCIA RENAL

De la diputada Leonor Romero Sevilla, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
SSA, al Consejo de Salubridad General y a la Comisión Nacional de Protección
Social en Salud, a incluir en el Catálogo de Enfermedades Catastróficas la
atención de la insuficiencia renal de quienes no cuentan con seguridad social. Se
turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SUBEJERCICIOS EN EL PROGRAMA DE PREVENCION CONTRA LA
OBESIDAD

Del diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la SSA, para que difunda las causas del subejercicio que presentó en
2013 el “Programa Prevención contra la Obesidad”. Se turna a la Comisión de
Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIFUNDA LOS RECURSOS DESTINADOS AL ESTADO DE VERACRUZ,
COMO PARTE DEL PROGRAMA HABILIDADES DIGITALES PARA TODOS

De los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano, proposición con punto de acuerdo, por el
que se exhorta a la Unidad de Operación Regional y Contraloría Social de la
Función Pública, para que difunda la información relativa a la utilización de los
recursos destinados al estado de Veracruz como parte del Programa Habilidades
Digitales para Todos. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FENOMENO HIDROMETEOROLOGICO EN EL MUNICIPIO DE 
OCOTLAN,  JALISCO

Del diputado Ossiel Omar Niaves López, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta al titular de la Segob, para que a través de la Conagua, se realice la co-
rroboración del desastre natural causado por el fenómeno hidrometeorológico ocu-
rrido el pasado 4 de octubre en el municipio de Ocotlán, Jalisco. Se turna a la Co-
misión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SUPERVISE APOYOS A LA POBLACION AFECTADA POR EL HURACAN
ODILE, EN BAJA CALIFORNIA SUR

De los diputados Francisco Pelayo Covarrubias, Alfredo Zamora García y Arturo
de la Rosa Escalante, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para
que se supervise el otorgamiento apoyos a la población afectada por el huracán
Odile, en Baja California Sur. Se turna a la Comisión de Gobernación, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

NUMERO DE INTERNOS REINSERTADOS A LA SOCIEDAD A TRAVES
DEL PROGRAMA E904

Del diputado José Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Segob, para que difunda los criterios utilizados para determinar el
número de internos que son reinsertados a la sociedad, a través del Programa
“E904, Administración del Sistema Federal Penitenciario”. Se turna a la Comisión
de Seguridad Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTUALICEN SUS ATLAS DE RIESGOS

De la diputada Rocío Adriana Abreu Artiñano, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, proposición con punto de acuerdo, por el que se
exhorta a los titulares de los gobiernos de las entidades federativas, para que
actualicen sus atlas de riesgos. Se turna a la Comisión de Protección Civil, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a las
proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden
del día del jueves 9 de octubre de 2014, de conformidad
con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral 3, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados(*)

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable Asamblea los turnos dictados a la
iniciativa con proyecto de decreto y a las proposiciones con
punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 9 de
octubre de 2014 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de octubre de 2014.— Diputado
Silvano Aureoles Conejo (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma el artículo 47 de la Ley de Coordinación
Fiscal, a cargo de la diputada Yesenia Nolasco Ramírez, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. 

2. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Adán David
Ruíz Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. 

3. Que reforma el artículo 47 Bis de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo
del diputado Alfonso Inzunza Montoya, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen. 

4. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Regla-
mentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional,
a cargo de la diputada Francisca Elena Corrales Corrales,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen. 

5. Que reforma los artículos 7o. de la Ley General de Edu-
cación y 88 de la Ley General de Cultura Física y Deporte,
a cargo del diputado Salvador Arellano Guzmán, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisiones Unidas de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, y de Deporte, para dictamen. 

6. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Bienes Nacionales, a cargo del diputado Ossiel
Omar Niaves López, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

7. Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Protec-
ción Civil, a cargo del diputado Salvador Arellano Guz-
mán, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Protección Civil, para dictamen. 

8. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Sociedades Cooperativas, a cargo del diputado
Alfonso Inzunza Montoya, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Fomento Cooperativo y Economía
Social, para dictamen. 

9. Que reforma el artículo 35 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo del diputado Alfonso
Inzunza Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

10. Que reforma el artículo 31 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo del diputado Luis Ar-
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mando Córdova Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

11. Que reforma el artículo 225 de la Ley General de Salud,
a cargo de la diputada Elvia María Pérez Escalante, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

12. Que reforma el artículo 3º de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por las diputadas
Rocío Adriana Abreu Artiñano y María del Carmen García
de la Cadena Romero, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men. 

13. Que reforma el artículo 47 de la Ley del Instituto del
Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a
cargo de la diputada Socorro de la Luz Quintana León, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. 

Turno: Comisión de Vivienda, para dictamen. 

14. Que reforma el artículo 16 de la Ley de Amparo, Re-
glamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Alberto Rodríguez Calderón, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

15. Que reforma el artículo 254 de la Ley Federal de Tele-
comunicaciones y Radiodifusión, a cargo del diputado Ri-
cardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ricardo
Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Comunicaciones, y de Ra-
dio y Televisión, para dictamen. 

16. Que reforma el artículo 14 de la Ley de Amparo, Re-
glamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del

diputado José Alberto Rodríguez Calderón, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

17. Que reforma los artículos 178 y 192 de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado José Alberto Rodríguez Calderón, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

18. Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Miriam Cárdenas Cantú, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men. 

19. Que reforma el artículo 74 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputa-
dos Luis Armando Córdova Díaz y María del Carmen Gar-
cía de la Cadena Romero, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men. 

20. Que reforma los artículos 2o., 4o. y 8o. de la Ley del
Impuesto Especial Sobre Producción y Servicios, a cargo
del diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. 

21. Que reforma el artículo 17 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado
Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ricardo
Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen. 

22. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Mario



Rafael Méndez Martínez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. 

23. Que reforma el artículo 6o. de la Ley General de Desa-
rrollo Social, a cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y
suscrita por el diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen. 

24. Que reforma el artículo 38 de la Ley de Obras Públicas
y Servicios Relacionados con las Mismas, a cargo de la
diputada Lizbeth Loy Gamboa Song, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen. 

25. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley Federal de Derechos y de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, a cargo del diputado Marcelo de Jesús Torres
Cofiño, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. 

26. Que reforma el artículo 17 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado
Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado Ricardo
Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen. 

27. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal Anticorrupción en Contrataciones Públicas y
de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con
las Mismas, a cargo del diputado Jorge Terán Juárez, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen. 

28. Que reforma el artículo 30 de la Ley Federal del Dere-
cho de Autor, a cargo del diputado Luis Armando Córdova
Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para dicta-
men. 

29. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al
Valor Agregado y de la Ley del Impuesto Especial Sobre
Producción y Servicios, a cargo de la diputada Margarita
Licea González, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. 

30. Que reforma los artículos 93 y 133 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, a cargo de la diputada Margarita Li-
cea González, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. 

31. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley del Sistema de Horario en los Estados Unidos Mexica-
nos, a cargo de la diputada Graciela Saldaña Fraire, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen. 

32. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal de Protección al Consumidor, a cargo del dipu-
tado Héctor Gutiérrez De la Garza, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen. 

33. Que reforma el artículo 9o. de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, a cargo del diputado Marcelo de Jesús Torres
Cofiño, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. 
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34. Que reforma los artículos 9o. y 17 de la Ley General pa-
ra la Igualdad entre Mujeres y Hombres, a cargo del dipu-
tado Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ri-
cardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. 

35. Que reforma el artículo 6o. de la Ley Federal de Con-
sulta Popular, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila
y suscrita por el diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Gru-
po Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

36. Que reforma el artículo 70 de la Ley General de Edu-
cación, a cargo de la diputada Miriam Cárdenas Cantú, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen. 

37. Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Có-
digo Civil Federal, del Código de Comercio y de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito, a cargo de la
diputada Zuleyma Huidobro González, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Justicia, y de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen. 

38. Que reforma los artículos 2o. y 6o. de la Ley General
de Salud, a cargo de la diputada María del Carmen Ordaz
Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

39. Que reforma los artículos 4o., 7o. y 21 de la Ley Gene-
ral de Turismo, a cargo de la diputada María del Carmen
Ordaz Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Turismo, para dictamen. 

40. Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Es-
pecial Sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado
Víctor Serralde Martínez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la SEP, para que a través del Instituto Nacional de Infraes-
tructura Física y en coordinación el gobierno del estado de
Sinaloa, se realicen las adecuaciones necesarias en las es-
cuelas para mejorar las condiciones climatológicas de las
mismas, a cargo de la diputada Francisca Elena Corrales
Corrales, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional. 

Turno: Comisión de Educación Pública y Servicios Edu-
cativos, para dictamen. 

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo
federal y al Gobierno del estado de Aguascalientes, a fin de
realizar un diagnóstico actual en salud pública del munici-
pio de Calvillo, para conocer la problemática actual de las
altas tasas de incidencia y prevalencia de la enfermedad re-
nal crónica en dicho municipio, a cargo del diputado Rau-
del López López, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

3. Con punto de acuerdo, por el que se solicita a la SCT, pa-
ra que difunda la información relativa al proyecto denomi-
nado tren interurbano Toluca-México, a cargo del diputado
Fernando Zárate Salgado, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SSA y
a la SEP, para que diseñen y ejecuten campañas y progra-
mas de atención al cuidado de la salud mental, a cargo del
diputado Enrique Aubry De Castro Palomino, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titula-
res del Ejecutivo federal y de la Segob, para que sostengan
audiencias con las madres en huelga, integrantes de la Aso-
ciación Civil Nuestras Hijas de regreso a Casa, suscrito por
los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal
Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 



Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. 

6. Con punto de acuerdo, por el que la Cámara de Diputa-
dos manifiesta su profundo rechazo y condena, el desplie-
gue de los elementos de la guardia nacional de Texas, a car-
go del diputado Jesús Antonio Valdés Palazuelos, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal. 

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen. 

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SSA, al
Consejo de Salubridad General y a la Comisión Nacional
de Protección Social en Salud, a incluir en el Catálogo de
Enfermedades Catastróficas la atención de la insuficiencia
renal de quienes no cuentan con seguridad social, a cargo
de la diputada Leonor Romero Sevilla, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la SSA, para que difunda las causas del subejercicio que
presentó en 2013 el ?Programa Prevención Contra la Obe-
sidad?, a cargo del diputado José Luis Muñoz Soria, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Unidad
de Operación Regional y Contraloría Social de la Función
Pública, para que difunda la información relativa a la utili-
zación de los recursos destinados al estado de Veracruz co-
mo parte del Programa Habilidades Digitales para Todos,
suscrito por los diputados Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo
Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano. 

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen. 

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la Segob, para que a través de la Conagua, se realice la co-
rroboración del desastre natural causado por el fenómeno
hidrometeorológico ocurrido el pasado 4 de octubre de en
el municipio de Ocotlán, Jalisco, a cargo del diputado Os-
siel Omar Niaves López, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, para que se supervise el otorgamiento apoyos a
la población afectada por el huracán Odile, en Baja Cali-
fornia Sur, suscrita por los diputados Francisco Pelayo Co-
varrubias, Alfredo Zamora García y Arturo De la Rosa Es-
calante, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la Segob, para que difunda los criterios utilizados para de-
terminar el número de internos que son reinsertados a la so-
ciedad, a través del Programa “E904, Administración del
Sistema Federal Penitenciario”, a cargo del diputado José
Luis Muñoz Soria, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. 

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titu-
lares de los gobiernos de las entidades federativas, para que
actualicen sus atlas de riesgos, a cargo de la diputada Rocío
Adriana Abreu Artiñano, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Protección Civil, para dictamen.»

LEY DE COORDINACION FISCAL

«Iniciativa que reforma el artículo 47 de la Ley de Coordi-
nación Fiscal, a cargo de la diputada Yesenia Nolasco Ra-
mírez, del Grupo Parlamentario del PRD

La presente, diputada Yesenia Nolasco Ramírez, integrante
del Grupo Parlamentario de la Revolución Democrática de
la LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y en los artículos 6, fracción II, así como los ar-
tículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto al tenor de las siguientes
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Problemática

Con el propósito de fortalecer las finanzas de los Estados y
beneficiar a las entidades surgió el Fondo de Aportaciones
para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas (FA-
FEF) mismo que tiene su antecedente en el Programa de
Apoyos para el Fortalecimiento de las Entidades Federati-
vas (PAFEF).

En el año 2001 se contempló en el Presupuesto de Egresos
de la Federación (PEF), el (PAFEF), mismo que tenía el ob-
jetivo de apoyar la infraestructura, saneamiento financiero
y el pago de deuda pública de los Estados.

Para el año 2005 en el (PAFEF) se amplío una partida para
incorporar recursos para el fortalecimiento de proyectos de
investigación científica y desarrollo tecnológico, así como
en beneficio de los sistemas de protección civil.

La Ley de Coordinación Fiscal en el año 2006 incluyó el
(FAFEF), dicho fondo se constituyó con aportaciones fede-
rales que transfiere la Federación a las haciendas públicas
de los Estados y del Distrito Federal.

Es en la LCF, cuando el PAFEF se transforma en FAFEF,
constituyéndose dicho fondo con aportaciones federales.

Según lo dispone el artículo 47 de la LCF;

Artículo 47. Los recursos del Fondo de Aportaciones
para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas se
destinarán: 

I. A la inversión en infraestructura física, incluyendo la
construcción, reconstrucción, ampliación, mantenimien-
to y conservación de infraestructura; así como la adqui-
sición de bienes para el equipamiento de las obras gene-
radas o adquiridas; infraestructura hidroagrícola, y hasta
un 3 por ciento del costo del programa o proyecto pro-
gramado en el ejercicio fiscal correspondiente, para gas-
tos indirectos por concepto de realización de estudios,
elaboración y evaluación de proyectos, supervisión y
control de estas obras de infraestructura; 

II. Al saneamiento financiero, preferentemente a través
de la amortización de deuda pública, expresada como
una reducción al saldo registrado al 31 de diciembre del
año inmediato…

III…IX…1

Según la Ley de Coordinación Fiscal (LCF), en su ar-
tículo 33 inciso B fracción II en su subíndice e), a las en-
tidades, municipios y demarcaciones territoriales les co-
rresponden las atribuciones siguientes;

a)…d)

e) Procurar que las obras que realicen con los recursos
de los Fondos sean compatibles con la preservación y
protección del medio ambiente y que impulsen el desa-
rrollo sostenible;

f)… g)…

Por ello es que las aportaciones federales administradas
y ejercidas por los gobiernos Estatales conforme a su le-
gislación y autonomía, deben considerar atender entre
otras aquellas incorporadas a los temas de mitigación,
adaptación y desarrollo sostenible, mediante programas
benéficos con el medio ambiente.

Así mismo la LCF en su artículo 48, establece el mecanis-
mo de resultados y fiscalización que deben realizar los Es-
tados;

Artículo 48. Los Estados y el Distrito Federal enviarán
al Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, informes sobre el ejercicio
y destino de los recursos de los Fondos de Aportaciones
Federales a que se refiere este Capítulo.2

Consideraciones

La ubicación geográfica de nuestro país permite que el
70.2% de la extensión total del territorio presente casi todos
los tipos de vegetación natural terrestre.

Siendo México un país megadiverso, es un reto y a la vez
una oportunidad para el Gobierno así como para los dueños
y poseedores de estos terrenos forestales, cambiar la visión
con respecto al uso indiscriminado de las zonas forestales
por una visión donde sea posible el manejo sustentable de
los bosques, la conservación de la riqueza biológica de los
ecosistemas forestales y la creación de fuentes de ingresos
que permitan mejorar la calidad de vida de sus habitantes.
3

El cambio climático y los bosques están íntimamente liga-
dos, en su crecimiento, los árboles absorben el dióxido de
carbono (uno de los gases responsables del efecto inverna-



dero) de la atmósfera y lo convierten, a través de la foto-
síntesis, en carbono que “almacenan” en forma de madera
y biomasa. 

Así, al atrapar y almacenar dióxido de carbono, los bosques
contribuyen considerablemente a mitigar el cambio climá-
tico. Sin embargo, cuando son destruidos por el cambio de
uso del suelo, la explotación excesiva o la presencia de in-
cendios, el carbono almacenado se libera nuevamente hacia
la atmósfera en forma de dióxido de carbono, contribuyen-
do a agravar el problema del cambio climático.4

En 2013, la Cámara de Diputados aprobó un gasto total
identificado para los Estados y el Distrito Federal por 1 bi-
llón 461 mil 825.79 mdp, integrado de la siguiente mane-
ra:5

En lo referente al gasto federalizado se etiquetó 1 billón 107
mil 544.63 mdp, de los cuales, a) 535 mil 115.53 mdp fue-
ron para las participaciones federales, b) 513 mil 903.53
mdp para las aportaciones federales, c) 15 mil 293.70 mdp
para provisiones salariales y económicas y d) 43 mil 231.90
para previsiones y aportaciones para los sistemas de educa-
ción básica, norma, tecnológica y de adultos.6

Dentro de las aportaciones federales, para el FAFEF se
aprobó un gasto de 29 mil 730.86 mdp, en 2013.

Es de destacar que el Gasto Federalizado es la principal
fuente de recursos para los Estados, representando cerca del
79 por ciento de sus ingresos y alrededor del 69 por ciento
de los ingresos de los municipios.7

Debe citarse que el Gasto Federalizado tiene un destino es-
pecífico y por lo tanto está sujeto a fiscalización.

También es propio enunciar que el Gasto Federalizado for-
ma parte del Gasto Programable destinado a la cobertura de
salud, educación, infraestructura, desarrollo social y sanea-
miento financiero. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 9 de octubre de 2014 / Anexo I17



Año III, Primer Periodo, 9 de octubre de 2014 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados18

Según el análisis del cuadro anterior para el (FAFEF) en
2014, con respecto al 2013 hubo un incremento nominal del
6 por ciento.

En el año 2012, el 45 por ciento del presupuesto total fue
destinado al Desarrollo Social, es decir $1, 661, 339, 255,
609.00; del cual solo el 2% se destinó a proyectos y pro-
gramas de Protección Ambiental.8

El tema del Cambio Climático, tiene una complejidad que
abarca desde la deforestación de los bosques, la contamina-
ción de las aguas, los gases de efecto invernadero que se ge-



neran y se encuentran en el aire por empresas y la concien-
tización de las personas para contribuir a una menor conta-
minación, etc.

Así mismo el Programa Especial de Cambio Climático
comprende reducir en un 50% sus emisiones de Gases de
Efecto Invernadero (GEI) al 2050.

En la Ley de Ingresos de la Federación para 2014 se plan-
teó una recaudación por el concepto de pago de derechos
sobre carbono, estimado en 14,000 millones de pesos.

La iniciativa en comento permite cubrir la insuficiencia
presupuestal para los Estados, así como el planteamiento de
dirigir una partida del Fondo de Aportaciones para el For-
talecimiento de las Entidades Federativas, al tema del
combate al cambio climático y restauración del medio
ambiente. 

Fundamento legal

La iniciativa en comento se presenta con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los estados Unidos Mexicanos y 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados. 

Por tanto y en atención a lo anteriormente expuesto, some-
to a la consideración de esta Honorable Cámara la presente
iniciativa con proyecto de: 

Decreto por el que se adiciona una fracción X al artícu-
lo 47 de la Ley de Coordinación Fiscal.

Único. Se adiciona una fracción X al artículo 47 de la Ley
de Coordinación Fiscal para quedar como sigue:

Artículo 47. Los recursos del Fondo de Aportaciones para
el Fortalecimiento de las Entidades Federativas se destina-
rán:

I. … IX…

X. Al fortalecimiento de actividades de protección, res-
tauración, conservación y recuperación del medio am-
biente y el cambio climático. 

El porcentaje asignado para las actividades del presente
inciso, nunca podrá ser menor al del año inmediato an-
terior.

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 http://www.diputados.gob.mx/ 

2 Ibíd.

3 http://www.conafor.gob.mx:8080/ 

4 Ibíd. 

5 http://www.diputados.gob.mx/cedia/ 

6 Íbid. 

7 http://www.cefp.gob.mx/ 

8 http://www.transparenciapresupuestaria.gob.mx/ 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, cede de la Cámara de Di-
putados del Honorable Congreso de la Unión, a 2 de septiembre de
2014.»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DE COORDINACION FISCAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado
Adán David Ruiz Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del
PRI

El suscrito, Adán David Ruiz Gutiérrez, diputado de la
LXII Legislatura de la Cámara de Diputados, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, con fundamento en lo establecido en los artículos 71,
fracción II, y 78 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 77 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea iniciativa con proyecto de decreto que adiciona la
Ley de Coordinación Fiscal con objeto de crear el Fondo de
Aportaciones para los Municipios Fronterizos.
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Exposición de Motivos

La dimensión actual del fenómeno migratorio hace que
México sea, dentro del continente americano, el país que
refleja de forma más clara el carácter pluridimensional de
la migración internacional.1 Nuestro país se distingue por
contar con flujos de origen, tránsito, destino y retorno de
migrantes. Dichos flujos son además de carácter mixto,
pues comprenden migrantes económicos, refugiados, soli-
citantes de asilo, víctimas de trata de personas, migrantes
objeto de tráfico, niños, niñas y adolescentes no acompaña-
dos o separados de sus familias, mujeres migrantes, entre
otros.

En años recientes, la emigración hacia Estados Unidos ha
adquirido nuevas y complejas formas que desafían el con-
trol y la capacidad de respuesta de los gobiernos en los dis-
tintos niveles de la administración pública mexicana. El nú-
mero de connacionales y extranjeros indocumentados que
buscan alcanzar el “sueño americano” ha alcanzado niveles
sin precedentes que exigen una respuesta inteligente y co-
ordinada por parte de las naciones de la región.

Esta problemática conlleva impactos profundos en la diná-
mica poblacional de los estados y municipios fronterizos, lo
que implica enormes retos para el ejercicio de las políticas
y los programas públicos desde los distintos niveles de go-
bierno. Las personas migrantes en tránsito, deportadas o re-
patriadas demandan y emplean diferentes servicios que im-
pactan en la situación financiera de las localidades
fronterizas, tanto del sur como del norte del país.

No obstante, el factor migratorio no es considerado al defi-
nir el destino de los recursos participables que reciben las
entidades federativas y los municipios fronterizos, lo que
va en contra de los principios de equidad y reciprocidad en
los que está basado el sistema nacional de coordinación fis-
cal.

Desde nuestra perspectiva, los estados y municipios fronte-
rizos del norte y del sur del país deben contar con los re-
cursos suficientes que les permitan proveer condiciones de
seguridad e inclusión para los miles de migrantes mexica-
nos y extranjeros que transitan diariamente, de manera tran-
sitoria o definitiva, por estas regiones. 

Así, la iniciativa que presentamos está dirigida justamente
a resarcir estas carencias mediante la creación de un Fondo
de Aportaciones para los Municipios Fronterizos en la Ley
de Coordinación Fiscal, la cual establece la distribución de

las participaciones federales hacia los estados y municipios,
fija las reglas de coordinación administrativa entre las di-
versas autoridades fiscales y establece los criterios para su
asignación.

La creciente complejidad de las problemáticas origina-
das por el fenómeno migratorio

En el caso de la migración mexicana, el número de mi-
grantes que se dirigen hacia Estados Unidos se ha manteni-
do estable desde 2011. En 2013, la Patrulla Fronteriza esta-
dounidense aprehendió a 254 mil 409 connacionales en su
frontera sur.2 En cambio, la ola de migrantes centroameri-
canos se ha intensificado dramáticamente. México detuvo
más de 86 mil extranjeros en su frontera sur en 20133 y Es-
tados Unidos hizo lo propio con 153 mil 55 migrantes pro-
venientes en su mayoría de El Salvador, Guatemala y Hon-
duras; esta cifra se triplicó en tan solo tres años.

Desde 2012, el número de centroamericanos detenidos en
los límites de la frontera estadounidense haciendo su pri-
mer cruce –entre los que se encuentran decenas de miles de
infantes no acompañados- comenzó una oleada que conti-
núa intensificándose. Tan solo durante los ocho meses del
ejercicio fiscal de 2014, transcurridos entre octubre y mayo
del presente año, la Patrulla Fronteriza de Estados Unidos
ha detenido a un total de 162 mil 751 migrantes “no mexi-
canos”, lo que sobrepasa ya lo comprendido durante el año
fiscal completo de 2013.4

Por lo que corresponde a la inmigración de ciudadanos cen-
troamericanos al territorio nacional, el flujo migratorio no
sólo se ha incrementado durante los últimos años, sino que
se han producido cambios importantes en el perfil de los in-
migrantes, predominando ahora los originarios de Hondu-
ras y aumentando el número de niñas, niños y adolescentes
(NNA) no acompañados. También han cambiado las rutas
tradicionales de desplazamiento, abriéndose nuevos puer-
tos de entrada y de cruce permanente de migrantes y am-
pliando en los hechos el número de municipios mexicanos
que reciben la migración y que deben enfrentar las proble-
máticas asociadas a ésta.5

Varios municipios de la frontera sur de México, como Chia-
pas, Campeche y Tabasco, se han convertido en zonas de
tránsito donde un creciente número de centroamericanos
comienza su viaje hacia el norte. Estas localidades resien-
ten la necesidad de servicios que está generando el influjo
de decenas de miles de extranjero. Entre 2012 y 2013, los
albergues en los municipios de la frontera sur han visto re-



basada su capacidad de atención debido a que la demanda
de servicios se ha prácticamente duplicado.

Por otro lado, el fortalecimiento de las medidas de control
migratorio en los puntos tradicionales de ingreso a Estados
Unidos ha tenido como consecuencia que los migrantes
busquen ahora otras alternativas, ampliando de esta mane-
ra las rutas migratorias históricas, por lo que ahora se tras-
ladan prácticamente por todo lo largo de la frontera con la
Unión Americana. 

La crisis humanitaria de los menores migrantes no
acompañados

A estos fenómenos ya conocidos se ha añadido en los últi-
mos cuatro años un nuevo elemento que profundiza la pro-
blemática migratoria: la crisis humanitaria de los menores
migrantes no acompañados. En efecto, en el periodo re-
ciente, miles NNA provenientes de Centroamérica y de Mé-
xico están dejando sus lugares de origen.6 Diferentes auto-
ridades y organizaciones de la sociedad civil han
evidenciado un incremento en el número de NNA que mi-
gran solos o acompañados. De acuerdo con algunas cifras,
entre 2012 y 2013 el número de niños, niñas y adolescentes
detenidos tras cruzar la frontera sur de México aumentó
157 por ciento.7

Los factores que impulsan a esta población a migrar son va-
riados, aunque podemos destacar los siguientes: búsqueda
de mejores oportunidades de vida; reunificación familiar;
búsqueda de protección internacional frente a contextos en
los que son víctimas de persecución, violencia y explota-
ción, entre otros.8

El tráfico de migrantes se ha convertido en un gran negocio
para el crimen organizado, debido en parte al incremento de
las barreras en la frontera, haciendo necesario para cual-
quiera que intente cruzar contratar a un profesional.9 Las
mujeres y las niñas y niños, en especial los que viajan no
acompañados, se encuentran en mayor riesgo de ser vícti-
mas de trata o de sufrir agresiones sexuales de parte de de-
lincuentes y de funcionarios estatales.10

En el caso de México, el Instituto Nacional de Migración
(INM) detiene a las NNA migrantes no acompañados pro-
venientes de Centroamérica, detectados en puntos de entra-
da y mediante revisiones migratorias en vías férreas y pues-
tos móviles en carreteras.11 Por lo que corresponde a
Estados Unidos, los infantes son devueltos a la frontera me-

diante acuerdos binacionales, entregándolos al INM y pos-
teriormente al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral
de la Familia (DIF)12 o a albergues de la sociedad civil que
tienen acuerdos con el DIF. 

En general, los NNA mexicanos son repatriados en las 48
horas siguientes a su detección.13 Entre enero y mayo de
2014 fueron devueltos un total de 7 mil 302 personas me-
nores de 18 años. Tan solo en el caso de Sonora, 3 mil 500
NNA migrantes repatriados no acompañados fueron pues-
tos bajo custodia del DIF estatal.14

Los menores que son repatriados se encuentran en un es-
tado permanente de violación de derechos ya que, ade-
más de los riesgos que enfrentan, interrumpen sus estu-
dios regulares, lo cual frena sus posibilidades de
desarrollo y, por supuesto, no disfrutan de prerrogati-
vas básicas como el derecho a la alimentación, a la sa-
lud, a vivir en familia, entre otros.15 La oficina de alta co-
misión para refugiados Oficina del Alto Comisionado de
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos publicó
un reporte en marzo pasado que encontró que la mitad de
los niños y niños entrevistados había sido seriamente mal-
tratado o había recibido fuertes amenazas en su viaje a Es-
tados Unidos.16

En el caso de Estados Unidos, la problemática de los NNA
migrantes no acompañados, provenientes en su mayoría de
México y Centroamérica, ha alcanzado dimensiones insos-
pechadas. A mediados de mayo de 2014, la administración
del presidente Barack Obama declaró una “crisis humanita-
ria” debido al alto número de NNA migrantes no acompa-
ñados que arribaron al sur de Texas, los cuales abrumaron
la capacidad de la Patrulla Fronteriza y de otras agencias.

La cifra de NNA no acompañados detenidos en aquel país
ha crecido dramáticamente desde 2011. De acuerdo con la
Agencia de Aduanas y Protección Fronteriza (CBP, por sus
siglas en inglés), en los últimos dos años, las autoridades
estadounidenses han hallado a 110 mil 331 menores mi-
grantes intentando cruzar la frontera sin la compañía de un
adulto. Se estima que de octubre de 2013 a junio de 2014,
más de 51,000 menores de edad habían sido detenidos por
la Patrulla Fronteriza, monto que ya supera las detenciones
hechas en todos los sectores de la frontera durante el ejer-
cicio fiscal anterior, que fue de 38 mil 833.17 De estos mi-
grantes, 12 mil 146 eran de nacionalidad mexicana.18 Se
prevé que el número de infantes detenidos podría llegar a
90 mil durante el año fiscal de 2014.19
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La CBP ha observado también un incremento significativo
de las aprehensiones de NNA migrantes mexicanos no
acompañados, que pasaron de 11 mil 768 en el ejercicio fis-
cal de 2011 a 17 mil 240 en el correspondiente a 2013 y a
11 mil 577 en los primeros ocho meses del 2014.20

Las estadísticas oficiales mexicanas, por su parte, muestran
que en el primer trimestre de 2014 se devolvieron a casi mil
600 NNA migrantes centroamericanos no acompañados y a
3 mil 724 NNA mexicanos desde Estados Unidos. Se esti-
ma que de continuar este comportamiento, al finalizar el
año el número de infantes devueltos ascendería a 6 mil 400,
es decir, un incremento mayor al 50 por ciento, comparado
con el año 2012, cuando el total ascendió a 4 mil 009.21

La magnitud de esta problemática sin duda tendrá enormes
repercusiones en los estados y municipios fronterizos me-
xicanos. El regreso de cientos de miles de mexicanos y cen-
troamericanos expulsados de Estados Unidos representa un
enorme reto para las instituciones federales y estatales, pa-
ra los gobiernos locales de las ciudades fronterizas y para la
sociedad civil, que deberán atender tragedia humanitaria
con los mejores instrumentos de política y con recursos su-
ficientes.

Un reporte reciente ha encontrado que aproximadamente el
56 por ciento de los NNA migrantes de El Salvador, Gua-
temala y Honduras tiene necesidades de protección interna-
cional. Los infantes están en busca de sus padre o de otras
formas de reunificación familia o buscando mejores opor-
tunidades económicas. Otros están huyendo de los diversos
tipos de violencia que enfrentan: de los grupos del crimen
organizado, doméstica, intrafamiliar, etc. El reporte esta-
blece que el número de solicitudes de asilo se ha incremen-
tado en un 432 por ciento.22

Adicional al incremento de ciudadanos que son deportados
luego de ser capturados al tratar de cruzar la frontera de ma-
nera ilegal,23 las autoridades migratorias de Estados Uni-
dos expulsan a un número creciente de ciudadanos mexica-
nos que son capturados en aquel país, muchos de los cuales
son calificados como “criminales”.24

Durante los últimos años, la dinámica de las repatriaciones
y deportaciones ha cambiado. Tanto los flujos como los lu-
gares por donde se retorna a los migrantes se han venido
modificando. De acuerdo con datos del INM, los flujos de
repatriación de Estados Unidos a México crecieron muy
rápidamente desde 1995 hasta alcanzar más de un millón de

eventos en los años 2000 y 2001. Disminuyeron después
durante dos años y se estabilizaron, de 2003 a 2009, con un
número de eventos de entre 525 mil y 600 mil anuales.25

Aunque existen 26 puntos oficiales de repatriación, en el
año 2010, las repatriaciones tuvieron lugar a través de mu-
nicipios de los estados fronterizos de Baja California, So-
nora, Coahuila, Chihuahua y Tamaulipas, además del aero-
puerto internacional de la ciudad de México. En ese
entonces, Tijuana recibió el mayor número de migrantes
(133 mil 770), la siguen en importancia numérica los si-
guientes puntos de deportación con las respectivas cifras de
repatriaciones: Nogales Uno (84 mil 506), Mexicali I (52
mil 730), Nuevo Laredo Uno y Dos (Miguel Alemán y Juá-
rez-Lincoln) (45 mil 623) y Matamoros Dos (34 mil 53).26

Actualmente, son pocos los migrantes mexicanos o de otros
países que arriban a Tijuana para cruzar la frontera por pri-
mera vez. En cambio, la ciudad está recibiendo ahora a ciu-
dadanos deportados recientemente, quienes permanecieron
durante varias décadas en Estados Unidos. Muchos de es-
tos migrantes deportados, incluidos varios que no cuentan
con familiares en México, terminan en una suerte de limbo.
Varios son adictos a las drogas e integran una población flo-
tante de “indigentes”.27

De acuerdo con datos oficiales, en el año fiscal 2010, el De-
partamento de Seguridad Nacional deportó a 863 mil 647
extranjeros, la mayoría de ellos (476 mil 405, es decir, 55.2
por ciento) fueron retornados y el resto (387 mil 242, o sea
el 44.8 por ciento) fueron removidos (US Department of
Homeland Security, 2011). Tres de cada cuatro retornados
(74.5 por ciento) fueron migrantes mexicanos.28

Algunos de los migrantes que permanecen en los munici-
pios fronterizos son deportados directamente de Estados
Unidos después de pasar por un proceso formal de remo-
ción; otros son retornados por agentes de la Patrulla Fron-
teriza en el proceso llamado “deportación expedita” y algu-
nos más provienen de otros estados de México o de países
centroamericanos con la intención de cruzar la frontera o de
establecer en dichas localidades su lugar de residencia.

Una buena parte de los migrantes que son removidos o re-
tornados por el gobierno de Estados Unidos por los distin-
tos puertos fronterizos y entregados a los  funcionarios del
INM no tienen apoyos familiares, dinero o un lugar dónde
pernoctar, por lo que muchos de ellos encuentran refugio en
las Casas de Migrantes que son mantenidas por las organi-



zaciones de la sociedad civil. Muchos de éstos llegan a Mé-
xico después de una larga ausencia e incluso tienen dificul-
tades para hablar el idioma español. 

Muchos de los deportados que han vivido meses o años en
Estados Unidos (sobre todo los adolescentes y jóvenes) in-
tentan lo antes posible volver a cruzar debido a su falta de
raíces en México y a la carencia de oportunidades reales de
reinserción laboral o educativa. Otros se quedan como po-
blación flotante en las ciudades fronterizas, en espera de
una nueva oportunidad para migrar, que puede tardar años
en llegar. Muchos son usuarios de drogas, lo cual provoca
un problema más para su reinserción en México.29

Como hemos señalado, la dinámica de la deportación y de
la repatriación ha cambiado, lo que ha complicado aún más
este fenómeno para las localidades fronterizas que carecen
de infraestructura social para recibir a las personas repa-
triadas. Además, los migrantes deportados cuentan cada
vez con menos recursos debido a la creciente dificultad pa-
ra conseguir trabajo.

En el caso de las ciudades pequeñas esta problemática se
recrudece. Vale la pena destacar como ejemplo el caso de
Naco (Sonora), localidad que recibe a un gran número de
repatriados aprehendidos en el proceso de cruce. Naco te-
nía en 2005 apenas un poco más de mil habitantes y en muy
poco tiempo, se ha convertido en un “trampolín” para el
cruce a Estados Unidos. La repatriación de miles de perso-
nas a esta localidad tiene un terrible impacto a nivel local
debido no sólo a la inexistencia de infraestructura social pa-
ra recibirlos, sino también a las redes de corrupción, extor-
sión por parte de policías municipales y la criminalidad,
que acechan a los repatriados en el momento del ingreso al
país.

La sociedad civil ha contribuido de manera notable a la
atención de las necesidades generadas por los procesos de
repatriación. Cabe destacar en particular el papel que han
asumido las diecinueve Casas del Migrante, situadas en el
norte del país. Las casas brindan servicios de alimentación,
vestido, albergue, servicio médico, atención psicológica y
consejería y medios para la reunificación e integración fa-
miliar. En la actualidad, son entre 27 y 32 organizaciones
las que trabajan en estrecha colaboración y en intercambio
permanente de información para brindar ayuda humanitaria
a las personas repatriadas.30

Muchos de los deportados que pasaron largos periodos en
cárceles de Estados Unidos son usuarios de drogas, lo cual

provoca un problema más para la reinserción a la sociedad
mexicana. En estos casos, los deportados pasan general-
mente de la Casa del Migrante, a albergues para indigentes
o a centros de rehabilitación. En el peor de los casos, cum-
plen también largas condenas en las cárceles mexicanas. 

Los niveles muy altos de inseguridad en varias ciudades y
localidades fronterizas transforman a los repatriados a la
vez en una población vulnerable a diversos tipos de crimen
(secuestros, asaltos, etcétera) pero también en un sector que
puede ser reclutado por grupos criminales.

La respuesta del Estado mexicano ante el desafío mi-
gratorio

El Estado mexicano ha venido trabajando durante los últi-
mos años en diferentes estrategias para garantizar el respe-
to a los derechos de los migrantes, no solo de los que arri-
ban al país provenientes de otras naciones, sino en también
de los mexicanos que son deportados o repatriados de Es-
tados Unidos. Entre las acciones desarrolladas está la emi-
sión en mayo de 2011 de una la Ley de Migración enfoca-
da en la protección de los derechos humanos de los
migrantes.31

De manera particular, la actual administración del presi-
dente Enrique Peña Nieto incluyó en su Programa Sectorial
de Gobernación 2013-2018 el objetivo particular de “forta-
lecer los mecanismos de repatriación de connacionales” pa-
ra “mejorar los acuerdos y convenios de colaboración para
el traslado de extranjeros asegurados”. Por su parte, el Pro-
grama Especial de Migración 2014-2018 es el primero de
su naturaleza presentado por el Estado mexicano; el Pro-
grama parte del principio que las soluciones regionales que
se requieren para atender este fenómeno deben partir de ac-
ciones conjuntas por parte de las diversas naciones involu-
cradas. En este sentido, las responsabilidad no solo corres-
ponde a los países de tránsito, sino también a los países de
origen del flujo migratorio.32

De la misma manera, el Programa de la Frontera Sur busca
establecer un mecanismo para conocer con precisión quié-
nes ingresan a nuestro país y así poder protegerlos de la me-
jor manera.33 El programa también pretende poner orden
en la frontera sur del país, sin que ello implique la cons-
trucción de bardas o la militarización de la zona. 

En materia de repatriación, en años recientes se han venido
implementando programas específicos. El Programa de Re-
patriación Voluntaria al Interior (PRVI), se implementó
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desde 2004 con el fin de disminuir el número de muertes de
migrantes durante la temporada de verano en la región del
desierto Sonora-Arizona. En la actualidad, el Procedimien-
to de Repatriación al Interior de México (PRIM), acordado
por los gobiernos de México y Estados Unidos a través del
INM la Agencia de Control de Inmigración y Aduanas
(ICE), busca repatriar de una manera humana, ordenada y
segura a nuestros connacionales.34

Por otro lado, el Programa de Repatriación Humana (PRH),
puesto en marcha desde 2008, busca la coordinación de las
diferentes instituciones mexicanas para la recepción y la
reintegración a mediano plazo de los repatriados. Uno de
los efectos inmediatos del programa ha sido que las perso-
nas deportadas permanecen menos tiempo en los puertos de
entrada.35 No obstante, es bien sabido que muchos de los
migrantes que se acogen al PRH no regresan en los auto-
buses hasta sus lugares de origen, sino que descienden en
puntos más cercanos a los municipios fronterizos para in-
tentar nuevamente el cruce.

En el caso de los NNA repatriados, desde 1996 el gobierno
mexicano ha venido implementando, a través del DIF, el
Programa Interinstitucional de Atención a Menores Fronte-
rizos. El programa busca coordinar los esfuerzos de las ins-
tituciones de los tres órdenes de gobierno, y organismos de
la sociedad civil nacionales e internacionales con el fin de
dar seguimiento al proceso de devolución a México de es-
tos menores y en el regreso a sus lugares de origen. A pesar
de sus logros, el programa enfrenta una serie de obstáculos
importantes todavía que tienen que ver con la coordinación
entre las distintas autoridades involucradas y con la falta de
recursos para su operación.

Adicionalmente, se han tomado otras medidas como el di-
seño del Modelo para la Protección de los Derechos de los
Niños, Niñas, y Adolescentes Migrantes y Repatriados no
Acompañados, en conjunto con Unicef, y la creación de
oficiales de Protección Integral de la Infancia (Opis) que
operan en el INM. En el mismo sentido, se han instalado
Módulos de Atención en las Estaciones Migratorias para
NNA migrantes no acompañados. Para octubre de 2013, el
INM contaba con 493 Opis en las 32 delegaciones federa-
les.36

Adicionalmente, se han llevado a cabo acciones diplomáti-
cas con las naciones centroamericanas. Particularmente con
Guatemala se ha intensificado la cooperación para fortale-
cer el respeto a los derechos humanos, particularmente los
de mujeres y niños que cruzan nuestras fronteras y a veces

son víctimas del maltrato.37 El Plan Integral de Desarrollo
de la Zona Sur-Sureste está dirigido registrar de manera
formal a todos los individuos que cruzan la frontera sur pa-
ra atender el cruce de migrantes en la zona y mejorar la co-
ordinación con Guatemala y Belice.38 Finalmente, el Pro-
grama de Apoyo a la Zona Fronteriza contempla 6 acciones
estratégicas que buscan potenciar el desarrollo económico
de estas regiones.39

Todo lo anteriormente señalado expone con claridad las di-
versas problemáticas generadas por el fenómeno migrato-
rio. Como hemos dicho, muchas de estas complicaciones
tienen impactos directos en los estados y municipios fron-
terizos de nuestro país. La ampliación territorial del fenó-
meno migratorio tiene como consecuencia que municipios
que no contaban con una tradición de inmigración ahora
deban recibir miles de migrantes en condiciones de gran
precariedad. 

De esta manera, la iniciativa que presentamos busca com-
pensar de alguna manera los desequilibrios financieros que
tienen lugar entre los estados fronterizos que deben hacer
frente a la presencia constante de población migrante, tan-
to nacional como extranjera, que requiere ser atendida me-
diante diversos servicios sociales. Se buscan mitigar los
costos y gastos que realizan los gobiernos locales para
mantener una infraestructura adecuada que le permita aten-
der estas problemáticas.

En ese sentido, el proyecto de decreto que ponemos a la
consideración de los distinguidos legisladores pretende in-
cluir un criterio de justicia distributiva con relación al re-
parto de recursos del Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción. Como se ha señalado, las localidades fronterizas
reciben diariamente, ya sea por ingreso o por devolución, a
miles de no residentes pero que utilizan la infraestructura
de servicios públicos. Estas personas no contribuyen con el
pago de impuestos de la misma manera que lo hacen quie-
nes sí habitan en allí, ya sea en materia de salud, transpor-
te público, seguridad, etcétera, lo mismo que exenciones
tributarias o subsidios. Además, en muchos casos, los mu-
nicipios fronterizos deben absorber otro tipo de gastos co-
mo los de funerales y traslado, en los casos lamentables
cuanto ocurren pérdidas de vidas humanas.

Es conocida la insuficiencia presupuestal que enfrentan las
entidades y municipios fronterizos, lo que les impide hacer
frente a las graves problemáticas que se derivan del fenó-
meno migratorio como el hacinamiento, el tráfico de perso-
nas, la trata de blancas, la drogadicción, la ausencia de pro-



gramas que incentiven la creación de empleos, entre otros.
De hecho, varias localidades fronterizas han comenzado a
dar señales de ampliación de la desigualdad y de la margi-
nación ante la carencia de acciones para hacer frente a la
migración.

Así, la iniciativa que se presenta pretende garantizar los re-
cursos necesarios para implementar políticas públicas diri-
gidas a la atención a la población migrante. Tan sólo en ma-
teria de servicios médicos y de asistencia social, la
complejidad de la problemática generada por el fenómeno
migratorio requiere de protección integral para la población
migrante, que sea acorde a sus necesidades específicas, de-
pendiendo de los diferentes grupos de edad, sexo, etnia o
nacionalidad.40

Además, la actual crisis humanitaria derivada del incre-
mento de los NNA migrantes no acompañados exige no so-
lo la reformulación de los procedimientos y criterios de ac-
tuación con relación a esta población vulnerable, sino poner
especial atención en los recursos presupuestarios necesa-
rios que se requieren para atender la emergencia. Por ejem-
plo, de acuerdo con algunos análisis, el presupuesto reque-
rido por el DIF para atender cabalmente a esta población
debería de ser de 430 millones de pesos; no obstante, el pre-
supuesto anual asignado es de alrededor de 8.5 millones de
pesos.41

Así, se debe contar con recursos suficientes para construir
estrategias especiales para la recepción y atención de la in-
fancia migrante, así como a crear capacidades adicionales a
las existentes para su recepción, atención y protección.
Igualmente, es preciso contar con personal capacitado para
brindarles la atención adecuada, incluido personal médico,
de trabajo social y de atención psicológica. Solo de esta
manera se podrá garantizar un entorno propicio para los in-
fantes en donde se les puedan brindar servicios legales, de
salud, de alojamiento, educativos, entre otros. 

Finalmente, la iniciativa fortalecerá  se deberá reconocer y
apoyar el trabajo de los defensores de derechos humanos de
los migrantes y de los albergues migratorios que operan en
las regiones fronterizas y que proveen asistencia humanita-
ria esencial. Varias organizaciones han sido fundamentales
en documentar y denunciar los crímenes y las violaciones a
los derechos humanos en contra de los migrantes. El fondo
que estamos proponiendo apoyará el trabajo de estos alber-
gues y de los organismos civiles que trabajan para defender
los derechos humanos de los migrantes.

En síntesis, la iniciativa que proponemos contribuirá a ali-
viar las crecientes presiones que deben enfrentar los muni-
cipios fronterizos al otorgar los recursos necesarios para
promover acciones para su reinserción. Resulta fundamen-
tal aumentar la inversión en empleo y proyectos de desa-
rrollo para la reintegración a mediano y largo plazo de los
migrantes deportados y repatriados. Para ello, se deberán
canalizar los recursos suficientes a las entidades federativas
y municipios fronterizos para lograr estos propósitos.

Así, se presenta esta iniciativa de reformas a la Ley de Co-
ordinación Fiscal con objeto de fortalecer la economía de
los municipios fronterizos a efecto de mejorar la atención
de la problemática ocasionada por el flujo de población mi-
grante.

En virtud de lo anteriormente fundado y motivado, pone-
mos a consideración de esta soberanía el siguiente proyec-
to de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona una fracción IX al artículo 25,
y un artículo 47 Bis a la Ley de Coordinación Fiscal, para
quedar en los siguientes términos:

Artículo 25. ...

I. a VIII. …

IX. Fondo de Aportaciones para los Municipios Fronteri-
zos.

…

…

Artículo. 47 Bis. El Fondo de Aportaciones para los Muni-
cipios Fronterizos se determinará anualmente en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación con recursos federales
por un monto equivalente al 0.5 por ciento de la recauda-
ción federal participable a que se refiere el artículo 2o. de
esta ley.

El Ejecutivo federal distribuirá el Fondo de Aportaciones
para los Municipios Fronterizos entre los municipios cuya
demarcación geográfica colinde con fronteras internaciona-
les reconocidas por el derecho internacional.
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El Fondo tendrá por objeto el otorgamiento de subsidios pa-
ra contribuir a la atención de la población migrante en si-
tuación de vulnerabilidad de las entidades federativas en
cuyo territorio se encuentren las líneas divisorias interna-
cionales del norte y sur del país.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
primer día del ejercicio fiscal inmediato posterior a aquel
en que se publique en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. El ejercicio de los recursos del Fondo
de Aportaciones para los Municipios Fronterizos estará su-
jeto a los Lineamientos de Operación que para tal efecto
emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, dentro
del primer trimestre de 2015. Los lineamientos buscarán el
fortalecimiento de las capacidades de atención de las orga-
nizaciones de la sociedad civil, de las coaliciones y de las
redes de migrantes.
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Palacio Legislativo, a 9 de septiembre de 2014.— Diputados: Adán Da-
vid Ruiz Gutiérrez, María del Rocío Corona Nakamura, Elvia María
Pérez Escalante, Dulce María Muñiz Martínez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA
PROTECCION AL AMBIENTE

«Iniciativa que reforma el artículo 47 Bis de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a
cargo del diputado Alfonso Inzunza Montoya, del Grupo
Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Alfonso Inzunza Montoya, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional a la Sexagésima Segunda Legislatura del Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo establecido en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6o.,
numeral 1, fracción I, 77, numeral 1 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de
esta honorable asamblea, la presente iniciativa con proyec-
to de decreto por la cual se modifica el inciso d) de la frac-
ción II del artículo 47 Bis de la Ley General de Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, con el propósito de
que se permita la actividad acuícola en las áreas naturales
protegidas, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, en su
artículo 4o. define a la acuacultura como el conjunto de ac-
tividades dirigidas a la reproducción controlada, preengor-
da y engorda de especies de la fauna y flora realizadas en
instalaciones ubicadas en aguas dulces, marinas o salobres,
por medio de técnicas de cría o cultivo, que sean suscepti-
bles de explotación comercial, ornamental o recreativa.

En cuanto a la clasificación de esta actividad, la ley en co-
mento establece que la acuacultura comercial es aquella
que se realiza con el propósito de obtener beneficios eco-
nómicos.

Precisa asimismo que la acuacultura de fomento es la que
tiene como propósito el estudio, la investigación científica
y la experimentación en cuerpos de agua de jurisdicción fe-
deral, orientada al desarrollo de biotecnologías o a la incor-
poración de algún tipo de innovación tecnológica, así como
la adopción o transferencia de tecnología, en alguna etapa
del cultivo de especies de la flora y fauna, cuyo medio de
vida total o parcial  sea el agua.

El ordenamiento legal define también a la acuacultura di-
dáctica como la que se realiza con fines de capacitación y
enseñanza de las personas que en cualquier forma interven-
gan en la acuacultura en cuerpos de agua de jurisdicción fe-
deral.

Respecto a estas definiciones, el sector oficial reconoce en
programas específicos que la acuacultura es hoy día una de
las actividades de la mayor importancia para el desarrollo
de nuestro país, gracias a los aportes que ofrece como acti-
vidad productora de alimentos y generadora de divisas,
además de ser factor de desarrollo regional.

Organismos especializados precisan respecto a ello que la
acuacultura es el sector de la producción de alimentos ricos
en proteína con mayor crecimiento en el mundo, con una
generación actual de 55 millones de empleos.

No obstante en el caso de México, la tendencia al alza de
una actividad con enorme potencial como lo es la acuacul-
tura, que provee de sustento de vida a 12 por ciento de la
población mundial, refleja en medida un crecimiento por
debajo de la media.

Ello ocurre a pesar de la enorme vocación acuícola de nues-
tro país, que data de 1889, año en que se introduce al terri-
torio nacional el cultivo de trucha y que se consolida a par-
tir de la segunda mitad del siglo pasado con el desarrollo de
la piscicultura.

Especialistas en el estudio e investigación de la materia
acuícola insisten en la potencialidad de esta actividad para
México, al contar nuestra nación con una enorme oportuni-
dad de explotación de las 600 especies que se cultivan a ni-
vel mundial, cuya población demandará para el año 2050
una producción de alimentos superior en hasta 60 por cien-
to frente a los volúmenes generados actualmente.

Con una productividad anual de 300 mil toneladas, entre las
que figura en primer término el cultivo del camarón, la
acuacultura ofrece a México, además de mayores oportuni-



dades de empleo y de generación de divisas, disminuciones
en los gastos de importación de productos acuícolas.

En abono al potencial acuícola de México, la actividad ge-
nera a nuestro país un promedio de 300 mil empleos direc-
tos y 2 millones de fuentes de trabajo indirecto, sin dejar de
subrayar los aportes tanto en materia alimenticia en favor
de las estrategias de combate a la desnutrición y contra la
mala alimentación causante de los problemas de obesidad
que existen en gran parte de la población.

La variedad de planes y programas direccionados al fo-
mento de la acuacultura, requieren sin embargo de un ma-
yor compromiso en búsqueda de áreas de oportunidad, cu-
ya orientación sea la de procurar una gestión eficaz al
potencial de desarrollo que ofrece la actividad.

Una de estas medidas, entre muchas otras, estriba en refor-
mar el marco legal que regula el desarrollo de la actividad,
para procurarle desde el amparo de la legislación esquemas
que le garanticen preceptos de viabilidad.

Los esfuerzos que en este sentido se realicen serán sin du-
da alguna complemento a la capacidad tecnológica y de in-
vestigación que distinguen a México en el entorno mundial,
como una nación que desde la iniciativa social y visión del
estado, le apuestan al desarrollo de la acuacultura como una
actividad que dispone para ello de recursos suficientes.

Con esta visión, la Conferencia Nacional de Gobernadores
(Conago), por resolución de la Comisión de Pesca y Acua-
cultura de esta representación, aprobó el acuerdo para Im-
pulsar la Reforma Integral de Fomento a la Acuacultura, el
cual considera entre otras acciones, el impulso de iniciati-
vas legislativas diversas.

Es así que la presente iniciativa propone como parte de es-
tas medidas, modificar el inciso d de la fracción segunda
del artículo 47 Bis de la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente, de tal suerte que en las
áreas naturales protegidas se permita el desarrollo de la ac-
tividad acuícola, bajo criterios de aprovechamiento susten-
table de los ecosistemas.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de es-
te pleno de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, el siguiente proyecto de:

Decreto por el cual se modifica el inciso d) de la fracción
II del artículo 47 Bis de la Ley General de Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente

Artículo Único. Se modifica el inciso d) fracción II del ar-
tículo 47 Bis de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 47 Bis. Para el cumplimiento de las disposiciones
de la presente ley, en relación al establecimiento de las áre-
as naturales protegidas, se realizará una división y subdivi-
sión que permita identificar y delimitar las porciones del te-
rritorio que la conforman, acorde con sus elementos
biológicos, físicos y socioeconómicos, los cuales constitu-
yen un esquema integral y dinámico, por lo que cuando se
realice la delimitación territorial de las actividades en las
áreas naturales protegidas, ésta se llevará a cabo a través de
las siguientes zonas y sus respectivas subzonas, de acuerdo
a su categoría de manejo:

I. …

II. Las zonas de amortiguamiento tendrán como función
principal orientar a que las actividades de aprovecha-
miento, que ahí se lleven a cabo, se conduzcan hacia el
desarrollo sustentable, creando al mismo tiempo las con-
diciones necesarias para lograr la conservación de los
ecosistemas de ésta a largo plazo, y podrán estar confor-
madas básicamente por las siguientes subzonas:

a) a la c)…

d) De aprovechamiento sustentable de los ecosiste-
mas: aquellas superficies con usos agrícolas, pesque-
ros, acuícolas y pecuarios actuales.

En dichas subzonas se podrán realizar actividades
agrícolas, pesqueras, acuícolas y pecuarias de baja
intensidad que se lleven a cabo en predios, o zonas
que cuenten con aptitud para este fin, y en aquellos
en que dichas actividades se realicen de manera co-
tidiana, y actividades de pesquería artesanal, agrofo-
restería y silvopastoriles, siempre y cuando sean
compatibles con las acciones de conservación del
área, y que en su caso contribuyan al control de la
erosión y evitar la degradación de los suelos.

La ejecución de las prácticas agrícolas, pesqueras,
acuícolas, pecuarias, agroforestales y silvopastoriles
que no estén siendo realizadas en forma sustentable,
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deberán orientarse hacia la sustentabilidad y a la dis-
minución del uso de agroquímicos e insumos exter-
nos para su realización.

e) a la h). …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de septiembre de 2014.— Di-
putados: Alfonso Inzunza Montoya, María del Rocío Corona Nakamu-
ra, Dulce María Muñiz Martínez, Angelina Carreño Mijares (rúbri-
cas).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO
DEL ESTADO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Esta-
do, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123 Consti-
tucional, a cargo de la diputada Francisca Elena Corrales
Corrales, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Francisca Elena Corrales Corrales, en ejercicio
de la facultad que confieren los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
permite someter a consideración de esta soberanía la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, que adiciona cin-
co párrafos al artículo 2, un segundo párrafo al artículo 12,
el artículo 13 Bis, una fracción IV, recorriéndose las subse-
cuentes, al artículo 14, tres párrafos al artículo 28, el ar-
tículo 28 Bis, una fracción VI, recorriéndose las subse-
cuentes, del artículo 44, un inciso b), recorriéndose los
subsecuentes, de la fracción V del artículo 46 y el artículo
46 Ter; y reforma la fracción II del artículo 14, el artículo
28, y el primer y tercer párrafos del artículo 46 de la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, Regla-
mentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitucional, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El trabajo es la principal vía por la cual las personas pue-
den obtener recursos y con ello autonomía económica. Es-
ta condición es la que determina en buena medida su esta-
tus socioeconómico y su grado de independencia, libertad y
autonomía.

De acuerdo con el Banco Mundial, el empleo se define co-
mo la participación en una actividad económica, que a su
vez abarca toda la producción del mercado (trabajo remu-
nerado) y ciertos tipos de producción no relacionados con
el mercado (trabajo no remunerado), incluida la producción
de bienes para uso propio. Se excluyen las tareas domésti-
cas en el propio hogar, tales como cocinar, limpiar o cuidar
a niños o miembros ancianos de la familia.1

En el caso de las mujeres, todos los países occidentales, en
algunos antes y de forma más intensa y en otros más tarde
y en menor medida, la actividad fuera del hogar se ha ido
convirtiendo en la norma, pues, la voluntad de las mujeres,
incluidas las mujeres casadas y/o con hijos, de obtener un
empleo remunerado es mayoritaria.

La mujer que con el paso de las sociedades agrarias a las in-
dustriales había quedado relegada en la esfera reproductiva,
ha protagonizado desde mediados del siglo XX una inmen-
sa revolución silenciosa y ha vuelto a ocupar con fuerza un
lugar propio en la producción mercantil. Un fenómeno de
alcance universal, en el que han incidido factores de diver-
sa índole como la cultural, ideológica, demográfica y eco-
nómica es, sin duda alguna, la masiva incorporación de las
mujeres al mercado de trabajo y la consiguiente feminiza-
ción del colectivo asalariado.2

La Organización Internacional del Trabajo ha afirmado
que, de acuerdo con un análisis del empleo de las mujeres,
elaborado por Global Employment Trends for Women
2004, nunca han trabajado tantas mujeres como hoy.

En 2003, de los 2 mil 800 millones de trabajadores del
mundo, mil 100 millones (40 por ciento) eran mujeres, lo
cual representa un aumento de casi 200 millones de muje-
res con empleo en los últimos 10 años.3

Las tasas de participación femenina en Latinoamérica y el
Caribe registran los mayores avances, con un aumento de
18 puntos porcentuales en los últimos dos decenios.



En México hay 18 millones 524 mil 149 mujeres trabaja-
doras, de las cuales 72.1 por ciento son madres (13 millo-
nes 363 mil 231) muchas de las cuales asumen por com-
pleto la responsabilidad económica de sus familias, refirió
la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo del segundo
trimestre de 2012, elaborada por el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi).

Lamentablemente, la feminización del mercado, aunque re-
al, es inacabada e incompleta porque ha tenido lugar bajo
un telón de fondo de desigualdad y de precariedad. Los
enormes avances en la formación de las mujeres y en su in-
terés por participar de manera continuada en el mercado
podían hacer pensar en una pronta desaparición de las tra-
dicionales desigualdades entre mujeres y hombres en el
mercado laboral pero lo cierto es que no ha ocurrido así. Es
decir, la espectacular transformación de la oferta laboral fe-
menina no se ha traducido en una mejora equivalente del
lugar que ocupan en el mercado.

Esta situación se hace patente al constatar que además de
tener una participación porcentual en la población ocupada
inferior a los varones, las mujeres son más castigadas en re-
muneraciones. De acuerdo con el Inegi los habitantes que
ganaron hasta un salario mínimo en los 31 estados y el Dis-
trito Federal, 53.6 por ciento en promedio fue fémina. En
contraste, sólo 28 de cada 100 personas que percibieron
más de cinco salarios base fueron mujeres.

Querétaro mostró la situación más extrema. Más de 67 por
ciento de la población ocupada que ganó menos de un sala-
rio mínimo fue mujer en la entidad. Le siguieron Colima,
Sonora, Jalisco, Guerrero, DF, Quintana Roo, Yucatán y
BC. En todos los casos la cifra superó 60 por ciento.

De acuerdo con la especialista del Centro de Investigación
en Economía y Negocios del Tecnológico de Monterrey Va-
nessa Veintimilla, si bien aumentó la participación de las
mujeres en el mercado laboral, existe una discriminación
marcada en el tema salarial y en los puestos clave de una
empresa o institución pública;4 es decir, aun cuando hemos
avanzado, estamos lejos todavía de alcanzar la igualdad la-
boral.

La igualdad en el trabajo, o laboral, debe entenderse como
la práctica de las mismas condiciones de trabajo para todos,
sin importar el sexo, el estado civil, su origen étnico o su
raza, condición social, religión o ideología.5

La igualdad laboral para las trabajadoras consiste en que
éstas gocen de los mismos derechos que los trabajadores;
que su condición de mujeres o de madres, no sea motivo de
diferencia alguna en el trato, en la remuneración o en las
oportunidades para ingresar a un trabajo, para capacitarse o
para alcanzar puestos superiores.6

Para el Estado mexicano, el reconocimiento de que el avan-
ce de la igualdad entre mujeres y hombres es una prioridad,
ha quedado asentado al ratificar las principales convencio-
nes internacionales, particularmente la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra
la Mujer, cuyo artículo 11 señala: “Los Estados parte adop-
tarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discri-
minación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de
asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con los
hombres, los mismos derechos”.7

En relación con la discriminación en el mundo del trabajo,
la Organización Internacional del Trabajo cuenta con el ins-
trumento más global y útil en la materia: el Convenio sobre
la Discriminación (empleo y ocupación), 1958 (número
111).

Ese convenio se cuenta entre los más ratificados, y 165 paí-
ses,8 al ratificarlos, han demostrado su compromiso con los
principios encarnados en ese instrumento. En dicho conve-
nio se establece que los Estados miembros deben declarar y
poner en práctica una política nacional que promueva la
igualdad de oportunidades y de trato en relación con el em-
pleo y la ocupación con miras a erradicar la discriminación.

Entre las áreas en que se prohíbe la discriminación se cuen-
tan el sexo, la raza, el color, la religión, las ideas políticas,
el origen, y la situación social. Otro de los instrumentos
fundamentales es el Convenio sobre igualdad de remunera-
ción, 1951 (número 100), en el que se aborda específica-
mente el tema de la igualdad de remuneración entre los tra-
bajadores de uno y otro sexo por trabajo de igual valor.
Además, otros dos convenios han sido reconocidos como
clave para la igualdad entre los sexos, el Convenio sobre
los trabajadores con responsabilidades familiares, 1981
(núm. 156) y el Convenio sobre la protección de la mater-
nidad, 2000 (número 183).9

Aunado a lo anterior, el país ha dado un paso fundamental
en el camino hacia la igualdad en el ámbito laboral con la
reciente aprobación de la reforma de la Ley Federal del Tra-
bajo que incorpora por primera vez en la legislación el
principio de igualdad sustantiva.
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Asimismo, incluye el principio de no discriminación; esta-
blece la licencia de paternidad y la licencia de maternidad
en casos de adopción; la ampliación de la licencia en caso
de que las o los hijos nazcan con alguna discapacidad o re-
quieran atención médica hospitalaria; la posibilidad de re-
ducir en una hora la jornada de trabajo en periodo de lac-
tancia; define y sanciona el hostigamiento y el acoso
sexual; prohíbe la solicitud de certificados de no gravidez
para la obtención de un empleo; así como el despido por
embarazo, por cambio de estado civil o por tener a su car-
go el cuidado de los hijos.

No obstante, los derechos que ésta ley garantiza únicamen-
te son aplicables a los trabajadores del sector privado, toda
vez que se trata de la Ley Reglamentaria del Apartado A del
Artículo 123 Constitucional, lo que deja fuera del alcance
de estos preceptos jurídicos a los trabajadores al servicio
del Estado.

Esta situación provoca un desequilibrio y desigualdad entre
las y los trabajadores del sector público y del sector priva-
do, razón por la que consideramos indispensable incorporar
a Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitu-
cional, los mismos principios y preceptos que en materia de
igualdad de género se incorporaron a la Ley Federal del
Trabajo, a efecto de que no existan trabajadoras y trabaja-
dores de primera y de segunda, por los derechos que la le-
gislación establece para cada uno de ellos.

Por lo expuesto, someto a consideración del pleno de Cá-
mara de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan cinco párrafos al ar-
tículo 2, un segundo párrafo al artículo 12, el artículo 13
Bis, una fracción IV, recorriéndose las subsecuentes, al
artículo 14, tres párrafos al artículo 28, el artículo 28
Bis, una fracción VI, recorriéndose las subsecuentes, del
artículo 44, un inciso b), recorriéndose los subsecuentes
de la fracción V, del artículo 46 y el artículo 46 Ter; y se
reforman la fracción II del artículo 14, el artículo 28 y
el primer y tercer párrafos del artículo 46 de la Ley Fe-
deral de los Trabajadores al Servicio del Estado, Regla-
mentaria del Apartado B del Artículo 123 Constitucio-
nal

Único. Se adicionan cinco párrafos al artículo 2, un segun-
do párrafo al artículo 12, el artículo 13 Bis, una fracción IV,
recorriéndose las subsecuentes, al artículo 14, tres párrafos
al artículo 28, el artículo 28 Bis, una fracción VI, reco-

rriéndose las subsecuentes, del artículo 44, un inciso b), re-
corriéndose los subsecuentes de la fracción V del artículo
46 y el artículo 46 Ter; y se reforman la fracción II del ar-
tículo 14, el artículo 28 y el primer y tercer párrafos del ar-
tículo 46 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio
del Estado, Reglamentaria del Apartado B del Artículo 123
Constitucional, para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

Las relaciones jurídicas a que hace referencia el párra-
fo anterior deberán propiciar el trabajo digno o decen-
te.

Se entiende por trabajo digno o decente aquél en el que
se respeta plenamente la dignidad humana del trabaja-
dor; no existe discriminación por origen étnico o nacio-
nal, género, edad, discapacidad, condición social, condi-
ciones de salud, religión, condición migratoria,
opiniones, preferencias sexuales, embarazo o estado ci-
vil; se tiene acceso a la seguridad social y se percibe un
salario remunerador; se recibe capacitación continua
para el incremento de la productividad con beneficios
compartidos, y se cuenta con condiciones óptimas de se-
guridad e higiene para prevenir riesgos de trabajo.

El trabajo digno o decente incluye también el respeto
irrestricto a los derechos colectivos de los trabajadores,
tales como la libertad de asociación, autonomía, el dere-
cho de huelga y de contratación colectiva.

Se tutela la igualdad sustantiva o de hecho de trabaja-
dores y trabajadoras frente a los titulares a que hace re-
ferencia el artículo 1 de esta ley.

La igualdad sustantiva es la que se logra eliminando la
discriminación contra las mujeres que menoscaba o
anula el reconocimiento, goce o ejercicio de sus derechos
humanos y las libertades fundamentales en el ámbito la-
boral. Supone el acceso a las mismas oportunidades,
considerando las diferencias biológicas, sociales y cultu-
rales de mujeres y hombres.

Artículo 12. …

No podrá negarse el nombramiento a trabajadores por
razón de origen étnico o nacional, género, edad, disca-
pacidad, condición social, condiciones de salud, religión,
opiniones, preferencias sexuales, estado civil, embarazo
o cualquier otro criterio que pueda dar lugar a un acto



discriminatorio. Tampoco podrá condicionarse el nom-
bramiento a la presentación de certificados médicos de
no embarazo.

Artículo 13 Bis. No podrán establecerse condiciones que
impliquen discriminación entre los trabajadores por
motivo de origen étnico o nacional, género, edad, disca-
pacidad, condición social, condiciones de salud, religión,
condición migratoria, opiniones, preferencias sexuales,
embarazo o cualquier otro que atente contra la digni-
dad humana.

No se considerarán discriminatorias las distinciones, ex-
clusiones o preferencias que se sustenten en las califica-
ciones particulares que exija una labor determinada.

Es de interés social promover y vigilar la capacitación,
el adiestramiento, la formación para y en el trabajo, la
certificación de competencias laborales, la productivi-
dad y la calidad en el trabajo, la sustentabilidad am-
biental, así como los beneficios que éstas deban generar
tanto a los trabajadores como al Estado.

Artículo 14. …

I. …

II. Las labores peligrosas o insalubres o nocturnas para
menores de dieciocho años;

III. …

IV. Las labores de mujeres en periodos de gestación
o lactancia cuando las autoridades competentes emi-
tan una declaratoria de contingencia sanitaria, con-
forme a las disposiciones aplicables;

V. Un salario inferior al mínimo establecido para los
trabajadores en general, en el lugar donde se presten
los servicios; y

VI. Un plazo mayor de quince días para el pago de
sus sueldos y demás prestaciones económicas.

Artículo 28. Las mujeres disfrutarán de un mes de des-
canso antes de la fecha que aproximadamente se fije pa-
ra el parto, y de otros dos después de él.

A solicitud expresa de la trabajadora, previa autoriza-
ción escrita del médico de la institución de seguridad so-

cial que le corresponda, tomando en cuenta la naturale-
za del trabajo que desempeñe, se podrá transferir hasta
dos semanas del mes de descanso previo al parto para
después del mismo. En caso de que los hijos hayan na-
cido con cualquier tipo de discapacidad o requieran
atención médica hospitalaria, el descanso podrá ser de
hasta ocho semanas posteriores al parto, previa presen-
tación del certificado médico correspondiente.

En caso de adopción de un infante disfrutarán de un
descanso de seis semanas con goce de sueldo, posterio-
res al día en que lo reciban.

Durante la lactancia tendrán dos descansos extraordi-
narios por día, de media hora cada uno para amaman-
tar a sus hijos, en lugar adecuado e higiénico que desig-
ne la empresa, o bien, cuando esto no sea posible, previo
acuerdo con su jefe inmediato, se reducirá en una hora
su jornada de trabajo.

Artículo 28 Bis. Los hombres gozarán de cinco días há-
biles de descanso posteriores al nacimiento de sus hijos
o de la recepción de los mismos en caso de adopción.

Artículo 44. …

I. a V. …

VI. Evitar la comisión actos de hostigamiento o aco-
so sexual contra cualquier persona en el estableci-
miento o lugar de trabajo;

VII. Asistir puntualmente a sus labores;

VIII. No hacer propaganda de ninguna clase dentro
de los edificios o lugares de trabajo; y

IX. Asistir a los institutos de capacitación, para me-
jorar su preparación y eficiencia.

Artículo 46. Ningún trabajador podrá ser cesado sino por
justa causa. Tampoco se podrá cesar a trabajadora al-
guna o coaccionarla directa o indirectamente para que
renuncie por estar embarazada, por cambio de estado
civil o por tener el cuidado de hijos menores. En conse-
cuencia, el nombramiento o designación de los trabajadores
sólo dejará de surtir efectos sin responsabilidad para los ti-
tulares de las dependencias por las siguientes causas:

I. a IV. …
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V. …

a) …

b) Cuando el trabajador cometiere actos de hosti-
gamiento o acoso sexual contra cualquier persona
en el establecimiento o lugar de trabajo.

c) Cuando faltare por más de tres días consecuti-
vos a sus labores sin causa justificada.

d) Por destruir intencionalmente edificios, obras,
maquinaria, instrumentos, materias primas y de-
más objetos relacionados con el trabajo.

e) Por cometer actos inmorales durante el traba-
jo.

f) Por revelar los asuntos secretos o reservados de
que tuviere conocimiento con motivo de su traba-
jo.

g) Por comprometer con su imprudencia, descui-
do o negligencia la seguridad del taller, oficina o
dependencia donde preste sus servicios o de las
personas que allí se encuentren.

h) Por desobedecer reiteradamente y sin justifica-
ción las órdenes que reciba de sus superiores.

i) Por concurrir habitualmente al trabajo en esta-
do de embriaguez o bajo la influencia de algún
narcótico o droga enervante.

j) Por falta comprobada de cumplimiento de las
condiciones generales de trabajo de la dependen-
cia respectiva.

k) Por prisión que sea el resultado de una senten-
cia ejecutoria.

…

Por cualquiera de las causas a que se refiere esta fracción,
el titular de la dependencia podrá suspender los efectos del
nombramiento si con ello está conforme el sindicato co-
rrespondiente; pero si este no estuviere de acuerdo, y cuan-
do se trate de alguna de las causas graves previstas en los
incisos a), d), f), y i), el titular podrá demandar la conclu-

sión de los efectos del nombramiento, ante el Tribunal Fe-
deral de Conciliación y Arbitraje, el cual proveerá de plano,
en incidente por separado, la suspensión de los efectos del
nombramiento, sin perjuicio de continuar el procedimiento
en lo principal hasta agotarlo en los términos y plazos que
correspondan, para determinar en definitiva sobre la proce-
dencia o improcedencia de la terminación de los efectos del
nombramiento.

…

Artículo 46 Ter. Para los efectos de esta ley se entiende
por

a) Hostigamiento, el ejercicio del poder en una rela-
ción de subordinación real de la víctima frente al
agresor en el ámbito laboral, que se expresa en con-
ductas verbales, físicas o ambas; y

b) Acoso sexual, una forma de violencia en la que, si
bien no existe la subordinación, hay un ejercicio abu-
sivo del poder que conlleva a un estado de indefen-
sión y de riesgo para la víctima, independientemente
de que se realice en uno o varios eventos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Banco Mundial. Mujeres tienen menos probabilidades que hombres

de participar en el mercado laboral en la mayoría de los países. Pue-
de verse en http://datos.bancomundial.org/noticias/mujeres_tienen_
menos_probabilidades_que_hombres_de_participar_en_el_mercado_l
aboral_en_la_mayoria_de_los_paises

2 Larrañaga Sarriegi, Mercedes. Desigualdades entre mujeres y hom-

bres en el mercado laboral. Universidad del País Vasco, España. Pue-
de verse en http://www.ucm.es/info/ec/jec8/Datos/documentos/comu-
nicaciones/Feminista/Larra%F1aga%20Mercedes.PDF

3 Puede verse en http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/
news/WCMS_006181/lang—es/index.htm 

4 Franco, Fernando. “DF, con más mujeres en su mercado laboral”, en
El Economista, 7 de marzo de 2012. Puede verse en http://eleconomis-
ta.com.mx/sociedad/2012/03/07/df-mas-mujeres-su-mercado-laboral



5 Kurczyn Villalobos, Patricia. Derechos de las mujeres trabajadoras.

Cámara de Diputados, LVIII Legislatura, Universidad Nacional Autó-
noma de México. México, 2000.

6 Ídem.

7 Desigualdad de género en el trabajo. Instituto Nacional de las Muje-
res. Septiembre de 2008. Página 1. Puede verse en http://cedoc.inmuje-
res.gob.mx/documentos_download/100923.pdf 

8 Cifra registrada hasta finales de agosto de 2006.

9 Puede verse en 

http://www.ilo.org/dyn/gender/docs/RES/500/F765069013
/WEB%20Promoting%20Gender%20ESP.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de septiembre de 2014.— Di-
putados: Francisca Elena Corrales Corrales, María del Rocío Corona
Nakamura, Dulce María Muñiz Martínez, Angelina Carreño Mijares
(rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACION Y LEY GENERAL
DE CULTURA FISICA Y DEPORTE

«Iniciativa que reforma los artículos 7o. de la Ley General
de Educación y 88 de la Ley General de Cultura Física y
Deporte, a cargo del diputado Salvador Arellano Guzmán,
del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Salvador Arellano Guzmán, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional de la LXII Legislatura, en ejercicio de la facultad
que le confieren la fracción II del artículo 71 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, 77, y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a esta soberanía la si-
guiente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se re-
forman la fracción IX del artículo 7o. de la Ley General de
Educación y el artículo 88 de la Ley General de Cultura Fí-
sica y Deporte, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema

Desde 1980 la cantidad de personas que padecen sobrepe-
so u obesidad se ha duplicado en todo el mundo.

Para 2008 se calculaba que existían alrededor de mil 400
millones de adultos (de 20 y más años) con sobrepeso u
obesidad. Dentro de este grupo, más de 200 millones de
hombres y cerca de 300 millones de mujeres eran obesos.

En el año 2010, alrededor de 40 millones de niños menores
de cinco años tenían sobrepeso. 

La pandemia mundial de sobrepeso y obesidad afecta seve-
ramente a la población mexicana. De 1980 a la fecha, la
prevalencia de obesidad y sobrepeso en México se ha tri-
plicado.

Los resultados de la Encuesta Nacional de Salud y Nutri-
ción, Ensanut, 2012, muestran que estas enfermedades
afectan a todos los grupos de edad. En 2012 existían más de
5 millones de niños menores de 5 años; más de 6 millones
de adolescentes entre 12 y 19 años y más de 48 millones de
adultos entre los 20 y 49 años con sobrepeso u obesidad. 

De estas cifras se puede afirmar que 7 de cada 10 adultos
en México, presentan sobrepeso u obesidad y 1 de cada 3
niños padece los mismos males.

Estas estadísticas se vuelven alarmantes porque estas en-
fermedades son el principal factor de riesgo en el desarro-
llo de enfermedades no transmisibles como la diabetes me-
llitus y las enfermedades cardiovasculares, las dos
principales causas de mortalidad general en México.

El sobrepeso y la obesidad contribuyen con el 12.2 por
ciento del total de muertes y con el 5.1 por ciento del total
de años de vida perdidos ajustados por discapacidad en el
país.

Si estos males de combinan con la diabetes mellitus, las en-
fermedades cardiovasculares, la mala alimentación y la hi-
percolesterolemia entonces contribuyen con el 36.5 por
ciento de total de muertes y con el 11.2 por ciento del total
de años de vida perdidos ajustados por discapacidad en el
país.
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Estas enfermedades reducen la esperanza de vida de las ac-
tuales y nuevas generaciones, lo que es contrario a todos los
principios de la sociedad mexicana.

Estos padecimientos se consideran una epidemia, que re-
presenta una emergencia sanitaria nacional; debido a que
los costos que se invierten para combatirla son altísimos y
ponen en riesgo la estabilidad del Sistema Nacional de Sa-
lud.

Según las estimaciones realizadas por los expertos en salud
el costo total para enfrentar el sobrepeso y la obesidad au-
mentó de 35 mil 429 millones de pesos de 2000, a 67 mil
345 millones de pesos en 2008.

La proyección es que para el año 2017 el costo total as-
cienda a 150 mil 860 millones de pesos.

En el plano individual, una persona con sobrepeso u obesi-
dad gasta 25 por ciento más en servicios de salud y gana 18
por ciento menos que un individuo sano, además de pre-
sentar mayor ausentismo laboral, que repercute en la eco-
nomía nacional.

Causas del sobrepeso y la obesidad

La causa fundamental es un desequilibrio energético entre
calorías consumidas y gastadas, derivado de factores como:
un mayor consumo de alimentos hipocalóricos, ricos en
grasas, sal y azucares, pero pobres en vitaminas, minerales
y otros micronutrientes y el descenso en la actividad física
resultado de la mecanización de los medios de transporte;
de las actividades laborales, educativas y recreativas; que
crea una sociedad sedentaria.

La práctica de la actividad física también disminuye debi-
do a lo reducido de los espacios de vivienda, a la baja exis-
tencia de lugares e instalaciones adecuados para realizar su
práctica; y que además en nuestros centros escolares no se
le da la importancia debida.

En las escuelas sólo se dedican 60 minutos semanales a la
práctica de la actividad física moderada o vigorosa, lo que
representa solo una quinta parte del mínimo de actividad
recomendada para escolares, que es de 45 minutos diarios.

En los recreos se carece de organización para promover la
actividad física y el tiempo se dedica a la compra y consu-
mo de alimentos.

El número de horas dedicadas al deporte se encuentra muy
por debajo de lo recomendado por la Unesco.

Las clases de educación física que se imparten suelen ser
deficientes por lo inadecuado de las instalaciones y a la in-
suficiencia de instructores capacitados.

En México, sólo 35 por ciento de los jóvenes entre 10 y 19
años de edad son activos. Más de la mitad de estos adoles-
centes dedican más de 14 horas semanales a ver televisión,
y una cuarta parte de ellos ve televisión hasta 21 horas se-
manales en promedio. Entre los adolescentes y adultos jó-
venes (de 12 a 29 años de edad) tan sólo 40 por ciento prac-
tica algún tipo de actividad física, y el sedentarismo es
mayor en mujeres que entre hombres.

Objetivo de la iniciativa

El ejercicio físico es, junto con una dieta equilibrada, la
principal solución para combatir el sobrepeso y la obesidad.
El aumento en la prevalencia de estas enfermedades se ha
producido en gran medida de forma paralela al aumento del
sedentarismo. Incluso sin padecer sobrepeso u obesidad, la
ausencia de actividad física constituye un factor de riesgo
que predispone a padecer enfermedades cardiovasculares y
otras alteraciones en el organismo.

Además, los científicos en el campo de la medicina han
descubierto que las intervenciones nutricionales individua-
les no son efectivas para corregir los malos hábitos de se-
dentarismo y mala alimentación, por lo que se hace necesa-
rio establecer una estrategia de salud pública que sea
permanente en el tiempo.

La presente iniciativa tiene como propósito establecer en la
ley, que las clases de educación física que se imparten en
los centros escolares de todos los niveles educativos del sis-
tema nacional de enseñanza; se impartan mínimamente tres
veces a la semana en sesiones de 45 minutos, con el propó-
sito de combatir la epidemia del sobrepeso y obesidad que
aqueja a los menores de edad del país.

Si a un individuo se le crea el hábito de la práctica de la ac-
tividad física desde los primeros años de vida, correspon-
dientes a la niñez y adolescencia, será más fácil que en su vi-
da adulta practique alguna actividad física o algún deporte.

La modificación de los estilos de vida de los escolares brin-
dará sus frutos desde el momento presente hasta su vida fu-
tura, convirtiéndose en individuos más sanos.



Antecedentes

En respuesta al crecimiento de esta epidemia, la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS) promovió la Estrategia
Mundial sobre Alimentación Saludable, Actividad Física y
Salud para la prevención de enfermedades crónicas, a la
cual México se adhirió en 2004.

El artículo 4o. de la ley suprema de toda la Unión, manda-
ta en su párrafo cuarto el derecho humano a la salud esta-
bleciendo que toda persona tiene derecho a la protección de
la salud.

En el párrafo sexto establece que en todas las decisiones y
actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el princi-
pio del interés superior de la niñez, garantizando de mane-
ra plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho
a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud,
educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral.
Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, segui-
miento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la
niñez.

En el párrafo séptimo establece que los ascendientes, tuto-
res y custodios tienen la obligación de preservar y exigir el
cumplimiento de estos derechos y principios.

En su párrafo décimo establece que toda persona tiene de-
recho a la cultura física y a la práctica del deporte y que co-
rresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo con-
forme a las leyes en la materia.

Asimismo, la fracción XXIX-J del artículo 73 establece la
facultad del Congreso de la Unión para legislar en materia
de cultura física y deporte con objeto de cumplir lo previs-
to en el artículo 4o. de la Constitución.

El 25 de enero de 2010, el gobierno federal anunció la
puesta en marcha del Acuerdo Nacional para la Salud Ali-
mentaria, Estrategia contra el Sobrepeso y la Obesidad, pa-
ra revertir la tendencia en el sobrepeso en el 70 por ciento
de los adultos y más de 4 millones de niños de entre 5 y 11
años.

El 31 de octubre de 2013, El Gobierno Federal anunció
el lanzamiento de la Estrategia nacional para la preven-
ción y el control del sobrepeso, la obesidad y la diabetes,
para mejorar la salud y calidad de vida de las familias
mexicanas.

La estrategia reconoció que el sobrepeso, la obesidad y la
diabetes son nuevas amenazas para la salud de los mexica-
nos, que se deben afrontar con decisión para seguir avan-
zando hacia una sociedad más sana e incluyente.

Establece que la sociedad mexicana padece de sobrepeso y
que tiene pocos hábitos para mantenerse sana, sobre todo,
en enfermedades que son prevenibles.

La estrategia establece que si se logra crear un frente co-
mún entre las autoridades, en quienes recae la primera res-
ponsabilidad de combatir esta epidemia, y la sociedad en su
conjunto, entonces se puede lograr enfrentar con éxito estas
terribles enfermedades que padecen los mexicanos.

Beneficios de la actividad física

Entre los beneficios más directos que produce el ejercicio
en pacientes obesos, se encuentran la disminución de la
presión, la normalización de los lípidos en sangre y una dis-
minución significativa de la resistencia a la insulina. Como
resultado del ejercicio físico, se producen en el metabolis-
mo una serie de adaptaciones que son positivas para com-
batir la obesidad.

Hay evidencia de tipo teórica que indica que el ejercicio fí-
sico tiene una fuerte influencia en los estados emocionales
de los jóvenes como ansiedad y depresión, disminución del
estrés, mejoras de las capacidades intelectuales y cognitivas

Se ha encontrado una relación positiva entre la práctica
de la actividad física y el rendimiento académico. El
ejercicio regular puede mejorar el funcionamiento cognos-
citivo y aumentar, en el cerebro, los niveles de las sustan-
cias responsables del mantenimiento de la salud de las neu-
ronas.

Las diferentes funciones fisiológicas y cognitivas, están in-
terrelacionadas y cambios o modificaciones positivas en al-
gunas de ellas van a repercutir en cambios y modificacio-
nes en esferas diferentes del organismo humano.

Las investigaciones científicas comprueban lo que hace
muchos siglos los griegos plantearon, “En un cuerpo sano
puede existir una mente sana.

La actividad deportiva puede considerarse un elemento
central y fundamental en los programas de promoción
de la salud para poblaciones infanto-juveniles con y sin
patologías específicas.
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Por lo expuesto, someto a consideración de esta honorable
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman la fracción IX del ar-
tículo 7o. de la Ley General de Educación y el artículo
88 de la Ley General de Cultura Física y Deporte

Artículo Primero. Se reforma la fracción IX del artículo
7o. de la Ley General de Educación, para quedar como si-
gue.

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado, sus or-
ganismos descentralizados y los particulares con autoriza-
ción o con reconocimiento de validez oficial de estudios
tendrá, además de los fines establecidos en el segundo pá-
rrafo del artículo 3o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los siguientes:

…

IX. Fomentar la educación en materia de nutrición y es-
timular la educación física y la práctica del deporte, con
objeto de contribuir al control del sobrepeso y la obe-
sidad;

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 88 de la Ley Ge-
neral de Cultura Física y Deporte, para quedar como sigue:

Artículo 88. La cultura física deberá ser promovida, fo-
mentada y estimulada en todos los niveles y grados de edu-
cación y enseñanza del país como factor fundamental del
desarrollo armónico e integral del ser humano y como una
forma de contribuir al control del sobrepeso y obesidad in-
fantil; por lo que su práctica semanal en las Instituciones
educativas deberá impartirse cuando menos tres veces por
semana.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Fuentes consultadas

- Encuesta Nacional de Salud y Nutrición, Ensanut 2012. 

Secretaría de Salud: 

http://ensanut.insp.mx/ 

- Estrategia Nacional para la Prevención y el Control del Sobrepeso, la
Obesidad y la Diabetes. 

Secretaría de Salud 

http://promocion.salud.gob.mx/dgps/descargas1/estrategia/Estrate-
gia_con_portada.pdf 

- Acuerdo Nacional para la Salud Alimentaria, 

Estrategia contra el sobrepeso y la obesidad. 

Secretaría de Salud h

ttp://www.promocion.salud.gob.mx/dgps/descargas1/programas/Acuer
do%20Original%20con%20creditos%2015%20feb%2010.pdf

- El impacto de la actividad física y el deporte sobre la salud, la cogni-
ción, la socialización y el rendimiento académico: una revisión teórica, 

William Ramírez* / Stefano Vinaccia** / Gustavo Ramón Suárez 

http://www.redalyc.org/articulo.oa?id=81501807

- Obesidad y sobrepeso

- Organización Mundial de la Salud, 

http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs311/es/ 

- En escuelas primarias tapatías harán ejercicio todos los días, 

El informador/ 

http://www.informador.com.mx/jalisco/2010/227824/6/en-escuelas-
primarias-tapatias-haran-ejercicio-todos-los-dias.htm 

Palacio Legislativo, a 11 de septiembre de 2014.— Diputados: Salva-
dor Arellano Guzmán, María del Rocío Corona Nakamura, Dulce Ma-
ría Muñiz Martínez, Angelina Carreño Mijares (rúbricas).»

Se turna a la Comisiones Unidas de Educación Pública
y Servicios Educativos, y de Deporte, para dictamen.



LEY GENERAL DE BIENES NACIONALES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Bienes Nacionales, a cargo del dipu-
tado Ossiel Omar Niaves López, del Grupo Parlamentario
del PRI

El suscrito, diputado Ossiel Omar Niaves López, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 77 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta honorable asamblea, iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones a la Ley General de Bienes Nacionales en base
a la siguiente

Exposición de Motivos

En nuestro país, existen bienes de dominio público que son
utilizados por entidades paraestatales y particulares al am-
paro de un título de concesión, para fines administrativos o
propósitos distintos a los de su objeto público. En este su-
puesto, los propietarios o poseedores de estos bienes in-
muebles deben declarar ante la autoridad fiscal del munici-
pio o del gobierno del Distrito Federal, en concordancia
con su objeto social, mercantil o público, la superficie que
ocupan para la realización de sus actividades que sean con-
cordantes a su objeto público, para efecto de hacer un des-
linde catastral del bien afectado respecto del resto del área
del bien de dominio público, que pueda ser accesoria y es-
tar destinada a actividades distintas al objeto público.

El artículo 2o. de la Ley General de Bienes Nacionales es-
tablece que son bienes de dominio público los inmuebles
destinados por la Federación a un servicio público, los que
son susceptibles de ser concesionados a los particulares, en-
tendiendo que la concesión administrativa es “el acto por
medio del cual se concede a un particular el manejo y ex-
plotación de un servicio público o la explotación y aprove-
chamientos de bienes del dominio del Estado”1. Así, el im-
puesto predial, es susceptible de ser aplicado a los
concesionarios en virtud de que son poseedores de los in-
muebles donde prestan los servicios públicos, aun siendo
estos de dominio público, siempre y cuando el uso de estos
bienes se destinen a un propósito distinto al objeto público.

Como es sabido, la obligación tributaria de pagar el im-
puesto predial está dirigida a la posesión del inmueble y no
al servicio público que realizan los concesionarios, por lo

que no hay razón por la que estos últimos queden exentos
del pago del predial cuando gran parte del espacio del bien
inmueble está destinado a servicios distintos al servicio pú-
blico concesionado como ocurre con las áreas de comida,
oficinas, negocios, estacionamientos, como por ejemplo su-
cede con los aeropuertos.

Asimismo, cabe señalar que para el funcionamiento de al-
gunas de estas áreas, es necesaria la utilización de la in-
fraestructura y servicios de los municipios como lo es el
drenaje, alumbrado y servicio de recolección de basura. 

El principio de equidad y proporcionalidad consagrado en
el artículo 31, fracción IV, de la Carta Magna, establece la
obligación a los mexicanos de contribuir para los gastos pú-
blicos, tanto de la federación como de los estados y muni-
cipios en donde residan.

Es oportuno subrayar que el ánimo que motiva esta inicia-
tiva, es coincidente con el que motivó al poder revisor de la
Constitución cuando reformó el artículo 115 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, median-
te el decreto del 23 de diciembre de 1999, en donde se le
otorgaron más recursos a la hacienda municipal, estable-
ciendo la carga contributiva del impuesto predial a las pa-
raestatales y los concesionarios bajo el supuesto de utilizar
los bienes de dominio público para fines distintos a los de
su objeto público.

Para una mejor comprensión se trascribe el segundo y ter-
cer párrafo de la fracción cuarta del artículo 115 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que re-
zan lo siguiente:

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados
para establecer las contribuciones a que se refieren los in-
cisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las
mismas. Las leyes estatales no establecerán exenciones o
subsidios en favor de persona o institución alguna respecto
de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes
de dominio público de la federación, de los estados o los
municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por enti-
dades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título,
para fines administrativos o propósitos distintos a los de su
objeto público.

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, pro-
pondrán a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas apli-
cables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y
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las tablas de valores unitarios de suelo y construcciones que
sirvan de base para el cobro de las contribuciones sobre la
propiedad inmobiliaria.

Como se desprende del texto constitucional, queda bien de-
finido el supuesto en el que los bienes de dominio público
no estarán exentos del pago de contribuciones locales, al
prescribir que cuando estos sean utilizados para fines ad-
ministrativos o propósitos distintos a los de su objeto debe-
rán contribuir con el gasto público local.

De conformidad con lo anterior, los municipios tienen de-
recho a recibir las contribuciones relativas a la propiedad
inmobiliaria de aquellas empresas paraestatales y de los
concesionarios de la prestación de un servicio público que
ocupan bienes inmuebles de dominio público para un fin
administrativo y propósitos distintos al objeto público.

Cobra especial relevancia que, la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación ha determinado a través de una tesis juris-
prudencial, la observancia a la reserva de fuentes de ingre-
sos de los municipios, la cual quedó como sigue:

Reserva de fuentes de ingresos municipales. Casos en
los que las legislaturas estatales pueden eximir del pago
de contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria o en
relación con los ingresos derivados de la prestación de
servicios públicos municipales. Conforme a la fracción
IV, incisos a) y c), del artículo 115 de la Constitución Fe-
deral, forman parte de la hacienda pública municipal los in-
gresos que se obtengan de las contribuciones que establez-
can los Estados sobre la propiedad inmobiliaria y aquellos
derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo.
Asimismo, del segundo párrafo de la fracción del precepto
constitucional referido se desprende expresamente que las
leyes de los Estados no pueden establecer exenciones a fa-
vor de persona o institución alguna respecto de las contri-
buciones que corresponde recaudar a los municipios sobre
dichos conceptos, quedando solamente exceptuados de ese
pago los bienes del dominio público de la federación, los
estados o los municipios, salvo que tales bienes sean utili-
zados por entidades paraestatales o por particulares, bajo
cualquier título, para fines administrativos o propósitos dis-
tintos a los de su objeto público. En este sentido, las normas
estatales que establezcan exenciones o subsidios respecto
de las contribuciones señaladas en el citado artículo 115,
fracción IV, incisos a) y c), en supuestos distintos a los ca-
sos de excepción previstos en el segundo párrafo de dicha
fracción, transgreden el principio de reserva de fuentes de
ingresos municipales que asegura a los municipios tener

disponibles ciertas fuentes de ingreso para atender el cum-
plimiento de sus necesidades y responsabilidades públicas.
Lo anterior, ya que con la incorporación de tales supuestos
de exención se genera un perjuicio a la hacienda pública
municipal, al afectar la recaudación que se tenía contem-
plada.2

De esta forma, el máximo tribunal asentó una interpreta-
ción restrictiva sobre la exención de cargas impositivas so-
bre la propiedad inmobiliaria, en el sentido de que sólo a
los municipios le correspondía la potestad de establecer las
exenciones con respecto al impuesto predial, haciendo tan-
gible la protección a las finanzas públicas municipales.

De acuerdo con el Inegi, resulta relevante que en el ejerci-
cio de 1999, cuando aún no se reformaba la fracción IV del
artículo 115 constitucional, la recaudación del impuesto
predial a nivel nacional ascendía a la cantidad de 3 mil
984.00 millones de pesos, mientras que en el ejercicio del
año 2000, cuando entró en vigor el citado constitucional la
cantidad recaudada fue de 4 mil 709 millones 963 mil 392
millones de pesos, lo cual no representó un aumento signi-
ficativo a las arcas municipales, si se considera que el au-
mento fue similar al de años anteriores, tal y como se ob-
serva en la siguiente gráfica:



Esta tendencia se ha mantenido en el periodo comprendido
entre el año 2001 y 2012, en donde el promedio de aumen-
to por cada año en la cantidad recaudada es de 13.4 por
ciento3, como se observa en la siguiente gráfica:

Fuente: Inegi, Finanzas Públicas Estatales y Municipales

Por otra parte, el impacto en las finanzas públicas munici-
pales que representa el impuesto predial es muy significati-
vo, ya que de acuerdo con datos del Inegi en el año 2012,
los municipios recaudaron en impuestos la cantidad de 33
mil 245.18 millones de pesos, y en lo que corresponde al
impuesto predial se recaudó la cantidad de 19 mil 204.52
millones de pesos, concluyendo que el 57.7 por ciento de la
totalidad de los impuestos municipales recaudados fue so-
lamente del predial.
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Por último debe señalarse que al establecerse el impuesto
predial, respecto de predios que son propiedad de la Fede-
ración, de un Estado o de sus municipios, así como los que
estén en poder de instituciones descentralizadas con perso-
nalidad jurídica y patrimonios propios, o en poder de parti-
culares, por contrato, concesión, permiso, o por cualquier
otro título, para su uso, goce o explotación, no se invade las
facultades exclusivas a que se refiere el artículo 73, frac-
ción XXIX, punto 4, de la Carta Magna para establecer
contribuciones respecto de servicios públicos concesiona-
dos o explotados directamente por la federación, pues en
principio las leyes hacendarias estatales lo que gravan no es
el servicio público concesionado, sino la propiedad inmo-
biliaria cuya facultad se encuentra delimitada en el artículo
115, fracción IV, inciso a), segundo párrafo, de la Constitu-
ción.

En resumen, esta iniciativa pretende sistematizar el manda-
to constitucional en la ley ordinaria para el cobro de las
contribuciones de quienes utilicen los inmuebles de domi-
nio público para otros fines distintos para el cual o los cua-
les fueron otorgados a fin de fortalecer la certeza jurídica de
los ayuntamientos y del gobierno del Distrito Federal a tra-
vés de sus órganos políticos administrativos en sus demar-
caciones territoriales.

Sostenemos que quienes ocupan fracciones de los inmue-
bles de dominio público para negocios privados, deben pa-
gar predial del terreno de uso comercial como los de renta
y estacionamiento.

Por último, esta iniciativa recoge como ejemplo el asunto
donde la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación determinó la obligación de pagar el impuesto pre-
dial correspondiente a un bien del dominio público, en vir-

tud de que pueden existir áreas que se aprovechan lucrati-
vamente, como son los locales comerciales o estaciona-
mientos, y por ende se destinan a un fin distinto al de su ob-
jeto público. En este tenor, el órgano jurisdiccional resolvió
que aquellas personas que utilicen las áreas de un bien in-
mueble de dominio público para un fin distinto al objeto pa-
ra el cual fueron otorgados, deben contribuir al gasto de los
municipios, y en razón de ello le ha sido negado el amparo
a una concesionaria aeroportuaria para no pagar el impues-
to predial.4

La problemática existente que atiende esta propuesta radi-
ca en que dada la complejidad de la recaudación del im-
puesto predial, la ley ha sido oscura y sólo ha sido posible
determinar la obligación fiscal mediante procesos jurisdic-
cionales. Por ello se pretende armonizar el espíritu del tex-
to constitucional y los razonamientos vertidos por la sala
del máximo Tribunal de la Nación con las nuevas disposi-
ciones legales que se proponen en esta iniciativa.

Por todo lo anterior, se considera pertinente modificar la
Ley General de Bienes Nacionales para sistematizar el
mandato constitucional citado, donde se especifiquen los
supuestos en los que los particulares y las paraestatales de-
ben pagar contribuciones locales correspondientes como
todos los ciudadanos.

Por lo expuesto se somete el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona un párrafo quinto al artículo 63; se adi-
ciona un párrafo y se recorre el segundo en el orden suce-
sivo al artículo 67; se adiciona un tercer párrafo y se reco-
rren los siguientes en el orden sucesivo al artículo 68; se

Fuente: Inegi, Finanzas Públicas Estatales y Municipales



adiciona una fracción VIII al artículo 72; se reforma y adi-
ciona la fracción III del artículo 76 y; se reforma la fracción
primera del artículo 77 de la Ley General de Bienes Nacio-
nales para quedar como sigue:

Artículo 63. …

Los espacios a los que refiere el párrafo anterior, deberán
cumplir con las contribuciones sobre la propiedad inmobi-
liaria y los derechos de operación que establezcan las leyes
locales, para lo cual el particular realizará los deslindes ca-
tastrales correspondientes a las áreas destinadas para la
prestación de sus servicios.

Artículo 67. …

Cuando el cambio de uso tenga por objeto la concesión de
un servicio, se determinarán las áreas destinadas para el
cumplimiento del servicio concesionado, y en su caso las
que estén destinadas a fines administrativos, comerciales o
propósitos distintos al objeto público.  

…

Artículo 68. …

…

El uso distinto al autorizado implicará la obligación de pa-
gar las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria y los
derechos de operación que establezcan las leyes locales
cuando el área del inmueble o una parte de este, sea utili-
zado por entidades paraestatales o por particulares, bajo
cualquier título, para fines administrativos, comerciales o
propósitos distintos a los de su objeto público.

…

Artículo 72. …

I. a VII. …

VIII. Las obligaciones de pagar las contribuciones sobre
la propiedad inmobiliaria y los derechos de operación
que establezcan las leyes locales, cuando las áreas de los
inmuebles sean utilizadas para fines administrativos, co-
merciales o con propósitos distintos a los de su objeto
público y al servicio concesionado.

Artículo 76. …

III. Dejar de pagar en forma oportuna fijados en el títu-
lo de concesión o las demás contribuciones fiscales apli-
cables observando lo siguiente:

a) Las contribuciones que se realicen sobre la pro-
piedad inmobiliaria se sujetarán a lo establecido en
la fracción IV del artículo 115 constitucional. 

b) Los permisionarios y concesionarios que brinden
servicios en áreas de los inmuebles que tengan fines
administrativos o con propósitos distintos a los de su
objeto público, deberán registrarse ante la autoridad
municipal o delegacional y obtener las licencias co-
rrespondientes por uso de suelo; 

…

Artículo 77. …

I. Dar en arrendamiento o comodato fracciones de los in-
muebles federales concesionados, siempre que tales frac-
ciones se vayan a utilizar en las actividades relacionadas di-
rectamente con las que son materia de las propias
concesiones, en cuyo caso el arrendatario o comodatario se-
rá responsable solidario. En este caso, el concesionario
mantendrá todas las obligaciones derivadas de la conce-
sión, pero cuando dichas fracciones se utilicen para fines
distintos a la materia de la concesión o a su objeto público,
los arrendatarios y comodatarios estarán obligados a pagar
las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria y los de-
rechos de operación que establezcan las leyes locales.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Gabino Fraga, Derecho Administrativo, 19 ed., Porrúa, México, 1979,
Pág. 242

2 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Ple-
no, Tesis: P./J. 21/2012 (9a.), Tomo I, Libro X, Julio de 2012, Materia:
Constitucional, p. 347.  

3 El promedio se obtiene sumando los porcentajes del aumento regis-
trado de cada año con respecto al del año anterior.
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4 Cfr. Amparo directo en revisión 1023/2007, Primera Sala, SCJN, dis-
ponible en http://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/
DetallePub.aspx?AsuntoID=91909

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de septiembre de  2014.— Di-
putados: Ossiel Omar Niaves López, Angelina Carreño Mijares (rúbri-
cas).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY GENERAL DE PROTECCION CIVIL

«Iniciativa que reforma el artículo 7o. de la Ley General de
Protección Civil, a cargo del diputado Salvador Arellano
Guzmán, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado federal Salvador Arellano Guzmán,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional de la LXII Legislatura, en ejercicio de la
facultad que me confieren la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a esta soberanía
la siguiente Iniciativa con proyecto de decreto por el que
adiciona un segundo párrafo a la fracción IV del artículo 7
de la Ley General de Protección Civil, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

En los últimos años, los daños y pérdidas causadas por la
presencia de fenómenos naturales, han ido en aumento,
provocando grandes catástrofes y tragedias humanas; lo an-
terior, debido al aumento de la intensidad de su ocurrencia;
que a su vez, es consecuencia del calentamiento global del
planeta, que es resultado de las actividades del hombre, re-
lacionadas con la quema de combustibles fósiles y del cam-
bio de uso de suelo (deforestación); y a que la intensidad de
los fenómenos, rebasa la capacidad de respuesta de las co-
munidades afectadas, debido a que el aumento de pobla-
ción, obliga a las personas a fincar residencia en áreas ries-
gosas, aumentando su vulnerabilidad ante ellos.

“Los fenómenos naturales no se pueden evitar, pero si se
puede atenuar sus efectos desastrosos, conociendo mejor su
naturaleza y estando alerta antes, durante y después de su
presencia, protegiendo en todo momento a los habitantes de

las comunidades afectadas”, este razonamiento dio origen a
la protección civil.

El 12 de agosto de 1949, en el Protocolo 1 adicional al Tra-
tado de Ginebra “Protección a las víctimas de los conflictos
armados internacionales”, se define a la Protección Civil
como: “el cumplimiento de las tareas humanitarias destina-
das a proteger a la población contra los peligros de las hos-
tilidades y de las catástrofes y ayudarla a recuperarse de sus
efectos inmediatos, así como a facilitar las condiciones ne-
cesarias para su supervivencia.

En diciembre de 1999, la Organización de las Naciones
Unidad, creó una Secretaria para ejecutar la “Estrategia In-
ternacional para la Reducción de los Desastres”, con el pro-
pósito de disminuir los efectos de los desastres, para lo
cual, divulga información sobre el comportamiento de los
fenómenos naturales, fomenta la cultura de la previsión y
realiza múltiples tareas para disminuir los efectos de los de-
sastres.

En nuestro país, la presencia de fenómenos naturales ha
provocado grandes pérdidas económicas y múltiples trage-
dias humanas.

A principios de octubre de 1997 el huracán Paulina tocó tie-
rra en el sur de México; siendo uno de los huracanes, más
mortíferos, destructivos y costosos de la historia, se perdie-
ron 137 vidas humanas, hubo 200 desaparecidos y causó
daños materiales por más de 7.5 mil millones de pesos.

El 15 de septiembre de 2001, el impacto del huracán Jullie-
te, causó 12 muertes y causo $400 millones de pérdidas,
cuando impactó Baja California.

En el año 2002, el huracán Kenna de categoría 5, afectó a
México dejando cuatro muertos y cuarenta heridos. La ciu-
dad más afectada fue Puerto Vallarta, Jalisco.

En 2005, el huracán Stan provocó el desbordamiento de un
río en Tapachula, en el estado de Chiapas, que arrasó con
2,500 viviendas, y causó la muerte a 16 personas. El núme-
ro de mexicanos afectados superó los cien mil y los daños
materiales ascendieron a 228 millones de dólares.

El 21 de octubre de 2005, el huracán Wilma de categoría 4,
tocó tierra en la península de Yucatán, con vientos por en-
cima de las 250 mi./h. El huracán primero pasó sobre la is-
la de Cozumel, antes de tener su primer contacto sobre la
península cerca de Playa del Carmen, causó la muerte a 8



personas y se calcula que provocó daños por 7.5 millones
de dólares, tras afectar gran parte de los hoteles de la Rive-
ra Maya.

Del 28 de octubre al 27 de noviembre de 2007, las crecidas
históricas de los ríos que recorren Tabasco y Chiapas inun-
daron gran parte del territorio de ambas entidades, causan-
do severos daños a las viviendas de los habitantes y a la in-
fraestructura de las ciudades de ambos estados.

La actuación de las autoridades mexicanas de protección
civil, ante los efectos negativos de estos fenómenos natura-
les ha evolucionado a través del tiempo, con las conse-
cuentes mejoras en los sistemas de alerta, prevención y
atención de las comunidades afectadas; se han asignado re-
cursos para la realización de las tareas, se ha mejorado la
estructura del Sistema Nacional de Protección Civil, y se ha
establecido la normatividad que rige la actuación de los ac-
tores de la protección civil.

El 22 de diciembre de 1983 se promulgó en nuestro país, la
ratificación del Protocolo 1, adicional al Tratado de Gine-
bra “Protección a las víctimas de los conflictos armados in-
ternacionales”.

El 22 de diciembre de 1983 fue inaugurado el Centro Na-
cional de Prevención de Desastres (Cenapred).

El 12 de mayo de 2000 se promulgó la Ley General de Pro-
tección Civil, que vislumbró las bases de la prevención an-
te los desastres. En esta ley ya aparecía la figura del Fondo
de Desastres Naturales (Fonden), como herramienta finan-
ciera para la atención y recuperación económica de las co-
munidades afectadas.

El Programa de Protección Civil 2001-2006, fincó las bases
del Sistema Nacional de Protección Civil y estableció el
tránsito de un sistema reactivo a uno preventivo.

El 12 de mayo de 2006 se promulgó la Ley General de Pro-
tección Civil que expuso las políticas de protección civil
como estrategias y estableció los mecanismos de coordina-
ción de las unidades de protección civil federales, estatales
y municipales para atender situaciones de emergencia.

El 6 de junio de 2012 se promulgó la Nueva Ley General
de Protección Civil, que estableció una estructura incluyen-
te del Sistema Nacional de Protección Civil (Sinaproc) y la
hizo eficiente al crear la figura del Comité Nacional de
Emergencias, como un mecanismo de coordinación ante las

emergencias; dedica todo un capitulo a la Prevención de
Desastres, identifica la figura de la Gestión Integral de
Riesgos, establece la operación y actualización de un Atlas
Nacional de Riesgos y establece claridad en la utilización
de los instrumentos financieros en caso de Declaratoria de
Emergencia.

La eficacia de un sistema se prueba y mide hasta que se po-
ne en marcha; el pasado mes de septiembre de 2013, cuan-
do el huracán “Ingrid” y la Tormenta Tropical “Manuel”,
impactaron a la República Mexicana provocando afectacio-
nes a 552 municipios en 26 estados del país, causando la
muerte de 139 personas y provocando la evacuación de 58
mil personas para ponerlas a salvo y asignación de 12,507
millones de pesos del fonden para enfrentar la crisis.

Los resultados de la actuación de las unidades de protec-
ción civil no fueron los esperados, a pesar de todos los me-
jores esfuerzos de los actores encargados de la protección
civil.

Los científicos concluyeron que los daños y las pérdidas
que ocasionaron estos meteoros no se debieron a la veloci-
dad de los vientos, ni a la aparición simultánea en ellos en
el territorio nacional, sino que se debieron a la gran canti-
dad de lluvia que se precipitó en el territorio nacional.

La Comisión Nacional del Agua reportó que entre el 11 y
18 de septiembre se presentaron en México lluvias con pre-
cipitaciones que superaron los 987 milímetros en la Sierra
de Guerrero, los 661 mm en la Huasteca Potosina, 519 mm
en la Costa de Michoacán y 465 mm en la de Oaxaca. Tam-
bién informó que la lluvia que afectó a la entidad guerre-
rense representó el 70 por ciento de la precipitación corres-
pondiente a un año en el puerto de Acapulco, la comisión
concluyó que la lluvia es fue la de mayor intensidad regis-
trada en la historia del país, producto de la saturación del
suelo en varias zonas.

Si bien es cierto que las pasadas lluvias fueron lluvias ex-
traordinarias, nuestro esquema nacional de protección civil
debe estar preparado para enfrentar estas excepciones y no
caer en el pensamiento de que la causa de la magnitud del
desastre está en la magnitud del fenómeno.

Otro detalle que encendió los focos rojos, fueron las decla-
raciones de la cronología de la ocurrencia de los eventos
por parte de las autoridades de protección civil. Por una
parte el gobierno federal declaró que desde el 13 de sep-
tiembre de 2013, se emitieron las alertas a las entidades que
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serían afectadas por las lluvias, a fin de que tomaran las
previsiones necesarias, como la instalación de sus Consejos
estatales de Protección Civil, instalación de refugios y aler-
ta a municipios.

Por otro lado, el gobierno del Estado de Guerrero informó
que fue hasta la madrugada del 15 de septiembre cuando el
Sistema Nacional de Protección Civil elevó la alerta de la
tormenta de amarilla a naranja y les especificó la intensidad
de la lluvia que caería.

Estas diferencias no pueden existir en un sistema nacional
de protección civil, ya que los elementos que lo integran
deben estar en perfecta sincronía para enfrentar los efectos
negativos de los fenómenos naturales; para de esta manera
poder ofrecer la mayor y mejor protección a los pobladores
de las comunidades afectadas. De no ser así, los resultados
no serán los esperados y las vidas y el patrimonio de las ha-
bitantes las comunidades afectadas se ponen en riesgo.

Por todo lo anteriormente expuesto, someto a considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa:

Decreto por el que adiciona un segundo párrafo a la
fracción IV del artículo 7 de la Ley General de Protec-
ción Civil

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo a la frac-
ción IV del artículo 7 de la Ley General de Protección Ci-
vil, para quedar como sigue:

Artículo 7. Corresponde al Ejecutivo Federal en materia de
protección civil:

…

IV. … 

Las declaratorias de emergencia deberán ser confir-
madas de recibidas en tiempo y forma, por parte de
las Coordinaciones Estatales de Protección Civil, cu-
yos territorios sean susceptibles de afectación por la
presencia de fenómenos perturbadores.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el siguiente día
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Fuentes consultadas

Oficina de las Naciones Unidas para la Reducción del Riesgo de De-
sastres

http://www.eird.org/americas/index.html

Instituto Nacional de Ecología

http://cambio_climatico.ine.gob.mx/

Asociación Mexicana de Instituciones de Seguros

www.amis.org.mx/?

Comisión Nacional del Agua

www.cna.gob.mx

Centro Nacional de Prevención de Desastres

www.cenapred.unam.mx

Palacio Legislativo, a 9 de septiembre de 2014.— Diputados: Salvador
Arellano Guzmán, Dulce María Muñiz Martínez, Angelina Carreño
Mijares, Gabriel Gómez Michel (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE SOCIEDADES COOPERATIVAS

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Sociedades Cooperativas, a cargo del
diputado Alfonso Inzunza Montoya, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

El suscrito, diputado Alfonso Inzunza Montoya, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional a la Sexagésima Segunda Legislatura del Congre-
so de la Unión, con fundamento en lo establecido en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6o.,
numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de es-
ta honorable asamblea, la presente iniciativa con proyecto
de decreto que adiciona una fracción sexta al artículo 11 y
adiciona los artículos 64 Bis y 64 Bis 1 a la Ley General de



Sociedades Cooperativas, con el propósito de fortalecer al
sector cooperativista pesquero nacional, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El cooperativismo surge como un sistema económico social
que procura el interés de una colectividad, que a iniciativa
de grupo actúa en los procesos de producción, distribución,
circulación y consumo de bienes y servicios. En tanto, el
objetivo central de esta modalidad económica ha sido en
consecuencia la satisfacción de necesidades humanas, bus-
cando así el bienestar y progreso de las personas.

Es por sus características un instrumento económico que ha
probado su efectividad en muchos países, al significarse co-
mo un modelo que promueve un orden social equitativo,
gracias a que motiva al ser humano al ejercicio de activida-
des productivas, en cuya iniciativa está presente como fac-
tor primario la responsabilidad en el trabajo, en la búsque-
da del beneficio tanto grupal como individual de esta
colectividad.

Está calificado por ello como una institución renovadora de
los anhelos de mejoría y superación de los individuos, quie-
nes al unir esfuerzos y capacidades en estrecha coopera-
ción, se agrupan precisamente para la defensa de sus inte-
reses económicos y sociales.

Frente al actual modelo económico mundial, el cooperati-
vismo está vigente como doctrina emancipadora de la clase
trabajadora, que integrada en colectivos de producción, ha-
ce más justa la distribución de bienes y servicios, así como
de los ingresos económicos que genera el trabajo en grupo.

En cuanto a la realidad del cooperativismo en México, éste
remonta sus orígenes a 1869, año en que llegan a nuestro
país las primeras noticias acerca del éxito alcanzado en na-
ciones europeas por este mecanismo de productividad eco-
nómica.

Surge así en México en 1876 la primera sociedad coopera-
tiva, bajo la modalidad de consumo, para dar paso en 1877
a la creación del Banco Social del Trabajo y en 1883 al
Banco Popular de Obreros, como instrumentos de apoyo
crediticio para la integración de un número cada vez mayor
de sociedades cooperativas.

En tanto, la Revolución de 1910 abrió asimismo nuevos ca-
minos en favor del cooperativismo, que tras la estabilidad
social que surge a partir de que el movimiento armando

concluye, se encauza por caminos de superación bajo el
amparo de las nuevas instituciones del Estado.

La institucionalidad alcanzada por México otorga al coope-
rativismo importancia suficiente, al reconocer a este meca-
nismo de la economía como un instrumento coadyuvante
en la superación de necesidades sociales y agente promotor
del crecimiento económico con sentido de justicia social.

En favor del amparo institucional de este mecanismo de
productividad económica y garante del bienestar social, es
promulgada en 1994 la Ley General de Sociedades Coope-
rativas, que define a este concepto como una forma de or-
ganización social integrada por personas físicas con base en
intereses comunes y en los principios de solidaridad, es-
fuerzo propio y ayuda mutua, con el propósito de satisfacer
necesidades individuales y colectivas, a través de la reali-
zación de actividades económicas de producción, distribu-
ción y consumo de bienes y servicios.

Por su objeto, se clasifican en sociedades de consumidores,
cuyos miembros se asocian para obtener en común artícu-
los, bienes y servicios para ellos, sus hogares o sus activi-
dades de producción y pueden realizar operaciones con el
público, siempre que se permita a estos consumidores afi-
liarse a la sociedad de que se trate.

Asimismo, en sociedades cooperativas de productores, cu-
yos miembros se asocian para trabajar en común en la pro-
ducción de bienes, de servicios o de ambos, aportando su
trabajo personal, físico o intelectual. Estas sociedades pue-
den almacenar, conservar, transportar o comercializar sus
productos.

Por su categoría, se clasifican en sociedades cooperativas
ordinarias, las más comunes, en cuya modalidad requieren
sólo de su constitución legal, así como en sociedades coo-
perativas de participación estatal, definidas como aquellas
que se asocian con autoridades federales, estatales o muni-
cipales para la explotación de unidades productoras o de
servicios públicos, dados en administración, o para finan-
ciar proyectos de desarrollo económico a niveles local, re-
gional o nacional.

Sus modalidades son de trabajo asociado, de enseñanza de
trabajo asociado, de iniciativa social, de servicios, de trans-
portistas, agrarias, de explotación comunitaria de la tierra,
de consumidores y usuarios, de servicios sociales, de vi-
vienda, de crédito, de seguros, sanitarias, escolares y mix-
tas.
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Respecto a la operatividad de las sociedades cooperativas,
la ley en referencia establece de forma genérica que las ba-
ses constitutivas de cada una de estas organizaciones deter-
minarán deberes, derechos, aportaciones, causas de exclu-
sión de socios y otros requisitos a los cuales se ajusta la
conformación de las mismas.

Es decir, la legislación no es específica en cuanto a requisi-
tos a cubrir para ser socios y tampoco establece en el capí-
tulo correspondiente cuales son los derechos y obligaciones
de los mismos.

Resulta entonces necesario establecer en la ley la normati-
vidad al respecto, de tal suerte que se fortalezcan disposi-
ciones en favor de un mayor compromiso para y con el tra-
bajo de las sociedades cooperativas, que implique el
progreso de la propia organización.

Ahora bien y en cuanto al razonamiento que en lo particu-
lar motiva la presente iniciativa, es preciso subrayar que pa-
ra una adecuada administración en el aprovechamiento de
los recursos pesqueros, se requiere exista un mejor ordena-
miento del esfuerzo, que en el caso de la pesca ribereña
ocurre básicamente en forma de sociedades cooperativas.

La ley dispone al respecto que para integrar cooperativas de
este tipo, se requiere un mínimo de cinco socios, lo cual ha
derivado en un aumento en el número de estas organizacio-
nes, generando en consecuencia un inadecuado seguimien-
to y debido ordenamiento de las mismas.

A causa precisamente de esta situación, han surgido en gran
cantidad y son contratados trabajadores asalariados al ser-
vicio de un grupo reducido de particulares agrupados en co-
operativas, generándose así la sobreexplotación de pesca-
dores.

Esta práctica contraviene el espíritu que da vida y sustento
a la esencia doctrinaria del cooperativismo, que es la apor-
tación personal del trabajo para un beneficio colectivo, más
nunca la explotación de la mano de obra de aquellos traba-
jadores, cuyo esfuerzo sirve para el beneficio de unos cuan-
tos.

Como un elemento más que sirve para ilustrar irregulares
situaciones que ocurren en el sector cooperativista de pro-
ducción pesquera, vale observar que algunas organizacio-
nes integradas con el mínimo de socios que la ley precep-
túa, disponen de igual número de permisos de operación
que aquellas conformadas por un mayor número de miem-

bros, lo cual constituye una asimetría en perjuicio de los
propios pescadores.

La desproporción entre la cantidad de permisos otorgados
por igual a sociedades cooperativas de producción pesque-
ra integradas con un mínimo de socios, frente a aquellas or-
ganizaciones de este tipo conformadas por un número ma-
yor, afecta y mucho, al objeto social que da sustento al
cooperativismo.

De cara a esta situación y procurando revertir consecuen-
cias que van en perjuicio del sector pesquero, la presente
iniciativa propone adicionar una fracción al artículo 11 de
la Ley General de Sociedades Cooperativas, a fin de elevar
el número mínimo de socios para integrar una sociedad co-
operativa de producción pesquera, como una medida legal
necesaria que venga a promover la constitución de agrupa-
ciones de este tipo con verdadera vocación pesquera y un
mejor seguimiento a la operación de las mismas, en favor
de un óptimo ordenamiento de la actividad pesquera en ge-
neral.

Se propone adicionar asimismo dos artículos al capítulo V
de este ordenamiento, en el ánimo de que ello se traduzca
en pro del sustento y desarrollo de las sociedades coopera-
tivas. 

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de es-
te pleno de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, el siguiente proyecto de

Decreto que adiciona una fracción sexta al artículo 11 y
adiciona los artículos 64 Bis y 64 Bis 1 a la Ley General
de Sociedades Cooperativas

Artículo Primero. Se adiciona una fracción sexta al ar-
tículo 11 de la Ley General de Sociedades Cooperativas,
para quedar como sigue:

Artículo 11. En la constitución de las Sociedades Coopera-
tivas se observará lo siguiente:

I. a IV. …

V. Se integrarán con un mínimo de cinco socios, con ex-
cepción de aquellas a que se refiere la fracción VI de
este artículo y el artículo 33 Bis de esta ley; y 

VI. Las Sociedades Cooperativas de Producción Pes-
quera se constituirán con un mínimo de 25 socios.



Artículo Segundo. Se adiciona el artículo 64 Bis a la Ley
General de Sociedades Cooperativas, para quedar como si-
gue:

Artículo 64 Bis. Para ser socio de la sociedad cooperativa,
se requiere:

I. Ser residente en el domicilio social de la sociedad co-
operativa y/o donde se lleva a cabo el trabajo personal
para cumplir el objeto social;

II. No pertenecer a ninguna otra sociedad cooperativa
que desarrolle actividades similares;

III. Aportar de forma regular y permanente su trabajo
personal en las actividades que constituyen el objeto so-
cial de la sociedad cooperativa;

IV. Suscribir al menos un certificado de aportación de
cuotas a la sociedad cooperativa, y

V. Satisfacer los demás requisitos que señale al efecto
esta ley y los estatutos constitutivos de las sociedades
cooperativas.

Artículo Tercero. Se adiciona el artículo 64 Bis 1 a la Ley
General de Sociedades Cooperativas, para quedar como si-
gue:

Artículo 64 Bis 1. Son derechos y obligaciones de los so-
cios de la sociedad cooperativa, los siguientes:

I. Entregar a la sociedad cooperativa la totalidad de su
producción individual;

II. Liquidar el valor del certificado de aportación que
suscriban y responder con los mismos de todas las ope-
raciones y obligaciones contraídas por la sociedad coo-
perativa;

III. Concurrir a las asambleas generales ordinarias y ex-
traordinarias y ejercitar en ellas, invariablemente el de-
recho de voto;

IV. Cuidar de la conservación de los bienes de la socie-
dad cooperativa;

V. Tener un solo voto, sea cual fuere el número de certi-
ficados de aportación que hubiera suscrito;

VI. Formar parte del Consejo de Administración, del de
Vigilancia y demás órganos y comisiones de la sociedad
cooperativa;

VII. Desempeñar los cargos, puestos y comisiones que
le encomiende la Asamblea General y demás órganos y
comisiones de la sociedad cooperativa;

VIII. Solicitar y obtener de los Consejos de Administra-
ción y de Vigilancia, así como de las comisiones espe-
ciales y de los gerentes, toda clase de informes respecto
a las actividades y operaciones de la sociedad cooperati-
va;

IX. Percibir la parte proporcional que les corresponde en
anticipos y rendimientos, en los términos que determi-
nen las bases constitutivas de la sociedad cooperativa; y

X. Cumplir con las demás obligaciones contenidas en
esta ley, las bases constitutivas, los reglamentos interio-
res que pongan en vigor y los acuerdos de las asamble-
as generales de la sociedad cooperativa.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de septiembre de
2014.— Diputados: Alfonso Inzunza Montoya, María del Rocío Coro-
na Nakamura, Dulce María Muñiz Martínez, Angelina Carreño Mija-
res, Gabriel Gómez Michel (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Fomento Cooperativo y Eco-
nomía Social, para dictamen.

LEY ORGANICA DE LAADMINISTRACION PUBLICA
FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 35 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, a cargo del diputado Al-
fonso Inzunza Montoya, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, diputado Alfonso Inzunza Montoya, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional a la LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo establecido en el artículo 71, fracción
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II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como en los artículos 6o., numeral 1, fracción I,
77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a la consideración de esta honorable asam-
blea, la presente Iniciativa con proyecto de decreto que adi-
ciona diversas disposiciones a la fracción XXI del artículo
35 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, con el propósito de establecer el término acuícola en es-
te ordenamiento, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El programa “Un México Incluyente” contenido en el Plan
Nacional de Desarrollo 2013-2018 del gobierno de la Re-
pública, “propone enfocar la acción del Estado en garanti-
zar el ejercicio de los derechos sociales y cerrar las brechas
de desigualdad social que aún nos dividen. El objetivo es
que el país se integre por una sociedad con equidad, cohe-
sión social e igualdad sustantiva”.

Dispone asimismo que “esto implica hacer efectivo el ejer-
cicio de los derechos sociales de todos los mexicanos, a tra-
vés del acceso a servicios básicos, agua potable, drenaje,
saneamiento, electricidad, seguridad social, educación, ali-
mentación y vivienda digna, como base de un capital hu-
mano que les permita desarrollarse plenamente como indi-
viduos”.

Precisa además que “al igual que en el resto de las Metas
Nacionales, las políticas contenidas en México Incluyente
no están diseñadas de manera aislada. Estas acciones se
complementan con las políticas de seguridad, impartición
de justicia, educación y fomento económico, que forman
parte de las demás metas del presente Plan, así como con
las Estrategias Transversales propuestas”.

En tanto, el Programa Sectorial de Desarrollo Agropecua-
rio, Pesquero y Alimentario de la presente administración
federal, que entró en vigor el 13 de diciembre de 2013, re-
fiere puntualmente “que la meta nacional México incluyen-
te constituye una prioridad transversal en todos sus progra-
mas, y tiene por objeto, entre otros, alcanzar una sociedad
con equidad, cohesión social e igualdad de oportunidades”.

En uno de sus apartados, este programa puntualiza que “la
nueva visión de la pesca y la acuacultura es desarrollar un
subsector productivo, competitivo y sustentable, que con-
tribuya a la seguridad alimentaria, a través de ofrecer ali-
mentos de alto valor nutricional de calidad y a precios ac-
cesibles”.

Subraya también que “la pesca y la acuacultura son activi-
dades con un importante potencial de crecimiento que po-
sibilitan el desarrollo regional del país, a través del impul-
so de actividades sustentables, para lo cual es indispensable
contar con esquemas de financiamiento, acordes a las nece-
sidades del subsector”.

Cita que “el extenso litoral de nuestro país guarda una ri-
queza especial por la abundancia y calidad de las especies
marinas que la habitan y que son aprovechadas para el con-
sumo humano”. Igualmente que “los pescados y mariscos
proveen de proteína de origen animal de gran calidad con
múltiples especies accesibles para la población, por su pre-
cio, sin embrago, no ha sido suficientemente aprovechada
como fuente estratégica de alimentos, por lo que se pondrá
especial énfasis en la promoción del consumo de especies
marinas baratas y altamente nutritivas, de manera priorita-
ria por la población rural con mayores necesidades”.

De forma asertiva, expone que “en nuestro país, la captura
se robustecerá con enfoque sustentable, es decir, bajo crite-
rios de veda y artes de pesca cada vez más selectivas que
garantizan la conservación de los recursos, respondiendo a
criterios científicos y a un sólido marco jurídico nacional e
internacional, con base en los cuales la Secretaría pública;
entre otros, los acuerdos de inicio y levantamiento de vedas
en el Diario Oficial de la Federación, así como otras im-
portantes medidas de manejo pesquero y acuícola”.

Abunda que “la prioridad más significativa estriba en la
contribución de la pesca al desarrollo sostenible; esto es,
satisfacer las necesidades de la generación actual, sin poner
en peligro el bienestar de las generaciones futuras”.

Enfatiza asimismo que “una importante área de oportuni-
dad, se encuentra en el desarrollo de sistemas de inocuidad
eficaces y anticipatorios que cubra todos los aspectos des-
de la captura o cosecha, el procesamiento y la distribución
de los productos conforme a normas sanitarias nacionales
e internacionales, que permita penetrar más mercados
globales”.

Con el objetivo de alcanzar la nueva visión de la acuacul-
tura y la pesca, el programa en comento considera como
ejes de acción: un ordenamiento pesquero y acuícola inte-
gral, el cumplimiento y observancia normativa, el impulso
a la capitalización pesquera y acuícola, del desarrollo estra-
tégico de la acuacultura y el fomento al consumo de pro-
ductos pesqueros y acuícolas.



El apartado titulado “construyendo el nuevo rostro del cam-
po: participación y compromiso de todos los actores” del
Programa Sectorial de Desarrollo Agropecuario, Pesquero
y Alimentario, argumenta que el “sector agroalimentario y
pesquero enfrenta retos comerciales, económicos, sanita-
rios y climáticos” que suponen un entorno complejo ante el
cual “se han consolidado instancias de participación y con-
currencia que involucran a diversos actores, organizaciones
e instituciones”.

Reconoce al respecto que “la participación activa y el com-
promiso de todos los actores, es la herramienta más pode-
rosa para instrumentar de manera eficaz el cambio que re-
quiere el sector agroalimentario para construir el nuevo
rostro del campo mexicano”.

Ante los considerandos que subrayan la importancia del
subsector acuícola y pesquero, reconocida como tal en el
Programa Sectorial de Desarrollo Agropecuario, Pesque-
ro y Alimentario y por la atención que estas actividades
requieren conforme a su perfil característico, la presente
iniciativa propone incluir en la ley el término acuícola,
para diferenciarlo del pesquero, como materia de los
asuntos a cargo del despacho de la secretaría correspon-
diente.

Ello, porque en el discurso oficial se reconoce por separa-
do, aunque en conjunto como parte de un subsector, tanto a
la actividad pesquera como a la acuícola.

Aún más, la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustenta-
bles, en su artículo 4o., diferencia con toda puntualidad a
estas actividades productivas, al definir a la pesca como el
acto de extraer, capturar o recolectar, por cualquier método
o procedimiento, especies biológicas o elementos biogéni-
cos, cuyo medio de vida total, parcial o temporal, sea el
agua; y a la acuacultura como el conjunto de actividades di-
rigidas a la reproducción controlada, preengorda y engorda
de especies de la fauna y flora realizadas en instalaciones
ubicadas en aguas dulces, marinas o salobres, por medio de
técnicas de cría o cultivo, que sean susceptibles de explota-
ción comercial, ornamental o recreativa.

En consecuencia, la presente iniciativa pretende armonizar
con la legislación, aquello que desde la óptica tanto de la
práctica discusiva como desde la perspectiva del sector ofi-
cial, se tiene en cuanto a la definición de las actividades
pesqueras y acuícolas.

Vale precisar que la diferenciación de la naturaleza de las
dos actividades, estará permitiendo además que los progra-
mas oficiales de apoyo, se adecúen en forma específica pa-
ra cada una de ellas.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de es-
te pleno de la Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión, el siguiente proyecto de:

Decreto que adiciona diversas disposiciones a la frac-
ción XXI del artículo 35 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal

Artículo Único. Se reforma la fracción XXI del artículo 35
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,
para quedar como sigue:

Artículo 35. A la Secretaría de Agricultura, Ganadería, De-
sarrollo Rural, Pesca y Alimentación corresponde el despa-
cho de los siguientes asuntos:

I. a XX. …

XXI. Fomentar las actividades pesquera y acuícola a
través de una entidad pública que tendrá a su cargo las
siguientes atribuciones:

a) Realizar directamente y autorizar conforme a la
ley, lo referente a pesca y acuacultura; así como es-
tablecer viveros, criaderos y reservas de especies
acuáticas; 

b) Promover, fomentar y asesor técnicamente la in-
dustrialización y comercialización de los productos
pesqueros y acuícolas en todos sus aspectos, en co-
ordinación con las dependencias competentes;

c) Estudiar, proyectar, construir y conservar las obras
de infraestructura pesquera y de acuacultura que re-
quiere el desarrollo de los sectores pesquero y acu-
ícola, con la participación de las autoridades estata-
les, municipales o de particulares;

d) Proponer a la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación la expe-
dición de las normas oficiales mexicanas que corres-
pondan a los sectores, pesquero y acuícola;

e) Regular la formación y organización de la flota
pesquera, así como las artes de pesca y acuacultura,
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proponiendo al efecto, a la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación,
las normas oficiales mexicanas que correspondan;

f) Promover la creación de las zonas portuarias y pa-
ra uso acuícola, así como su conservación y mante-
nimiento;

g) Promover, en coordinación con la Secretaría de
Economía, el consumo humano de productos pes-
queros y acuícolas, asegurar el abasto y la distribu-
ción de dichos productos y de materia prima a la in-
dustria nacional, y

XXII. Las demás que expresamente le atribuyan las le-
yes y reglamentos.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de septiembre de
2014.— Diputados: Alfonso Inzunza Montoya, María del Rocío Coro-
na Nakamura, Dulce María Muñiz Martínez, Angelina Carreño Mija-
res, Gabriel Gómez Michel (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY ORGANICA DE LAADMINISTRACION PUBLICA
FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 31 de la Ley Orgánica de
la Administración Pública Federal, a cargo del diputado
Luis Armando Córdova Díaz, del Grupo Parlamentario del
PRI

El suscrito diputado Luis Armando Córdova Díaz, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta honorable Cámara la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforma la frac-
ción XXIV y se adiciona una fracción XXXIV recorriéndo-

se la actual para pasar a ser la fracción XXXV del artículo
31 todos de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La idea de profesionalizar el ejercicio público en México es
consubstancial a la necesidad misma de institucionalizar la
labor gubernamental; por ello, no es coincidencia que haya
sido con el fin de la Revolución Mexicana de 1910 y con el
tránsito del México bronco a la vida organizada que desde
entonces se hayan dado los primeros esfuerzos por darle
continuidad a los proyectos gubernamentales a fin de que,
con independencia de la persona que ocupara un cargo pú-
blico, las políticas públicas se mantuvieran, los programas,
planes y proyectos traducidos muchos de ellos en beneficio
social, no se suspendieran o se limitaran como consecuen-
cia del estilo personal e individual de quien ejerce el cargo.

Es así, que con el nacimiento y consolidación del sistema
político mexicano y las instituciones que surgieron de éste,
que la función de gobierno dejó de ser solamente la de la
“administración y supervisión” para ser la del ejercicio ac-
tivo y por medio de hombres y mujeres que se profesiona-
lizaron en el día a día, que pasaron a formar parte de la bu-
rocracia nacional y del actuar gubernamental en todos y
cada uno de sus niveles.

Sin embargo, aunque durante muchos años el ejercicio de
la función gubernamental se daba a partir del ingreso de un
individuo desde el más bajo de los niveles jerárquicos y con
el transcurso de los años y por medio de la permanencia y
la lealtad a la institución gubernamental a la que se perte-
necía, existía la posibilidad real de ascender en los distintos
escalafones de mando para, en no pocos casos, llegar a for-
mar parte de la alta burocracia gubernamental ya sea como
director o incluso, como secretario de despacho, con el
transcurso de los años esto dejó de ser una constante y el in-
greso, promoción y ascenso de una persona dejó de darse
de esta forma.

No es coincidencia que durante la primera mitad del siglo
XX y hasta la década de los años setenta, quienes se dedi-
caban a la función gubernamental prácticamente permane-
cieran en un solo trabajo durante prácticamente toda su vi-
da laboral.

El cambio fue consecuencia de una creciente y cada vez
mayor necesidad de profesionalización por parte de quienes
aspiraban a ser la siguiente generación de servidores públi-



cos, es así que la simple práctica del ingreso, la constancia
en la permanencia en una misma institución y el conoci-
miento empírico que en su conjunto garantizaba un ascen-
so se transformó y la competencia se volvió mucho más in-
tensa. La dinámica y transformadora generación de
estudiantes universitarios de finales de los años sesenta y
principios de los setenta vio en los espacios laborales de go-
bierno, la oportunidad de desarrollo individual y en un es-
quema de competencia directa, los nuevos profesionistas
desplazaron de manera natural a quienes únicamente conta-
ban con bases empíricas de conocimiento para dar paso a
una nueva generación de funcionarios públicos.

En este sentido, cabe señalar que desde sus orígenes, varias
instituciones gubernamentales establecieron las bases de un
servicio profesional de carrera a través de la especializa-
ción de sus integrantes, ejemplo de ello son el Ejército y
Fuerza Aérea, la Marina y la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores a través de su denominado Servicio Exterior Mexi-
cano como esquema de ingreso y escalafón tanto en la ra-
ma técnica como en la diplomático consular sentando las
bases de una prestigiosa tradición en la conducción de la
Política Exterior de México.

Durante la década de los ochenta, surge por iniciativa gu-
bernamental la intención de establecer en otras dependen-
cias de gobierno un esquema de ingreso con orientación a
resultados, con pocos y aislados resultados; sin embargo, la
cada vez mayor necesidad de profesionalizar la función pú-
blica y con el ingreso de nuestro país a un esquema de com-
petencia en un mundo globalizado, los ciudadanos tuvieron
la oportunidad de conocer e informarse de las maneras en
las que se ejercía en otras regiones la función pública lo que
enriqueció su espíritu crítico y sentó las bases de una ciu-
dadanía que exigía resultados con cada vez mayor intensi-
dad a sus gobernantes.

Es con el gobierno del presidente Ernesto Zedillo con quien
se sientan las bases iniciales de una profesionalización ge-
neral en toda la administración pública a través de la publi-
cación de acuerdos y manuales de ingreso en el gobierno
federal; de manera paralela otros poderes de la Unión, co-
mo la Cámara de Diputados, establece su denominado
“Servicio Civil de Carrera Parlamentaria”, con su propia
determinación de perfiles y normatividad aplicable.

Con la entrada del nuevo mileno, el cambio de gobierno no
evitó que fuera desde las filas del Partido Revolucionario
Institucional donde surgieran las propuestas de profesiona-

lización gubernamental; en este sentido, es de destacar la
Iniciativa de Ley del Servicio Profesional de Carrera en la
Administración Pública Federal presentada durante la
LVIII Legislatura por el senador Carlos Rojas Gutiérrez del
Partido Revolucionario Institucional, la cual fue dictamina-
da y aprobada durante el año 2003, antes del final de dicha
legislatura.

Con el establecimiento de todo un sistema que involucrara
el ingreso, el desarrollo, la capacitación, la profesionaliza-
ción, la permanencia y en su caso, la remoción de un servi-
dor público, bajo los principios rectores de igualdad de
oportunidades, equidad, igualdad, mérito en el desempeño
y vocación de servicio, las y los mexicanos que pretendan
hacer una auténtica carrera en el servicio público podrán
acceder al mismo si cumplen con los requerimientos y ne-
cesidades establecidas en la descripción y perfil del puesto
a fin de que puedan plasmar su experiencia y desarrollo
académico en el ejercicio de gobierno.

El esquema vigente del sistema de Servicio Profesional de
Carrera a través de su normatividad, a pesar de llevar en
operación casi 10 años, ha sufrido pocas modificaciones,
sólo ha sido modificada 2 ocasiones, las cuales fueron pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación, el 1 de sep-
tiembre de 2005 y el 9 de enero de 2006, respectivamente;
cabe señalar que el sistema es operado y administrado de
manera unilateral y a discreción de la Secretaría de la Fun-
ción Pública.

La necesidad de adecuar las estructuras de funcionamiento
del Servicio Profesional de Carrera en la administración
pública federal, traen como consecuencia una serie de re-
formas –aún pendientes– en donde el sistema sea adminis-
trado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, ante
la inminente y necesaria desaparición de la Secretaría de la
Función Pública y la creación de la denominada Comisión
Nacional Anticorrupción.

Por ello, se vuelve necesario modificar la administración
pública federal para adecuarse a los nuevos tiempos; en es-
te sentido es de destacar que una de las principales defi-
ciencias del sistema del Servicio Profesional de Carrera es
la falta de transparencia en los procesos de ingreso y en la
duplicidad que en su momento generó la operación-super-
visión-sanción de la Secretaría de la Función Pública quien
no solamente administraba las bases informáticas de opera-
ción del sistema sino también integraba los comités de se-
lección, emitía un voto en los mismos para decidir quién
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obtenía una plaza en el gobierno y al mismo tiempo era ar-
bitro al ser supervisor de los procesos a través de sus Órga-
nos Internos de Control.

Por ello, aunque es importante que el sistema se mantenga
administrado por una dependencia de la administración pú-
blica centralizada, en este caso, la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, la definición de los perfiles de los puestos
y los contenidos de los exámenes técnicos y de conoci-
mientos deberán ser realizados por un instituto cuya labor
sea únicamente la del diseño de las reglas del juego y de los
tramos definidos por los perfiles para que la Secretaría de
Hacienda sea la que administre el sistema y se coordine con
los contralores de las dependencias, únicamente para fines
de supervisión.

Cabe señalar que crear un instituto del Servicio Profesional
de Carrera dependiente de la Secretaría de Hacienda no es
ocioso ni oneroso, en primer término, porque se aprove-
chará parte de la estructura que ya desempeña esa función
junto con la que se encuentra en fase de traslado de la Fun-
ción Pública; en segundo término porque se encargará de
diseñar sus propios tramos de operación y manteniendo un
grado de autonomía limitado, podrá contar con la opinión
de expertos y especialistas en el diseño de los perfiles de los
puestos y en el contenido de los exámenes de conocimien-
tos técnicos, base fundamental del ingreso de personal a las
dependencias que ya implementan el Servicio Profesional
de Carrera.

Finalmente, con el establecimiento del Instituto del Servi-
cio Profesional de Carrera en la Administración Pública Fe-
deral, se da un paso fundamental en el esquema de profe-
sionalización de la función gubernamental en México, al
tiempo que se consolida un sistema que permanecerá con el
transcurso del tiempo y que es consecuencia de la vida de-
mocrática de toda la nación.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta H. Cámara de Diputados el siguiente:

Proyecto de Decreto

Único. Se reforma la fracción XXIV y se adiciona una
fracción XXXIV recorriéndose la actual para pasar a ser la
fracción XXXV, del Artículo 31 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal para quedar como sigue:

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

Artículo 31. A la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. a XXIII. ...

XXIV. Conducir, a través del Instituto del Servicio
Profesional de Carrera, las políticas, establecer las
normas y emitir las autorizaciones y criterios correspon-
dientes en materia de planeación y administración de re-
cursos humanos, contratación y remuneraciones del per-
sonal, Servicio Profesional de Carrera en la
Administración Pública Federal, estructuras orgánicas y
ocupacionales, y ejercer el control presupuestario de los
servicios personales, con las respectivas normas de con-
trol de gasto en ese rubro;

XXV. a XXXIII. ...

XXXIV. Coordinará al Instituto del Servicio Profe-
sional de Carrera en la Administración Pública Fe-
deral el cual, ejercerá las funciones que competan a
la Secretaría en la legislación respectiva así como de-
signar a su Titular y establecer la reglamentación co-
rrespondiente a la conducción del Sistema.

La autorización en el diseño de los Perfiles de Pues-
tos de las plazas del Servicio Profesional de Carrera
en la Administración Pública Federal estará a cargo
de la Secretaría a través del Instituto del Servicio
Profesional de Carrera; y

XXXV. Los demás que le atribuyan expresamente las le-
yes y reglamentos.

Transitorios

Primero. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Tercero. Los asuntos que con motivo de las reformas con-
tenidas en el presente decreto competan a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público por mandato de la Ley del Ser-
vicio Profesional de Carrera en la Administración Pública
Federal, estarán a cargo del Instituto del Servicio Profesio-
nal de Carrera en la Administración Pública Federal.



Cuarto. El personal adscrito a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público cuya función sea la de aplicar el Sistema
del Servicio Profesional de Carrera, pasará a formar parte
del Instituto, así como su mobiliario, vehículos, instrumen-
tos, aparatos, maquinaria, archivos y, en general, el equipo
que la dependencia haya utilizado para la atención de los
asuntos a su cargo y de ninguna manera resultará afectado
en sus derechos laborales adquiridos en virtud de su rela-
ción laboral con la administración pública federal.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Di-
putados del Honorable Congreso de la Unión, a los 23 días del mes de
septiembre de 2014.— Diputados: Luis Armando Córdova Díaz, Dulce
María Muñiz Martínez (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 225 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Elvia María Pérez Escalante,
del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita Elvia María Pérez Escalante, diputada a la LXII
Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucio-
nal, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, somete a la consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 225 de la Ley General de Salud, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema

El derecho a la salud se encuentra consagrado en la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su
artículo 4o., precisando que toda persona tiene derecho a la
protección de la salud.

En los hechos, podemos decir que para garantizar el dere-
cho a la protección de la salud resulta necesaria la actuación
corresponsable de los diversos órdenes de gobierno y la so-
ciedad en general.

Se trata de un bien jurídico social y legalmente tutelado que
atiende a principios de justicia social.

Mayor importancia y trascendencia cobra la protección le-
gal al derecho a la salud, cuando se trata de grupos vulne-
rables de la población como lo son las personas afectadas
por ceguera o debilidad visual, que constituyen a la pobla-
ción objeto de esta iniciativa.

La ceguera, la debilidad visual y la pérdida parcial o tem-
poral de la visión en el ser humano son problemas de salud
que requieren ser atendidos desde los diversos enfoques
que presenta esa problemática social.

Para este grupo vulnerable de población, el sistema braille
es una muy valiosa ayuda, porque fue pensado e inventado
como sistema de lectura y escritura táctil para personas cie-
gas, lo que aplicado a la identificación personal de los me-
dicamentos es de invaluable importancia.

Por ello considero que una reforma a la ley puede contribuir
a una mejor calidad de vida para miles de personas que pa-
decen de ceguera o debilidad visual en cuestiones tan im-
portantes como el cuidado y protección de su salud.

En este orden de ideas, el propósito de esta iniciativa es que
en el ejercicio de la obligación legal del derecho a la pro-
tección de la salud, se establezca en la norma que en todos
los envases y embalajes de los medicamentos se inserte la
denominación distintiva, la denominación genérica, el gra-
maje, la dosis y la fecha de caducidad en sistema Braille, a
fin de que las personas que carecen del sentido de la vista y
los débiles visuales, puedan identificar fácilmente y sin
riesgos sus medicamentos, garantizándose para este sector
vulnerable de la población mexicana, su derecho a la pro-
tección de la salud.

Argumentación

El tema de la identificación de los medicamentos con la uti-
lización del sistema Braille, ha sido ya tratado con diversos
enfoques por otros legisladores. En el año 2010, plantearon
reformas Miguel Martínez Peñaloza y María Sandra Ugal-
de Basaldua, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional; así como, Guillermo Cueva Sada y Carlos Alber-
to Ezeta Salcedo, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México; y, también la legisladora Marga-
rita Liborio Arrazola, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.
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Las propuestas, en síntesis se orientaron a lo siguiente: 1.
Establecer que las denominaciones genéricas y distintivas
de los medicamentos deberán estar escritas en sistema brai-
lle tanto en el envase como en el embalaje de todos los me-
dicamentos; 2. Prever que los medicamentos incluyan es-
crito de forma legible en sistema braille, la denominación
distintiva, denominación genérica, dosis y fecha de caduci-
dad para su uso y comercialización; y, 3. Establecer que en
el empaque o envase del medicamento, mediante marcas en
relieve, se incluya el nombre del mismo, la sustancia activa
en lenguaje braille, con el objetivo de que la población con
discapacidad visual cuente con mayores elementos que le
permitan una fácil identificación del medicamento.

Las iniciativas fueron objeto de dictamen por parte de la
Comisión de Salud y aprobado por el Pleno de esta Cáma-
ra de Diputados por 317 votos en pro y 1 abstención el jue-
ves 8 de diciembre del año 2011, por lo que la minuta se
turnó a la cámara de Senadores para los efectos subsi-
guientes.1

El texto del artículo vigente de la Ley General de Salud es
el siguiente:

“Artículo 225. Los medicamentos, para su uso y co-
mercialización, serán identificados por sus denomi-
naciones genérica y distintiva. La identificación ge-
nérica será obligatoria.

En la denominación distintiva no podrá incluirse cla-
ra o veladamente la composición del medicamento o
su acción terapéutica. Tampoco indicaciones en rela-
ción con enfermedades, síndromes, síntomas, ni
aquéllas que recuerden datos anatómicos o fenóme-
nos fisiológicos, excepto en vacunas y productos bio-
lógicos.

Las disposiciones reglamentarias determinarán la
forma en la que las denominaciones señaladas debe-
rán usarse en la prescripción, publicidad, etiquetado
y en cualquier otra referencia.”

El texto de la reforma aprobada en el dictamen antes citado
es el siguiente: 

“Artículo 225. Los medicamentos, para su uso y co-
mercialización, serán identificados por sus denomi-
naciones genérica y distintiva. La identificación ge-
nérica será obligatoria. Dichas denominaciones
también deberán estar escritas en sistema braille tan-

to en el envase como en el embalaje de todos los me-
dicamentos.

...

La identificación de los medicamentos incluirá escri-
to de forma legible en sistema Braille la denomina-
ción distintiva, denominación genérica, dosis y fecha
de caducidad, y las que el reglamento establezca.

...”.

Sin duda esto constituye un gran avance que aún no cobra
vigencia y que en lo personal considero que debe incorpo-
rar un elemento más para la identificación de los medica-
mentos, que tiene mucha importancia y trascendencia, co-
mo lo es el llamado gramaje, que no es otra cosa que la
especificación que en lo general se expresa miligramos,
respecto de los medicamentos.

Un ejemplo sencillo y real, considero puede servir para ubi-
car con facilidad la importancia de este elemento distintivo:
los medicamentos antihipertensivos con el elemento activo
denominado “Temisartán”, se ofertan en presentaciones de
40 y 80 miligramos, siendo de efecto nocivo y riesgoso pa-
ra cualquier persona la ingestión de una tableta de 80 mili-
gramos, si la indicada y correcta es la de 40 miligramos.

Es por ello, que creemos debe ser considerado el denomi-
nado gramaje en la identificación con sistema Braille de los
envases y embalajes de los medicamentos, a fin de garanti-
zar a las personas ciegas y débiles visuales la protección a
su derecho a la salud.

En este orden de ideas, la reforma al artículo 225 de la Ley
General de Salud considero y propongo que debe quedar
como sigue:

Artículo 225. Los medicamentos, para su uso y co-
mercialización, serán identificados por sus denomi-
naciones genérica y distintiva. La identificación ge-
nérica será obligatoria. Dichas denominaciones
también deberán estar escritas en sistema braille tan-
to en el envase como en el embalaje de todos los me-
dicamentos.

...

La identificación de los medicamentos incluirá escri-
to de forma legible en sistema Braille la denomina-



ción distintiva, denominación genérica, gramaje, do-
sis y fecha de caducidad, y las que el reglamento es-
tablezca.

...

El sistema braille es un alfabeto que aplicado a la identifi-
cación de los medicamentos se convierte en un elemento de
protección al derecho a la salud para este importante sector
de la población.

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos
de los Hogares 2012, reporta el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (Inegi), que el 6.6% dijo padecer algún
tipo de discapacidad; que en el 19% de los hogares vive al
menos una apersona con discapacidad; y, que ese porcenta-
je de población presentó discapacidad para realizar al me-
nos una de las actividades como: caminar, ver, escuchar,
hablar o comunicarse, poner atención o aprender, atender el
cuidado personal y mental.2

La ceguera o debilidad visual, desde el año 2005, fue con-
siderada por el Inegi como la segunda causa de discapaci-
dad en nuestro país.

Ahora bien, con relación a los medicamentos, esta pobla-
ción carece de la posibilidad de reconocerlos por carecer en
su etiquetado de los elementos necesarios para identificar-
los en forma personal.

Considero que esta problemática debe verse desde el punto
de vista del respeto a los derechos humanos y del derecho
a la protección de la salud para personas ciegas o débiles vi-
suales y que es necesario garantizarles en la compra y uti-
lización de medicamentos facilidades para su reconoci-
miento a través de mecanismos a su alcance como lo es el
sistema braille. Esto es muy importante, porque estarían
evitándose los riesgos de ingerir remedios o productos far-
macéuticos distintos a los indicados por los profesionales
de la medicina o aquellos ya caducos.

De alguna manera, es de reconocerse, que ya existen en
México, laboratorios que imprimen en sus cajas de medica-
mentos, el nombre del producto en sistema braille y esto es
un avance, pero no hay norma de cumplimiento obligatorio.
No está de más decir que la industria farmacéutica percibi-
ría beneficios con una mejora de esta naturaleza en el eti-
quetado de sus productos, porque el sistema braille es uni-
versal.

En el ámbito internacional es importante señalar que desde
el 30 de octubre de 2005, en la Unión Europea, las farma-
céuticas están obligadas a etiquetar con braille sus etique-
tas para las personas que padecen ceguera o debilidad vi-
sual.

En la Convención Interamericana para la Eliminación de
Todas las Formas de Discriminación contra Personas con
Discapacidad, suscrita, aprobada y ratificada por México;
se recoge el espíritu de los Derechos Humanos que han de
protegerse a las personas con discapacidad e igualmente en
la Ley General de Personas con Discapacidad vigente en
México, se prevé facilitar a las personas invidentes su inte-
gración a la sociedad y a la protección de la salud median-
te el uso de los medicamentos que la industria farmacéuti-
ca oferta, lo que realmente se les facilitará con el uso del
sistema Braille en los envases y los embalajes.

En lo personal estoy convencida de que todo esto es de una
muy importante y trascendente mejora y apoyo en benefi-
cio de las personas que padecen ceguera y de todas aquellas
personas que presentan algún grado de debilidad visual, in-
cluyendo desde luego a las personas adultas mayores con
esos padecimientos.

No omito manifestar que esta iniciativa no tiene impacto
presupuestario toda vez que no deriva en la realización de
nuevas funciones, ni en la creación de nuevas estructuras
orgánico administrativas, ni tampoco la ampliación de la
oferta de bienes o servicios públicos, por lo que no requie-
re de recursos adicionales para su cumplimiento.

Por todo lo antes expuesto y considerando que el gobierno
de la República tiene la obligación constitucional de prote-
ger la salud de los mexicanos, que incluye la acción de fa-
cilitar la coexistencia de los diferentes sectores de la socie-
dad y con mayor razón de quienes se encuentran en
situación adversa ante la vida, es por lo que respetuosa-
mente solicito que se apruebe la presente iniciativa para
que en todos los envases y embalajes de los medicamentos
se inserte la denominación distintiva, la denominación ge-
nérica, el gramaje, la dosis y la fecha de caducidad en sis-
tema braille, a fin de que las personas que carecen del sen-
tido de la vista y los débiles visuales, puedan identificar con
seguridad y fácilmente sus medicamentos.
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Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
esta honorable asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 225 de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 225. Los medicamentos, para su uso y comer-
cialización, serán identificados por sus denominaciones
genérica y distintiva. La identificación genérica será
obligatoria. Dichas denominaciones también deberán
estar escritas en sistema braille tanto en el envase como
en el embalaje de todos los medicamentos.

...

La identificación de los medicamentos incluirá escrito
de forma legible en sistema Braille la denominación dis-
tintiva, denominación genérica, gramaje, dosis, fecha de
caducidad, y las que el reglamento establezca.

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 http://gaceta.diputados.gob.mx/Gaceta/61/2011/dic/20111208-
II.html#DecDictamen7

2 http://eleconomista.com.mx/sociedad/2013/12/03/inegi-66-pobla-
cion-tiene-discapacidad

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 23 de septiembre de 2014.— Di-
putados: Elvia María Pérez Escalante, María del Rocío Corona Naka-
mura, Rafael González Reséndiz, Marco Antonio González Valdez,
Dulce María Muñiz Martínez, Miriam Cárdenas Cantú, María Guada-
lupe Sánchez Santiago, Issa Salomón Juan Marcos, María de Lourdes
Flores Treviño, Julio  César Flemate Ramírez, Darío Badillo Ramírez,
Víctor Hugo Velasco Orozco, Dulce María Muñiz Martínez, María Elia
Cabañas Aparicio, María Fernanda Schroeder Verdugo, Martha Edith
Vitela Vera, Bárbara Gabriela Romo Fonseca, Adriana Hernández Íñi-
guez, María Esther Garza Moreno, José Luis Flores Méndez, Faustino
Félix Chávez, Celia Isabel Gauna Ruiz de León, Mariana Dunyaska
García Rojas, Julio César Lorenzini Rangel, María Elena Cano Ayala,
Brenda María Izontli Alvarado Sánchez, Aurora Benisse Ugalde Ale-
gría, Francisco González Vargas, Laura Barrera Fortoul, Felipe de Je-

sús Muñoz Kapamas, Elsa Patricia Araujo de la Torre, Rosalba de la
Cruz Requena, Amalia Dolores García Medina, Judit Magdalena Gue-
rrero López, Socorro de la Luz Quintana León, Leticia Calderón Ra-
mírez, Alma Marina Vitela Rodríguez, Sonia Catalina Mercado Galle-
gos, Alberto Curi Naime, Raquel Jiménez Cerrillo, Leonor Romero
Sevilla, José Alfredo Botello Montes, Elizabeth Vargas Martín del
Campo, Martha Leticia Sosa Govea (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por las
diputadas Rocío Adriana Abreu Artiñano y María del Car-
men García de la Cadena Romero, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

Las suscritas, Rocío Adriana Abreu Artiñano y María del
Carmen García de la Cadena Romero, diputadas a la LXII
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 3o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en materia de educación para la
salud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema

El anhelo por lograr una mejor calidad de vida para todos
los mexicanos ha sido y sigue siendo un propósito de justi-
cia social.

En esta LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión se ha hecho una muy rele-
vante labor en materia reforma educativa.

Pero, es justo reconocer que en esta materia es mucho lo
que falta por hacer porque vivimos una muy cambiante rea-



lidad que impone nuevos retos y muy diversos campos de
atención que demandan la introducción de nuevos enfoques
a la educación sobre temas diversos de la realidad que vive
la sociedad mexicana.

El México contemporáneo demanda hoy enfrentar múlti-
ples retos en todos los órdenes del quehacer colectivo coti-
diano.

Uno de los temas que llama nuestra atención lo es la ur-
gente necesidad de profundizar en el arraigo de una nueva
cultura en materia de salud que permita transformar para
bien, en el mediano plazo, los hábitos de nuestra colectivi-
dad, por la vía de la educación para la salud, pero con la
amplitud que en la actualidad se requiere.

Es por ello que consideramos importante que el tema de la
educación para la salud se encuentre considerado a nivel de
leyes secundarias y programas de estudios, pero, especial-
mente como propósito esencial del pueblo mexicano y con-
secuentemente, como política nacional del Estado mexica-
no, establecida y tutelada por la norma fundamental, siendo
éste el objeto de la presente iniciativa que se somete a la
consideración de esta soberanía.

Argumentación

En la actualidad son diversos los problemas de salud que
afectan a la población mexicana, por ejemplo los derivados
del consumo del alcohol, el tabaco y las drogas o aquellos
que tienen que ver con hábitos inadecuados de alimenta-
ción que conducen a la diabetes o la obesidad y otros más
que se manifiestan en términos de anorexia o bulimia.

En las últimas décadas el consumo de alcohol, de tabaco y
otras drogas ha ido en aumento, sobre todo de las drogas de
todo tipo, de ahí la preocupación que permea en todos los
estratos sociales; de docencia e investigación; y, en los tres
niveles de gobierno.

Mayor preocupación nos genera cuando hablamos de los
riesgos a que está expuesta la población desde la niñez y so-
bre todo en la adolescencia, porque a esa edad carecen de
la capacidad necesaria para ponderar el mal que trae apare-
jado el consumo eventual y la posterior adicción.

Diversos tratadistas e interesados en el tema de la educa-
ción para la salud han abordado y diagnosticado esta pro-
blemática desde diferentes puntos de vista y en especial
desde las conductas sociales que conducen la niñez y la

adolescencia hacia todas estas conductas y hábitos nocivos
para la salud.

Así por ejemplo, se afirma que los adolescentes general-
mente tratan de imitar a sus iguales; que tratan de ser como
los demás, sin que resulte importante distinguir cuando es
perjudicial la conducta que tengan que asumir.

Poco o nada importa si tienen que aprender a fumar, a in-
gerir bebidas con alcohol o consumir drogas, con el propó-
sito de sentirse parte o dentro del grupo más cercano a su
entorno de convivencia.

Estamos hablando de la salud de los ciudadanos del futuro
en nuestra sociedad.

Desafortunadamente tenemos que reconocer que el consu-
mo de alcohol, tabaco y otras drogas empieza a edad cada
vez más temprana, lo cual es alarmante y que requiere de
atención especializada, pero sobre todo de prevención.

Otro problema preocupante en materia de salud que aqueja
a la población mexicana es la mala alimentación que con-
duce al sobrepeso y la obesidad.

En la niñez y la adolescencia se advierte con claridad que
generalmente acuden a los centros de educación con una
inadecuada alimentación que lejos de corregir, se ve que
consumen alimentos que en poco o nada contribuyen a su
salud.

Es por eso que hoy en día, uno de cada cuatro niños pre-
senta sobrepeso u obesidad, a lo que contribuye el sedenta-
rismo originado por la adicción a los videojuegos y en ge-
neral al mundo de la computación y el Internet.

Otro resultado directo de la mala alimentación, el sobrepe-
so y la obesidad es la tendencia de los adolescentes, en es-
pecial de las niñas y las adolescentes, a dejar de comer pa-
ra convertirse en personas atractivas y con éxito entre sus
pares, sus amistades y sus grupos sociales.

A las jovencitas exageradamente delgadas se les asume co-
mo ejemplo de chicas guapas, bellas y con éxito, lo que lle-
va a las adolescentes a imitarlas y a convertirse en anoréxi-
cas y bulímicas.

Esto se ha convertido en una especie de epidemia que se ha
presentado en la actualidad y que viene afectando de ma-
nera muy preocupante a estos estratos sociales.
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Por eso consideramos que es necesario enfatizar que en la
actualidad la educación para la salud es indispensable.

Esto es así porque el agitado ritmo de vida de hoy hace que
no le dispensemos la atención que merece la alimentación
para nuestra salud.

La publicidad, desafortunadamente, lejos de ayudar al de-
sarrollo saludable, influye negativamente.

El aspecto físico en nuestra cultura está llevando a muchos
adolescentes y jóvenes a poner sus vidas en peligro olvi-
dando que son muchos otros los aspectos esenciales de la
personalidad como son la inteligencia, la capacidad, la cul-
tura, etcétera, que con otros principios y valores parecen ya
no estar de moda en el contexto social.

Los niños y los adolescentes son, por sus características, los
más vulnerables. Carecen de un sentido crítico que les per-
mita distinguir lo que es realmente valioso e importante,
porque su personalidad no está lo suficientemente definida.

Es por ello que hablar de Educación para la Salud es hablar
de una manera especial de concebir la labor docente.

Es decir, concebir a la educación para la salud como una
herramienta útil para que los niños y los adolescentes lle-
guen a ser personas preocupadas por su salud física y men-
tal; interesadas por su bienestar emocional; conscientes de
que la buena alimentación es parte fundamental en la vida
de toda persona; y, sin prejuicios sociales, reflexivos y con
sentido crítico suficiente para distinguir y encontrar lo real-
mente valioso.

La escuela, afortunadamente, es un espacio efectivo para
desarrollar una cultura en materia de salud, ya que dispone
de espacios, tiempo, grupos de iguales reunidos y personal
docente capacitado en materia de educación para la salud.

Es necesario velar por el refuerzo y la ampliación de com-
portamientos y hábitos saludables; prevenir el tabaquismo,
alcoholismo y la drogadicción; reforzar las políticas públi-
cas de protección y prevención para la salud; dar ejemplo
de vida saludable; detectar en los niños y adolescentes con-
ductas relacionadas con el alcohol, el tabaquismo, las dro-
gas, el sobrepeso, la obesidad, la anorexia, la bulimia e in-
formar a los padres; en suma, fomentar en los niños y
adolescentes la autoestima, la capacidad y la personalidad
suficiente y definida, para que sean ellos mismos los que se
alejen las prácticas nocivas y protejan a sus semejantes.

En este espacio legislativo es claro el compromiso social de
trabajar en beneficio de la niñez, la adolescencia y la ju-
ventud mexicana, conscientes de que la formación y la edu-
cación desde esa etapa de la vida garantiza en el futuro la
existencia de mejores entes sociales.

El artículo 4o. constitucional tutela el derecho a la protec-
ción de la salud.

Por su parte la Ley General de Salud, en su artículo 3o.,
fracción XI, precisa que es materia de salubridad general la
educación para la salud, lo que sin duda tiene una mayor
importancia si se le concibe desde la perspectiva de lograr
su arraigo desde la temprana edad.

El artículo 27, fracción I, de este ordenamiento legal, dis-
pone que para los efectos del derecho a la protección de la
salud, se consideran servicios básicos de salud, entre otros,
los referentes a la educación para la salud.

En tanto que el artículo 111, en su fracción I, establece con
precisión que la promoción de la salud comprende la edu-
cación para la salud.

Este tema tan importante se encuentra regulado por el capí-
tulo II del título séptimo de la Ley General de Salud con el
rubro Educación para la Salud, cuyos artículos 112 y 113
establecen:

“Artículo 112. La educación para la salud tiene por ob-
jeto:

I. Fomentar en la población el desarrollo de actitudes y
conductas que le permitan participar en la prevención de
enfermedades individuales, colectivas y accidentes, y
protegerse de los riesgos que pongan en peligro su salud;

II. Proporcionar a la población los conocimientos sobre
las causas de las enfermedades y de los daños provoca-
dos por los efectos nocivos del ambiente en la salud, y

III. Orientar y capacitar a la población preferentemente
en materia de nutrición, salud mental, salud bucal, edu-
cación sexual, planificación familiar, cuidados paliati-
vos, riesgos de automedicación, prevención de farmaco-
dependencia, salud ocupacional, salud visual, salud
auditiva, uso adecuado de los servicios de salud, pre-
vención de accidentes, prevención de la discapacidad y
rehabilitación de las personas con discapacidad y detec-
ción oportuna de enfermedades.”
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Artículo 113. La Secretaría de Salud, en coordinación con
la Secretaría de Educación Pública y los gobiernos de las
entidades federativas, y con la colaboración de las depen-
dencias y entidades del sector salud, formulará, propondrá
y desarrollará programas de educación para la salud, pro-
curando optimizar los recursos y alcanzar una cobertura to-
tal de la población.

Tratándose de las comunidades indígenas, los programas a
los que se refiere el párrafo anterior, deberán difundirse en
español y la lengua o lenguas indígenas que correspondan.”

En este orden de ideas, considero que este tema tan impor-
tante no sólo debe estar contemplado desde el enfoque de la
salud; sino que, también debe estar contemplado desde la
perspectiva de la educación.

El artículo 3o. constitucional no hace alusión expresa a la
educación para la salud; es decir, no contempla la educa-
ción para la salud. En su parte relativa textualmente dice:

“Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir
educación. …”

“La educación que imparta el estado tenderá a desarro-
llar armónicamente todas las facultades del ser humano
y fomentará en él, a la vez, el amor a la patria, el respe-
to a los derechos humanos y la conciencia de la solida-
ridad internacional, en la independencia y en la justicia.
…”.

En su texto completo, el artículo 3o. constitucional, tampo-
co hace alusión a la salud.

Pero no podemos soslayar que el artículo 3o. constitucional
establece que la educación que imparta el estado tenderá a
desarrollar armónicamente todas las facultades del ser hu-
mano y por tanto, es ineludible contemplar el tema de la
educación para la salud, porque en la Ley General de Edu-
cación, en el tema de la salud, sólo prevé crear conciencia
sobre la preservación de la salud.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) define la ca-
lidad de vida como la percepción que un individuo tiene de
su lugar en la existencia, en el contexto de la cultura y del
sistema de valores en los que vive y en relación con sus ob-
jetivos, sus expectativas, sus normas, sus inquietudes.

La Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM)
define la educación para la salud, como un proceso que

aborda no solamente la transmisión de la información en
salud, sino también el fomento de la motivación, las habili-
dades personales y el autoestima necesarios para adoptar
medidas destinadas a mejorar la salud, en ello se incluye la
información que se refiere a los factores de riesgo y com-
portamientos de riesgo, así como su contraparte la promo-
ción de la salud.

La Ley General de Educación en su artículo 7o. establece:

“Artículo 7o. La educación que impartan el estado, sus
organismos descentralizados y los particulares con auto-
rización o con reconocimiento de validez oficial de es-
tudios tendrá, además de los fines establecidos en el se-
gundo párrafo del artículo 3o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, los siguientes:

I. Contribuir al desarrollo integral del individuo, para
que ejerza plena y responsablemente sus capacidades
humanas;

II. Favorecer el desarrollo de facultades para adquirir co-
nocimientos, así como la capacidad de observación, aná-
lisis y reflexión críticos;

III. Fortalecer la conciencia de la nacionalidad y de la
soberanía, el aprecio por la historia, los símbolos patrios
y las instituciones nacionales, así como la valoración de
las tradiciones y particularidades culturales de las diver-
sas regiones del país;

IV. Promover mediante la enseñanza el conocimiento de
la pluralidad lingüística de la nación y el respeto a los
derechos lingüísticos de los pueblos indígenas.

Los hablantes de lenguas indígenas, tendrán acceso a la
educación obligatoria en su propia lengua y español.

V. Infundir el conocimiento y la práctica de la democra-
cia como la forma de gobierno y convivencia que per-
mite a todos participar en la toma de decisiones al mejo-
ramiento de la sociedad;

VI. Promover el valor de la justicia, de la observancia de
la Ley y de la igualdad de los individuos ante ésta, pro-
piciar la cultura de la legalidad, de la paz y la no violen-
cia en cualquier tipo de sus manifestaciones, así como el
conocimiento de los Derechos Humanos y el respeto a
los mismos;
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VII. Fomentar actitudes que estimulen la investigación y
la innovación científicas y tecnológicas;

VIII. Impulsar la creación artística y propiciar la adqui-
sición, el enriquecimiento y la difusión de los bienes y
valores de la cultura universal, en especial de aquéllos
que constituyen el patrimonio cultural de la nación;

IX. Fomentar la educación en materia de nutrición y es-
timular la educación física y la práctica del deporte;

X. Desarrollar actitudes solidarias en los individuos y
crear conciencia sobre la preservación de la salud, el
ejercicio responsable de la sexualidad, la planeación fa-
miliar y la paternidad responsable, sin menoscabo de la
libertad y del respeto absoluto a la dignidad humana, así
como propiciar el rechazo a los vicios y adicciones, fo-
mentando el conocimiento de sus causas, riesgos y con-
secuencias;

XI. Inculcar los conceptos y principios fundamentales
de la ciencia ambiental, el desarrollo sustentable, la pre-
vención del cambio climático, así como de la valoración
de la protección y conservación del medio ambiente co-
mo elementos esenciales para el desenvolvimiento ar-
mónico e integral del individuo y la sociedad. También
se proporcionarán los elementos básicos de protección
civil, mitigación y adaptación ante los efectos que re-
presenta el cambio climático y otros fenómenos natura-
les;

XII. Fomentar actitudes solidarias y positivas hacia el
trabajo, el ahorro y el bienestar general.

XIII. Fomentar los valores y principios del cooperativis-
mo.

XIV. Fomentar la cultura de la transparencia y la rendi-
ción de cuentas, así como el conocimiento en los edu-
candos de su derecho al acceso a la información pública
gubernamental y de las mejores prácticas para ejercerlo.

XIV Bis. Promover y fomentar la lectura y el libro.

XV. Difundir los derechos y deberes de niños, niñas y
adolescentes y las formas de protección con que cuentan
para ejercitarlos.

XVI. Realizar acciones educativas y preventivas a fin de
evitar que se cometan ilícitos en contra de menores de

dieciocho años de edad o de personas que no tengan la
capacidad de comprender el significado del hecho o pa-
ra resistirlo.”

En este orden de ideas, claro resulta que la educación para
la salud es una asignatura que ha cobrado actualidad y que
es muy importante incorporarla al contexto social y jurídi-
co nacional.

Es necesario que el tema de la educación para la salud se
encuentre considerado como un propósito esencial del pue-
blo mexicano; como una política nacional del estado, esta-
blecida y tutelada por la norma fundamental.

Es por ello que someto a la consideración de esta honora-
ble soberanía, reformar el artículo 3o. constitucional, para
establecer que la educación que imparta el estado fomenta-
rá en el ser humano la educación para la salud, fomentando
la cultura de prevención y desarrollo del ser humano para
una vida saludable.

Al efecto, considero importante precisar que el objeto y
propósito esencial de la educación para la salud es propiciar
en el ser humano el goce y disfrute de una vida saludable.

No omito manifestar que esta iniciativa no tiene impacto
presupuestario toda vez que no requiere de recursos adicio-
nales para su cumplimiento.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de es-
ta honorable asamblea la presente iniciativa con proyecto
de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona un párrafo tercero, recorrién-
dose los subsecuentes, al artículo 3o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:

Artículo 3o. …

…

La educación fomentará la cultura de prevención y de-
sarrollo del ser humano para una vida saludable.

…
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Fuentes

http://www.eumed.net/rev/cccss/05/emrc3.htm

http://www.csi-csif.es/andalucia/modules/mod_ense/revista/pdf/Nu-
mero_41/Francisca_R_Pedrosa_2.pdf

http://www.fgcasal.org/aes/docs/Calvo.pdf

http://registromodeloeducativo.sep.gob.mx/Archivo;jsessionid=e8595
0817cfdb3ab50bc2752981d?nombre=8568-EDUCACION+EN+SA-
LUD+PARA+UNA+VIDA+EN+SALUDABLE.pdf

http://html.rincondelvago.com/educacion-para-la-salud_10.html

https://www.lilly.es/PRENSA/medical/cancer/archivos/10.%20CALI-
DAD%20DE% 20VIDA.pdf

http://www.dgsm.unam.mx/web/educa.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de septiembre de 2014.— Di-
putadas: Rocío Adriana Abreu Artiñano, María del Carmen García de
la Cadena Romero (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE
LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

«Iniciativa que reforma el artículo 47 de la Ley del Institu-
to del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores,
a cargo de la diputada Socorro de la Luz Quintana León, del
Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada Socorro de la Luz Quintana Le-
ón, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional en la LXII Legislatura del Honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6o., fracción I del numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la consi-

deración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma el párrafo segundo del artícu-
lo 47 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La mujer ha sido parte preponderante en el desarrollo de la
sociedad, desde los inicios de la humanidad ha participado
en la organización de la familia, ha contribuido a las activi-
dades productivas como son la agricultura, la caza, así co-
mo en el intercambio de mercancías en beneficio del núcleo
familiar y de la comunidad. 

Sin embargo, a través de la historia, el reconocimiento al
esfuerzo y a la dedicación de las actividades desempeñadas
por las mujeres ha sido menor, lo que se traduce en la falta
de oportunidades en los aspectos económicos, políticos y
sociales.

Ante ello, se han creado diversos ordenamientos jurídicos
internacionales como son la Convención sobre la Elimina-
ción de todas las Formas de Discriminación (CEDAW), la
cual es considerada la primera carta de los derechos huma-
nos de las mujeres; así como la Convención Interamericana
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la
Mujer, que tiene como objetivo proteger los derechos de la
mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan
afectarla como son las acciones que puedan causarle daño
físico, sexual, psicológico o, incluso la muerte, tanto en el
ámbito público como en el privado. Estos instrumentos ju-
rídicos internacionales han sido ratificados y firmados por
diversas naciones, dentro de las cuales se incluye nuestro
país.

El Comité de las Naciones Unidas para la Eliminación de la
Discriminación contra la Mujer ha formulado diversas re-
comendaciones, por ejemplo en el año de 1988, emitió la
Recomendación General número 5 “Medidas especiales
temporales”, en la cual recomienda que los Estados Partes
hagan mayor uso de medidas especiales de carácter tempo-
ral como la acción positiva, el trato preferencial o los siste-
mas de cupos para que la mujer se integre en la educación,
la economía, la política y el empleo.

Los países miembros han adoptado la recomendación, lo
que ha permitido que exista un proceso que permita a las
mujeres espacios en la vida económica, política y social de
las Naciones, así como tomar decisiones informadas y ad-
quirir control sobre los recursos intelectuales y materiales,
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contribuyendo al bienestar individual y familiar, a la salud
y al desarrollo social. 

En nuestro país, la máxima Ley que nos rige establece en el
artículo 4º, párrafo segundo “El varón y la mujer son igua-
les ante la Ley”, por lo que es un mandato constitucional
impulsar la equidad de género e igualdad de derecho y
oportunidades entre hombres y mujeres.  

Además, contamos con diversos ordenamientos jurídicos
que reconocen a la mujer como titular plena de derechos y
la influencia positiva en todos los aspectos del desarrollo
del país, como son la Ley General para la Igualdad entre
Mujeres y Hombres, la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia, la Ley del Instituto Na-
cional de las Mujeres, entre otros. 

El artículo 26 de la Carta Magna, establece que habrá un
Plan Nacional de Desarrollo al que se sujetarán, obligato-
riamente, los programas de la Administración Pública Fe-
deral; asimismo la Ley de Planeación establece que corres-
ponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional, para
garantizar que éste sea integral y sustentable, para fortale-
cer la soberanía de la Nación y su régimen democrático, y
para que mediante el fomento del crecimiento económico y
el empleo, mejore la equidad social y el bienestar de las fa-
milias mexicanas.

Atendiendo este mandato, el 20 de mayo del año 2013, fue
publicado el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, el
cual contiene cinco metas nacionales, que ponen énfasis en
tres estrategias transversales que son: i) Democratizar la
Productividad, ii) Un Gobierno Cercano y Moderno y, iii)
Perspectiva de Género en todas las acciones de la actual
Administración.

En cuanto a la Estrategia Transversal de Perspectiva de Gé-
nero, considera fundamental garantizar la igualdad sustan-
tiva de oportunidades entre hombres y mujeres, por lo que
contempla la necesidad de realizar acciones especiales
orientadas a garantizar los derechos de las mujeres y evitar
que las diferencias de género sean causa de desigualdad,
exclusión o discriminación. 

La participación femenina en la economía ha crecido lenta-
mente en los últimos 40 años, lo que ha generado un paula-
tino empoderamiento social y económico de la mujer, lo
que conduce a que se impulsen acciones para una mayor
igualdad y control sobre su bienestar y el de sus hijos como
es la nutrición, salud y educación. Además, hay que hacer

hincapié que la participación de la mujer ha contribuido al
bienestar del país, porque aporta con su trabajo al creci-
miento del producto interno bruto.

La Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2012, re-
portó que 18.4 millones de mujeres forman parte de la po-
blación ocupada en el país, su tasa de participación laboral
es de 43.5%. La mayoría de las mujeres ocupadas desem-
peñan actividades en el sector terciario, es decir ocho de ca-
da diez, de las cuales, sobresale que tres de cada diez son
comerciantes, es decir 31.9%, el  27.6% son trabajadoras en
servicios personales y 14.3% oficinistas. 

La Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares
2010, menciona que se estima que existen más de 26.2 mi-
llones de hogares en el país, de los cuales 21.5% son diri-
gidos por una mujer. Lo cual refleja que 4 de cada 10 ho-
gares tienen jefatura femenina, representando el aumento
de su presencia en la economía y el mercado laboral.

El aumento de las mujeres en al ámbito laboral ha propi-
ciado que busquen la adquisición de bienes económicos
como son la propiedad de las viviendas para beneficio de
ellas y de los integrantes de sus familias, ya que la mayoría
de los casos son el único sustento de la familia, por lo cual
se ven obligadas a satisfacer las necesidades básicas de la
misma como son alimentos, vestimenta, vivienda,  salud,
protección, etcétera.

Sin embargo, del total de la población remunerada, la tasa
de participación del hombre es de 77.5% y el de la mujer
sólo el 43.5%, además de que según el Índice de Discrimi-
nación Salarial de 2012, menciona que las mujeres ganan
en promedio 5% menos que los hombres, por lo que se re-
duce la posibilidad de adquirir una vivienda a través de los
organismos encargados de financiar programas de vivien-
da, porque ganan menos y es menor el número de mujeres
que laboran. 

El Programa Nacional para la Igualdad de Oportunidades y
no Discriminación contra las Mujeres 2013-2018, estable-
ce una serie de estrategias y líneas de acción con el objeto
de cumplir con las metas nacionales del Plan Nacional de
Desarrollo. En cuanto al Objetivo transversal 4 denomina-
do “Fortalecer las capacidades de las mujeres para partici-
par activamente en el desarrollo social y alcanzar el bien-
estar”, formula la Estrategia 4.1 “Fortalecer el desarrollo de
capacidades en los hogares con jefatura femenina para me-
jorar sus condiciones de salud, vivienda e ingresos”, esta-
bleciendo la línea de acción tendiente a ampliar el acceso al
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financiamiento para adquisición y mejora de la vivienda
para las jefas de hogar. 

Las personas que se encuentran prestando un servicio re-
munerado, personal y subordinado, laborando en forma
permanente o eventual, a una persona física o moral, tienen
el derecho de que se les financien créditos a través de los
programas de vivienda.

La Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda pa-
ra los Trabajadores, establece que el Infonavit es el orga-
nismo encargado de establecer y operar un sistema de fi-
nanciamiento que permita a los trabajadores obtener un
crédito barato y suficiente.

La fracción II del artículo 42 de la Ley del INFONAVIT,
establece que los recursos del Instituto se destinarán al otor-
gamiento de créditos a los trabajadores que sean titulares de
depósitos constituidos a su favor en el Instituto en: a) la ad-
quisición en propiedad de habitaciones, b) la construcción
de vivienda, c) la reparación, ampliación o mejoras de ha-
bitaciones y d) el pago de pasivos adquiridos por cualquie-
ra de los conceptos anteriores.

El párrafo primero del artículo 47 de la citada ley, estable-
ce que el Consejo de Administración expedirá las reglas
conforme a las cuales se otorgarán en forma inmediata y sin
exigir más requisitos que los previstos en las propias reglas,
los créditos a los que se refiere la fracción II del artículo 42.

Por ello, acorde a los instrumentos jurídicos internacionales
y los ordenamientos jurídicos nacionales, así como al Plan
Nacional de Desarrollo se presenta la iniciativa que refor-
ma el párrafo segundo del artículo 47 de la Ley del Institu-
to del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores
para que las reglas que emita el Consejo de Administración
para otorgar los créditos, tome en cuenta que el sustento del
hogar sea por una jefa de familia. 

Con esta reforma, fortaleceremos el acceso al financia-
miento de las mujeres a la propiedad de la vivienda, así co-
mo a la mejora, reparación y ampliación de las mismas,
contribuyendo con ello al empoderamiento económico y
social de las mujeres que beneficiara su propio desarrollo y
el de su familia con miras a fortalecer y mejorar su calidad
de vida.  

Por lo anteriormente expuesto someto a consideración del
pleno de esta honorable asamblea el siguiente

Decreto por el que se reforma el párrafo segundo del ar-
tículo 47 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de
la Vivienda para los Trabajadores

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo del artículo
47 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivien-
da para los Trabajadores, para quedar como sigue:

Artículo 47. El Consejo de Administración expedirá las re-
glas conforme a las cuales se otorgarán en forma inmedia-
ta y sin exigir más requisitos que los previstos en las pro-
pias reglas, los créditos a que se refiere la fracción II del
artículo 42. Dichas reglas deberán publicarse en el Diario
Oficial de la Federación.

Las reglas antes citadas tomarán en cuenta entre otros fac-
tores, la oferta y la demanda regional de vivienda, el sus-
tento del hogar sea por una jefa de familia, el número de
miembros de la familia de los trabajadores, los saldos de la
subcuenta de vivienda del trabajador de que se trate y el
tiempo durante el cual se han efectuado aportaciones a la
misma, si el trabajador es propietario o no de su vivienda,
así como su salario o el ingreso conyugal si hay acuerdo de
los interesados.

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. El Consejo de Administración del Infonavit ex-
pedirá las reglas para el otorgamiento de créditos a los tra-
bajadores derechohabientes del instituto en un plazo de 180
días naturales. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de septiembre del 2014.—
Diputada Socorro de la Luz Quintana León (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Vivienda, para dictamen.
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LEY DE AMPARO

«Iniciativa que reforma el artículo 16 de la Ley de Amparo,
Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Alberto Rodríguez Calderón, del Grupo Par-
lamentario del PRI

El suscrito, José Alberto Rodríguez Calderón, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional y miembro de la LXII Legislatura, con fundamen-
to en lo establecido en los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
el artículo 6, fracciones I y IV, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 16 de la Ley de
Amparo al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El 3 de abril de 2013 entro en vigor la nueva Ley de Am-
paro Reglamentaria  de los Artículos 103 y 107 de la  Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esta
nueva ley es el ordenamiento jurídico que regula los proce-
dimientos mediante los cuales los gobernados pueden obte-
ner la protección de la justicia federal frente a leyes o actos
de autoridad que vulneren sus derechos fundamentales, ya
sea los que garantiza la propia Constitución o bien los que
se contienen en los tratados internacionales suscritos por el
Estado mexicano.

Sus disposiciones establecen los requisitos y condiciones
para demandar el amparo ante los órganos jurisdiccionales,
así como los actos y obligaciones de la autoridad judicial y
de cada una de las partes involucradas en la controversia,
para llevar a cabo un Juicio de manera ordenada, justa y efi-
ciente en el que se produzca una sentencia que establezca si
existieron o no violaciones a los derechos fundamentales
del quejoso, y en caso de que así resultare, la forma de pre-
servarlos y reparar las violaciones cometidas.

El Juicio de Amparo ha sido y es, el principal instrumento
de defensa de los derechos que las personas tienen para pro-
tegerse de los actos de autoridad, por lo que la citada ley de-
be contener todas aquellas disposiciones que permitan a los
justiciables acceder a la justicia pronta, completa e impar-
cial a que alude el artículo 17 constitucional y prever lo ne-
cesario para que los procedimientos se sigan de forma con-

tinua y sin interrupciones y que no por la falta de institu-
ciones procesales, se retarde o quede pendiente un juicio
por tiempo indefinido, pues dichas circunstancias producen
una afectación al orden social.

En ese sentido advertimos que el artículo 16 regula los ca-
sos en que el quejoso fallece durante la tramitación del jui-
cio, señalando que si no cuenta en ese momento con repre-
sentación legal se deberá suspender el procedimiento
inmediatamente que el juez tenga conocimiento de esa cir-
cunstancia y si dentro del término de sesenta días no inter-
viene la sucesión, sólo dispone que el juez ordenará lo
conducente según el caso que se trate.

En tales circunstancias, estimamos que situaciones como la
que se ha planteado, no se pueden dejar al arbitrio ó discre-
cionalidad de la autoridad de amparo para que “ordene lo
conducente”, en razón de que ello puede entorpecer o re-
tardar la continuidad o resolución del juicio además de ge-
nerar incertidumbre a las partes, tomando en consideración
que la sucesión puede o no comparecer a juicio según sus
particulares intereses. Particularmente habría que conside-
rar la falta de certeza que causaría para el tercero interesa-
do la suspensión indefinida del juicio de amparo, por lo que
consideramos que debemos incluir las instituciones proce-
sales que clarifiquen el acceso a la justicia, eliminando mo-
tivos para retardarla.

El artículo 2o. de la Ley de Amparo señala que a falta de
disposición expresa, se aplicarán de manera supletoria las
del Código Federal de Procedimientos Civiles, por lo que,
respecto al caso que se analiza, podría considerarse la
aplicación supletoria de los artículos 369, 379 y 371 del
mencionado Código, que textualmente determinan lo si-
guiente: 

Artículo 369. El proceso se interrumpe cuando mue-
re o se extingue, antes de la audiencia final del nego-
cio, una de las partes.

También se interrumpe cuando muere el represen-
tante procesal de una parte, antes de la audiencia fi-
nal del negocio. 

Artículo 370. En el primer caso del artículo anterior,
la interrupción durará el tiempo indispensable para
que se apersone, en el juicio, el causahabiente de la
desaparecida o su representante.
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En el segundo caso del mismo artículo, la interrup-
ción durará el tiempo necesario para que la parte
que ha quedado sin representante procesal provea a
su substitución. 

Artículo 371. En caso de muerte de la parte, la inte-
rrupción cesará tan pronto como se acredite la exis-
tencia de un representante de la sucesión. En el se-
gundo caso, la interrupción cesa al vencimiento del
término señalado por el tribunal para la substitución
del representante procesal desaparecido, siendo a
perjuicio de la parte si no provee a su representación
en el juicio.

Como podemos apreciar, los artículos transcritos señalan
los casos de interrupción de un proceso civil y la forma en
que debe cesar la interrupción, pero no fijan con certeza
cómo se debe proceder si no se conoce al representante le-
gal del finado o de la sucesión, así como tampoco se seña-
la un lazo límite para que acuda a dar seguimiento al pro-
ceso, de tal modo que se deberá estar a las reglas de la
caducidad o bien a lo dispuesto en el  artículo 315 del mis-
mo Código Federal de Procedimientos Civiles, que a la le-
tra dice: 

Cuando hubiere que citar a juicio a alguna persona que
haya desaparecido, no tenga domicilio fijo o se ignore
donde se encuentra, la notificación se hará por edictos,
que contendrán una relación sucinta de la demanda, y
se publicarán por tres veces, de siete en siete días, en el
Diario Oficial y en uno de los periódicos diarios de ma-
yor circulación en la República, haciéndosele saber que
debe presentarse dentro del término de treinta días,
contados del siguiente al de la última publicación. Se fi-
jará, además, en la puerta del tribunal, una copia ínte-
gra de la resolución, por todo el tiempo del emplaza-
miento. Si, pasado este término, no comparece por sí,
por apoderado o por gestor que pueda representarla, se
seguirá el juicio en rebeldía, haciéndosele las ulteriores
notificaciones por rotulón, que se fijará en la puerta del
juzgado, y deberá contener, en síntesis, la determina-
ción judicial que ha de notificarse.

Por lo anterior, a efecto de garantizar que se respete el de-
recho de los causahabientes del finado a apersonarse para
continuar con la defensa de sus intereses en el juicio de am-
paro, así como para establecer plazos ciertos y consecuen-
cias precisas en caso de no comparecer a juicio, se propone
reformar el segundo párrafo del artículo 16 de la Ley de
Amparo, en los siguientes términos:

Cuadro comparativo

Texto Vigente

Artículo 16. En caso de fallecimiento del quejoso o del
tercero interesado, siempre que lo planteado en el juicio
de amparo no afecte sus derechos estrictamente perso-
nales, el representante legal del fallecido continuará el
juicio en tanto interviene el representante de la sucesión. 

Texto Propuesto

Artículo 16. 

(Primer párrafo sin cambios)

Texto Vigente

Si el fallecido no tiene representación legal en el juicio,
éste se suspenderá inmediatamente que se tenga conoci-
miento de la defunción. Si la sucesión no interviene den-
tro del plazo de sesenta días siguientes al en que se de-
crete la suspensión, el juez ordenará lo conducente
según el caso de que se trate.

Cualquiera de las partes que tenga noticia del falleci-
miento del quejoso o del tercero interesado deberá ha-
cerlo del conocimiento del órgano jurisdiccional de am-
paro, acreditando tal circunstancia, o proporcionando los
datos necesarios para ese efecto.

Texto Propuesto

Si el fallecido no tiene representación legal en el juicio,
éste se suspenderá inmediatamente que se tenga conoci-
miento de la defunción. Si la sucesión no interviene den-
tro del plazo de sesenta días siguientes al en que se de-
crete la suspensión, la autoridad ordenará la
notificación por edictos al representante de la suce-
sión en términos de los dispuesto por el Código Fede-
ral de Procedimientos Civiles.

(Tercer párrafo sin cambios)

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, me
permito poner a la consideración de esta Cámara de Dipu-
tados la siguiente iniciativa de
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Decreto que reforma el artículo 16 de la Ley de Amparo

Artículo 16. ….

Si el fallecido no tiene representación legal en el juicio, és-
te se suspenderá inmediatamente que se tenga conocimien-
to de la defunción. Si la sucesión no interviene dentro del
plazo de sesenta días siguientes al en que se decrete la sus-
pensión, la autoridad ordenará la notificación por edic-
tos al representante de la sucesión en términos de los
dispuesto por el Código Federal de Procedimientos Ci-
viles.

…

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

México, DF, a 24 de  septiembre  del  2014.— Diputado José Alberto
Rodríguez Calderón (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y
RADIODIFUSION

«Iniciativa que reforma el artículo 254 de la Ley Federal de
Telecomunicaciones y Radiodifusión, a cargo de Ricardo
Monreal Ávila y suscrita por Ricardo Mejía Berdeja, dipu-
tados del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Ricardo Monreal Ávila y suscribe Ricardo Mejía Berdeja,
integrantes de la LXII Legislatura del Congreso de la
Unión y del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6,
fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meten a consideración del pleno de esta asamblea iniciati-
va con proyecto de decreto que reforma el artículo 254,
fracción I, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Ra-
diodifusión, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el proyecto democrático a que aspira el Estado mexica-
no, la inclusión de la ciudadanía en los procesos políticos

necesariamente debe ser vista como el eje rector para la
consolidación de la democracia.

Es establecimiento de instrumentos a través de los cuales se
permita a los ciudadanos el acercamiento e intervención en
los asuntos de interés colectivo, constituye una importante
herramienta para garantizar la pluralidad de posturas en la
toma de decisiones.

Así como fomentar el desarrollo de una sociedad civil que
no se limita al proceso electoral para participar en la políti-
ca, sino que monitorea constantemente a los funcionarios
creando una verdadera rendición de cuentas.

Según los expertos en materia electoral, el debate político
se circunscribe como uno de los instrumentos más valiosos
con los que cuenta la sociedad para conocer las propuestas,
posturas, ideologías y programas de trabajo de los candida-
tos a cargos de elección popular. Teóricamente, el debate es
un instrumento de comunicación oral, donde se expone un
tema, una problemática y sus posibles soluciones, basándo-
se en argumentos sustentados por experiencias, técnicas o
métodos científicos.

Así, para los candidatos políticos es la mejor oportunidad
para posicionarse frente a sus electores, en términos llanos
para exhibir a sus rivales y con ello provocar, mover o so-
lidificar las preferencias.

El ejercicio del debate político necesariamente debe ser vis-
to como parte integrante del proceso democrático, el cual
además de permitir a la sociedad contrastar propuestas,
también servirá como un extraordinario argumento para el
análisis individual del votante.

En el país, esta valiosa herramienta ha sido víctima del des-
dén, tanto de las instituciones encargadas de impulsar la
democracia, como por la sociedad en su conjunto, pues la
cultura del debate político es casi inexistente.

Incluso, la historia nos ha dejado ver que la trasmisión de
los debates presidenciales es sujeto de competición por
concepto de rating entre los concesionarios de servicios de
telecomunicación y radiodifusión.

Ciertamente, como país carecemos de la regulación perti-
nente que obligue tanto a los concesionarios y permisiona-
rios de la explotación y aprovechamiento de bienes del Es-
tado a difundir los debates que se lleven a cabo en tiempos
electorales.
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Por todo lo anterior consideramos que este nuevo ordena-
miento recoja esta importante figura y obligue a todas las
empresas prestadoras de servicios de telecomunicación y
radiodifusión a trasmitir todos y cada uno de los debates
políticos que se realicen previa la jornada electoral.

Con objeto de fomentar la celebración, transmisión y pro-
moción de los debates políticos, como una excelente medi-
da para que la población pueda formarse un criterio objeti-
vo sobre los diferentes planes de gobierno, la manera en
cómo serán manejadas las principales problemáticas que
aquejan a una nación.

Derivado de lo anterior someto a consideración del pleno el
siguiente

Decreto que reforma el artículo 254, fracción I, de la
Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión

Único. Se reforma el artículo 254, fracción I, de la Ley Fe-
deral de Telecomunicaciones y Radiodifusión, para quedar
como sigue:

Artículo 254. Además de lo establecido para el tiempo de
Estado, los concesionarios de radio y televisión están obli-
gados a transmitir gratuitamente y de manera preferente:

I. Los boletines o mensajes de cualquier autoridad que
se relacione con la seguridad o defensa del territorio na-
cional, la conservación del orden público o con medidas
encaminadas a prever o remediar cualquier emergencia
pública, así como también los debates políticos que se
realicen en tiempos electorales entre los candidatos a
cargos de elección popular;

II. y III. …

Texto del dictamen

Artículo 254. Además de lo establecido para el tiempo
de Estado, los concesionarios de radio y televisión están
obligados a transmitir gratuitamente y de manera prefe-
rente:

I. Los boletines o mensajes de cualquier autoridad que
se relacione con la seguridad o defensa del territorio na-
cional, la conservación del orden público o con medidas
encaminadas a prever o remediar cualquier emergencia
pública;

II. y III. …

Texto propuesto

Artículo 254. Además de lo establecido para el tiempo
de Estado, los concesionarios de radio y televisión están
obligados a transmitir gratuitamente y de manera prefe-
rente:

I. Los boletines o mensajes de cualquier autoridad que
se relacione con la seguridad o defensa del territorio na-
cional, la conservación del orden público o con medidas
encaminadas a prever o remediar cualquier emergencia
pública, así como también los debates políticos que se
realicen en tiempos electorales entre los candidatos a
cargos de elección popular;

II. y III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de septiembre de
2014.— Diputado Ricardo Monreal Ávila (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Comunicaciones, y
de Radio y Televisión, para dictamen.

LEY DE AMPARO

«Iniciativa que reforma el artículo 14 de la Ley de Amparo,
Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Alberto Rodríguez Calderón, del Grupo Par-
lamentario del PRI

El suscrito José Alberto Rodríguez Calderón, diputado in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional y miembro de la LXII Legislatura, con fun-
damento en lo establecido en los artículos 71, fracción II, y
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; el artículo 6, fracciones I y IV, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
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yecto de decreto por el que se reforma el artículo 14 de la
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Con fecha 3 de abril del año 2013, entro en vigor la nueva
Ley de Amparo, la cual es reglamentaria  de los artículos
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Por ser el juicio de amparo una institución jurídica de la
mayor trascendencia del Estado Mexicano, fue necesario
que se llevaran a cabo diversos cambios y modificaciones
para modernizarlo y fortalecerlo, armonizando además la
ley que lo regula con la reforma constitucional en materia
de derechos humanos de 2011.

En ese sentido la estructura de este nuevo ordenamiento ju-
rídico, está compuesta por cinco títulos: El Título Primero
“Reglas Generales”, constituido por once capítulos; el Tí-
tulo Segundo “De los Procedimientos de Amparo” integra-
do por dos capítulos; el Título Tercero “Cumplimiento y
Ejecución” de siete capítulos; el Título Cuarto “Jurispru-
dencia y Declaración General de Inconstitucionalidad” de
seis capítulos; y el Título Quinto “Medidas Disciplinarias y
de Apremio, Responsabilidades, Sanciones y Delitos” inte-
grado por tres capítulos.

El objeto de establecer un orden metodológico es para faci-
litar, el entendimiento y manejo de la norma, es por ello que
los títulos agrupan capítulos, que contienen partes clara-
mente diferenciadas,  pero con una estructura coherente que
evita la presencia de reiteraciones,  contradicciones y vací-
os normativos.

En ese sentido, tenemos que en el Título Primero, Reglas
Generales, Capítulo Segundo, que se refiere a la capacidad
y personería, en el artículo 14 en su párrafo segundo esta-
blece:

“Artículo 14. […] 

“Si el promovente del juicio posteriormente carece
del carácter con el que se ostentó, el órgano jurisdic-
cional de amparo le impondrá una multa de cincuen-
ta a quinientos días de salario mínimo general vigen-
te en el Distrito Federal al momento de realizarse la

conducta sancionada y ordenará la ratificación de la
demanda al agraviado dentro de un término de tres
días”.

Ante ello, podemos afirmar que estamos en presencia de
una reiteración o duplicidad en la regulación, toda vez que
la multa a que se hace alusión, se contempla ya en  el Titu-
lo Quinto, denominado “Medidas Disciplinarias y de Apre-
mio, Responsabilidades, Sanciones y Delitos”,  pues el ar-
tículo 241. Señala:

“Artículo 241. Tratándose de lo previsto en el ar-
tículo 14 de esta Ley, si quien afirma ser defensor no
lo demuestra, se le impondrá una multa de cincuen-
ta a quinientos días”,

Si bien, en este caso ambas disposiciones son coincidentes,
pues no existe diferencia o contradicción en el contenido de
ambas, relacionado con la multa aplicable, consideramos
que es incorrecto conservar la redacción actual del artículo
14, en razón de que lo más adecuado, siguiendo la metodo-
logía con la que se creó la Nueva Ley de Amparo, es que la
sanción se prevea en el capítulo correspondiente. 

En consideración a lo anterior se propone reformar el con-
tenido del párrafo segundo del artículo 14 de la ley de Am-
paro, para quedar en los siguientes términos:

“Artículo 14. …

Si el promovente del juicio, posteriormente carece
del carácter con el que se ostentó, el órgano jurisdic-
cional de amparo ordenará la ratificación de la de-
manda al agraviado dentro de un término de tres dí-
as, debiéndose estar en este caso a lo previsto por el
artículo 241 de la presente ley”.

…

Texto vigente 

Artículo 14. Para el trámite de la demanda de amparo
indirecto en materia penal bastará que el defensor mani-
fieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter.
En este caso, la autoridad ante quien se presente la de-
manda pedirá al juez o tribual que conozca del asunto,
que le remita la certificación correspondiente.
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Si el promovente del juicio posteriormente carece del
carácter con el que se ostentó, el órgano jurisdiccional
de amparo le impondrá una multa de cincuenta a qui-
nientos días de salario mínimo general vigente en el Dis-
trito Federal al momento de realizarse la conducta san-
cionada y ordenará la ratificación de la demanda al
agraviado dentro de un término de tres días.

… 

Texto propuesto

Artículo 14. Para el trámite de la demanda de amparo
indirecto en materia penal bastará que el defensor mani-
fieste, bajo protesta de decir verdad, tener tal carácter.
En este caso, la autoridad ante quien se presente la de-
manda pedirá al juez o tribual que conozca del asunto,
que le remita la certificación correspondiente.

Si el promovente del juicio posteriormente carece del
carácter con el que se ostentó, el órgano jurisdiccio-
nal de amparo ordenará la ratificación de la deman-
da al agraviado dentro de un término de tres días, de-
biéndose estar en este caso a lo previsto por el
artículo 241 de la presente ley.

…  

Con ello, se respeta la estructura con la que fue diseñada la
nueva Ley de amparo y se  conserva la congruencia y la
concordancia en sus disposiciones, remitiendo un artículo
al otro de modo consistente.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, me
permito poner a la consideración de esta Cámara de Dipu-
tados la siguiente iniciativa de

Decreto que reforma el párrafo segundo del artículo 14
de la Ley de Amparo

Único: Se reforma el segundo párrafo del artículo 14 de la
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, para quedar como sigue:

Artículo 14. …

Si el promovente del juicio posteriormente carece del ca-
rácter con el que se ostentó, el órgano jurisdiccional de am-
paro ordenará la ratificación de la demanda al agraviado

dentro de un término de tres días, debiéndose estar en es-
te caso a lo previsto por el artículo 241 de la presente
ley.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

México, DF, a 30 de septiembre de 2014.— Diputados: José Alberto
Rodríguez Calderón, María del Rocío Corona Nakamura (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY DE AMPARO

«Iniciativa que reforma los artículos 178 y 192 de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado José Alberto Rodríguez Calderón, del
Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito, José Alberto Rodríguez Calderón, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional y miembro de la LXII Legislatura, con fundamen-
to en lo establecido en los artículos 71, fracción II, y 72 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
el artículo 6, fracciones I y IV, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta
honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
Decreto por el que se reforman  los artículos 178 y 192 de
la Ley de Amparo, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Con fecha 2 de abril del año 2013, fue publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación la nueva Ley de Amparo, Re-
glamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, misma que en-
tró en vigor al día siguiente de su publicación.

Con este nuevo ordenamiento se armonizó la ley de con la
reforma constitucional en materia de derechos humanos, al
tiempo que se modernizó el juicio de amparo para adecuar-
lo a los tiempos actuales, haciéndolo más amplio y abierto,
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eliminando restricciones o exclusiones y previendo lo ne-
cesario para que el trámite del juicio de amparo sea más
ágil y oportuno, brindado a los individuos certidumbre y se-
guridad jurídica, ya que el juicio de amparo se concibe co-
mo el instrumento de los particulares para enmendar las
violaciones a sus derechos derivadas de actos de autoridad.

De ahí que dentro de la Ley de Amparo se establezcan pla-
zos cuya finalidad es generar un ambiente de seguridad ju-
rídica entre los intervinientes en el juicio. Los plazos son la
medidas de tiempo señaladas para la realización de un acto
procesal o para la producción de sus efectos jurídicos, su fi-
nalidad es generar continuidad en el procedimiento de ma-
nera que todos los actos procesales se den  en tiempo y for-
ma, para garantizar que las instancias de impartición de
justicia constituyan el mecanismo expedito, eficaz y con-
fiable al que los gobernados acudan para dirimir cualquie-
ra de los conflictos que deriven de las relaciones jurídicas
que entablan, con objeto de cumplir con el espíritu del ar-
tículo 17 constitucional, de impartir justicia pronta y expe-
dita. 

Sin embargo, cabe señalar que  no basta con establecer los
plazos para que el juicio se tramite en los tiempos previstos
por la propia norma, para garantizar un juicio de amparo
ágil, también es necesario considerar y prever que los pla-
zos estén claramente definidos y sean suficientes para cum-
plir debidamente con las cargas procesales impuestas a las
partes. 

En esta iniciativa, proponemos reformar los artículos 178 y
192 de la Ley de Amparo, a efecto de establecer plazos ra-
zonables para que las autoridades responsables puedan dar
cumplimiento en tiempo y forma a las disposiciones lega-
les, contribuyendo a mantener la continuidad y celeridad
del procedimiento y a generar certeza en todos los interesa-
dos sobre la tramitación y ejecución de los actos procesa-
les.  

Artículo 178

El juicio de amparo directo se tramita conforme a las reglas
previstas en los artículos 170 al 189 de la Ley de Amparo,
dentro de dichas reglas, destacan las relativas la presenta-
ción de la demanda, contenidas en el artículo 176, que se-
ñala:

Artículo 176. La demanda de amparo deberá presentar-
se por conducto de la autoridad responsable, con copia
para cada una de las partes.

La presentación de la demanda ante autoridad distinta de
la responsable no interrumpe los plazos que para su pro-
moción establece esta ley.

Como se advierte con claridad, el procedimiento del juicio
de amparo directo se inicia con la presentación de la de-
manda ante la autoridad responsable, por lo que se generan
varias cargas procesales a las que ésta debe dar cumpli-
miento. Dichas cargas están previstas en los artículos 177 y
178, que establecen:   

Artículo 177. Cuando no se exhiban las copias a que se
refiere el artículo anterior o no se presenten todas las ne-
cesarias, la autoridad responsable prevendrá al promo-
vente para que lo haga dentro del plazo de cinco días, a
menos de que la demanda se haya presentado en forma
electrónica. Transcurrido éste sin que se haya subsanado
la omisión, remitirá la demanda con el informe relativo
al tribunal colegiado de circuito, cuyo presidente la ten-
drá por no presentada. Si el presidente determina que no
existe incumplimiento, o que éste no es imputable al
quejoso, devolverá los autos a la autoridad responsable
para que siga el trámite que corresponda. (El énfasis es
nuestro)

La autoridad responsable, de oficio, mandará sacar las
copias en asuntos del orden penal, laboral tratándose de
los trabajadores, cuando se puedan afectar intereses de
menores o incapaces, así como los derechos agrarios de
los núcleos de población comunal o ejidal o de los eji-
datarios o comuneros, o de quienes por sus condiciones
de pobreza o marginación se encuentren en clara des-
ventaja social para emprender un juicio, o cuando la de-
manda sea presentada por vía electrónica. (El énfasis es
nuestro)

Artículo 178. Dentro del plazo de cinco días contados a
partir del siguiente al de presentación de la demanda, la
autoridad responsable que emitió el acto reclamado
deberá: (El énfasis es nuestro)

I. Certificar al pie de la demanda, la fecha de notifica-
ción al quejoso de la resolución reclamada, la de su pre-
sentación y los días inhábiles que mediaron entre ambas
fechas.

Si no consta en autos la fecha de notificación, la autori-
dad responsable dará cumplimiento a lo dispuesto en es-
te artículo, sin perjuicio de que dentro de las veinticua-
tro horas siguientes a la en que obre en su poder la
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constancia de notificación respectiva proporcione la in-
formación correspondiente al órgano jurisdiccional
competente;

II. Correr traslado al tercero interesado, en el último do-
micilio que haya designado para oír notificaciones en los
autos del juicio de origen o en el que señale el quejoso;
y

III. Rendir el informe con justificación acompañando la
demanda de amparo, los autos del juicio de origen con
sus anexos y la constancia de traslado a las partes. De-
berá dejar copia certificada de las actuaciones que esti-
me necesarias para la ejecución de la resolución recla-
mada o para proveer respecto de la suspensión.

También la responsable deberá decidir sobre la suspensión
provisional del acto reclamado cuando los solicite el quejo-
so y aún de oficio, en asuntos del orden penal, tal como dis-
ponen los artículos 190 y 191 de la Ley en cita.

Artículo 190. La autoridad responsable decidirá, en el
plazo de veinticuatro horas a partir de la solicitud, sobre
la suspensión del acto reclamado y los requisitos para su
efectividad.

Tratándose de laudos o de resoluciones que pongan fin
al juicio, dictados por tribunales del trabajo, la suspen-
sión se concederá en los casos en que, a juicio del presi-
dente del tribunal respectivo, no se ponga a la parte tra-
bajadora en peligro de no subsistir mientras se resuelve
el juicio de amparo, en los cuales sólo se suspenderá la
ejecución en cuanto exceda de lo necesario para asegu-
rar tal subsistencia.

Son aplicables a la suspensión en amparo directo, salvo
el caso de la materia penal, los artículos 125, 128, 129,
130, 132, 133, 134, 135, 136, 154 y 156 de esta ley.

Artículo 191. Cuando se trate de juicios del orden penal,
la autoridad responsable con la sola presentación de la
demanda, ordenará suspender de oficio y de plano la re-
solución reclamada. Si ésta comprende la pena de priva-
ción de libertad, la suspensión surtirá el efecto de que el
quejoso quede a disposición del órgano jurisdiccional de
amparo, por mediación de la autoridad responsable, la
cual deberá ponerlo en libertad caucional si la solicita y
ésta procede. (El énfasis es nuestro).

Como podemos observar, el artículo 178 de la nueva Ley de
Amparo establece que la autoridad responsable, al recibir la
demanda debe realizar lo siguiente:

a) Dictar el acuerdo en donde ordene notificar y correr
traslado al tercero o terceros interesados, 

b) Dictar el acuerdo del incidente si solicita suspensión, 

b) Hacer constar la certificación en la demanda de am-
paro, 

c) Publicar el o los acuerdos en la lista,  

d) Por conducto del actuario respectivo, notificar perso-
nalmente y correr traslado a los terceros interesados. Es-
to representa cierta complejidad, debido a que, cuando
hay más de un tercero interesado, sus domicilios casi
siempre son diferentes y como las notificaciones se ha-
cen en horas laborables, es común que las personas no se
encuentren en sus domicilios por lo que lo más probable
es que se les dejará citatorio, en este caso, se conceden a
los interesados dos días para que comparezcan ante la
responsable para notificarse, sino comparecen se les no-
tifica por lista.

e) Fotocopiar las constancias necesarias para la ejecu-
ción y certificarlas (folio, sello, rúbrica).

f) Rendir el informe con justificación; y

g) Remitir la demanda debidamente notificada a todas
las partes, las constancias, el informe justificado y los
autos del expediente al tribunal de amparo.

Todo lo anterior en el plazo de cinco días, los cuales en la
práctica resultan insuficientes, atendiendo a las cargas de
trabajo de los órganos jurisdiccionales, por lo que se hace
necesario señalar en la Ley un plazo razonable para que los
expedientes de amparo directo puedan ser correcta y opor-
tunamente integrados por las autoridades responsables.

A mayor abundamiento, resulta importante analizar la in-
congruencia que se advierte en la propia Ley cuya reforma
se propone, toda vez que en materia de amparo indirecto, el
artículo 117 concede a las autoridades responsables un tér-
mino de quince días únicamente para rendir el informe con
justificación y remitir las copias certificadas de las cons-
tancias que haya tenido en cuenta para emitir el acto recla-
mado. 
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De manera comparativa, recibida la demanda el presidente
del  tribunal colegiado cuenta con un plazo de tres días úni-
camente para dictar el acuerdo  que corresponda en térmi-
nos del artículo  179 de la ley de amparo, por lo que aten-
diendo a todo lo que debe llevar a cabo la autoridad
responsable al recibir la demanda de amparo directo, consi-
deramos que el termino para la remisión de la demanda de-
be ampliarse a diez días.

Por otra parte, y prosiguiendo con la propuesta de reforma
al propio artículo 178 de la nueva Ley de Amparo, adverti-
mos que establece en su fracción II que la autoridad res-
ponsable deberá notificar y correr traslado al tercero intere-
sado, en el último  domicilio que haya designado para oír
notificaciones en los autos del juicio de origen o en el que
señale el quejoso, sin embargo no prevé que se deba hacer
un requerimiento para que señale domicilio ante el Tribunal
Colegiado que conocerá del juicio de amparo, lo cual evi-
dentemente puede dejar al tercero interesado en estado de
indefensión de algún acto procesal que emita el Tribunal
Colegiado, en razón  de que la notificación y el correr tras-
lado implica, hacer de su conocimiento que ante la autori-
dad responsable se presentó una demanda de amparo, y
desde luego dicha demanda que se remitirá al Tribunal Co-
legiado como lo dispone la propia fracción I del arábigo en
cita, no obstante si el interesado no ha señalado nuevo do-
micilio ante la autoridad de amparo, se podría violar su ga-
rantía de audiencia, al practicarse las notificaciones, aún las
personales en los estrados del Tribunal, sin que él así lo ha-
ya decidido. Por ello se propone adicionar a la citada frac-
ción segunda, una disposición para que la autoridad res-
ponsable le requiera en el mismo acto de la notificación de
la demanda, para que señale domicilio ante el Tribunal Co-
legiado que por razón de turno corresponda en el término
de cinco días, lo cual brindará al tercero interesado la cer-
teza de que la autoridad de amparo, le hará las notificacio-
nes en dicho domicilio.

Por lo anterior, se propone la reforma en los siguientes tér-
minos.

Texto Vigente

Artículo 178. Dentro del plazo de cinco días contados a
partir del siguiente al de presentación de la demanda, la
autoridad responsable que emitió el acto reclamado de-
berá:

I. ...

II. Correr traslado al tercero interesado, en el último do-
micilio que haya designado para oír notificaciones en los
autos del juicio de origen o en el que señale el quejoso;
y

III. …

Texto Propuesto

Artículo 178. Dentro del plazo de diez días contados a
partir del siguiente al de presentación de la demanda, la
autoridad responsable que emitió el acto reclamado de-
berá:

I. ...

II. Correr traslado al tercero interesado, en el último do-
micilio que haya designado para oír notificaciones en los
autos del juicio de origen o en el que señale el quejoso,
y lo requerirá para que en el término de cinco días se-
ñale domicilio para oír y recibir notificaciones  ante
el Tribunal Colegiado que por razón de turno corres-
ponda conocer, apercibiéndole que en caso de no se-
ñalarlo las subsecuentes notificaciones se le harán
por estrados del propio tribunal de amparo; y

III. …..

Artículo 192

Para hacer efectivas las resoluciones de juzgadores de ga-
rantías, en el juicio de amparo, se establecen plazos para
que las autoridades responsables den cumplimiento a las
ejecutorias y cuando la sentencia de garantías ordena la
emisión de una nueva resolución por parte de la responsa-
ble, ésta debe pronunciarla de manera fundada y motivada,
clara, precisa y congruente con lo que se ordenó en la eje-
cutoria.

Por ello es necesario que en estos plazos se tomen en cuen-
ta todos aquellos actos previos que se realicen para prepa-
rar y proceder al dictado de una nueva resolución, que dé la
certeza jurídica que buscan los gobernados, en la que la
premura del tiempo no sea un obstáculo para entrar a un es-
tudio pormenorizado del asunto y se pueda dar cumpli-
miento cabal y efectivo a la resolución protectora de garan-
tías y derechos fundamentales.

En ese orden de ideas encontramos que el artículo 192 de la
nueva  Ley de Amparo, en su segundo párrafo establece un
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término de tres días, para que la autoridad responsable,
cumpla con la ejecutoria de amparo. Este término, cuando
la ejecutoria impone a la responsable la obligación de emi-
tir una nueva sentencia definitiva o resolución que ponga
fin a un procedimiento seguido en forma de juicio, resulta
insuficiente en la práctica cotidiana, primero por las forma-
lidades que deben cumplirse para la emisión de una resolu-
ción de este tipo y segundo, por la imposibilidad material
que existe para ello, sobre todo tratándose de expedientes
voluminosos o acumulados, máxime si se toma en conside-
ración que las responsables continúan con la carga de tra-
bajo habitual.

Si revisamos el procedimiento a seguir desde el momento
en que recibe la autoridad responsable la notificación con el
testimonio de la ejecutoria de amparo o el acuerdo con el
que causa ejecutoria la sentencia y se le requiere para que
en el término de tres días dé cumplimiento, observamos lo
siguiente: 

En el primer día realiza el  análisis  para determinar el sen-
tido de la concesión del amparo dicta el acuerdo para dejar
insubsistente el acto reclamado y ordena dictar la nueva re-
solución, este acuerdo debe ser publicado; la mayoría de las
legislaciones establecen la obligación de publicar los acuer-
dos a más tardar al día siguiente de que fueron firmados.

Una vez hecho lo anterior corre el segundo día, se le turna
el expediente al secretario respectivo para que proceda a
elaborar el proyecto de sentencia, para lo cual sólo cuenta
con algunas horas, recordemos que no es posible laborar las
24 horas del día.

En el día tres, el secretario deberá entregar el proyecto ter-
minado para su revisión y la autoridad responsable sólo
cuenta con unas cuantas horas para revisar el expediente, el
proyecto y realizar las correcciones respectivas. Habrá
asuntos en que se pueda emitir la resolución en estas cir-
cunstancias, pero la realidad inobjetable es que se presen-
ten sentencias con deficiencias en la motivación o en la fun-
damentación producidas por la falta de cuidado atribuible a
la precipitación con la que se debe actuar para cumplir en
tiempo y forma el mandato protector, lo que se traduce en
perjuicio para el ciudadano quejoso, quien deberá continuar
con los procedimientos necesarios para reclamar el incum-
plimiento. 

Pero si la decisión proviene de un órgano colegiado, es ca-
si imposible terminarla en esos tres días, en razón de que el
Magistrado ponente tiene que el deber de presentar el pro-

yecto de nueva sentencia en el pleno del órgano al que per-
tenece y exponerles el sentido de la nueva sentencia. De
manera que además de los trámites señalados, se debe lis-
tar el asunto para verlo en la sesión de pleno, el proyecto
debe ser circulado a los demás integrantes de la autoridad y
discutirse para su aprobación. 

Es pertinente considerar que los órganos jurisdiccionales
tienen cargas de trabajo importantes de diversa índole, el
acuerdo que se debe firmar diario, las audiencias, la aten-
ción al público y en algunos casos incluso las cuestiones
administrativas que por disposición de la ley se les enco-
miendan y por supuesto su labor fundamental que es dictar
sentencias.

Aunado a lo anterior el término de tres días que prevé el ar-
tículo 192 de la Ley de Amparo contraría el principio de
igualdad que debe prevalecer en nuestro sistema jurídico
mexicano, tomando en consideración que el artículo 183 de
la propia ley de amparo concede 90 noventa días a los tri-
bunales colegiados para  formular un proyecto de sentencia
y por cuanto a los jueces de Distrito, si bien el artículo 124
establece que una vez formulados los alegatos por escrito,
acto continuo se dictará el fallo que corresponda, en la
práctica la mayoría de las sentencias se dictan hasta un mes
después y al final de la sentencia únicamente  agregan la fe-
cha en que se terminó de engrosar, y si el asunto es resuel-
to por los juzgados auxiliares cuya sede está en otro estado,
la resolución tarda aún más y evidentemente no se dicta en
la audiencia constitucional.

Sobre este tema, el Poder Judicial de la Federación, ha pro-
ducido ya un criterio jurisprudencial que, si bien se esta-
bleció durante la vigencia de la Ley anterior, sigue siendo
vigente y totalmente aplicable por tratarse de la misma pro-
blemática, a continuación se cita la jurisprudencia pronun-
ciada por el Tercer Tribunal Colegiado del Primer Circuito
en Materia Civil:

Época: Novena Época
Registro: 169120
Instancia: Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil
del Primer Circuito
Tipo Tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
Localización: Tomo XXVIII, agosto de 2008
Materia(s): Civil
Tesis: I.3o.C. J/52
Página 859
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[J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXVIII,
agosto de 2008; Página 859

Cumplimiento de ejecutoria de amparo. Cuando el
acto reclamado lo constituye una resolución de ca-
rácter jurisdiccional, la autoridad responsable tiene
veinticuatro horas para dejar insubsistente el acto y
debe dictar otra sentencia dentro del plazo legal que
establezca la ley procesal que rija su actuación.

La Ley de Amparo establece el procedimiento de ejecu-
ción de una sentencia de amparo, según se advierte de
sus artículos 104 a 113, sin embargo, no reguló el caso
relativo a la forma y plazo en que debe cumplirse una
ejecutoria de garantías relacionada con un acto jurisdic-
cional, ya que no se indica cuándo o en qué plazo debe
dictarse una nueva sentencia por la autoridad judicial ci-
vil; sin embargo, no pueden estimarse aplicables, en for-
ma directa, las normas del Código Federal de Procedi-
mientos Civiles en razón de ser supletorio de la Ley de
Amparo, según el artículo 2o. de este último ordena-
miento, porque no se trata de suplir la deficiencia de al-
guna institución procesal del juicio de garantías, en la
medida en que el nuevo acto jurisdiccional debe regirse,
en su caso, por la ley procesal que regula su emisión,
que puede ser de carácter local o federal; sino de ponde-
rar en razón de la naturaleza de control constitucional
que se ejerce a través del juicio de amparo, que éste
comprende diversos órdenes jurídicos en razón de los
actos que están sujetos al mismo y, por ello, debe consi-
derarse una integración del sistema jurídico que sea efi-
caz tanto para fijar el ejercicio óptimo de la función ju-
dicial como para que, llegado el caso, sea acorde con la
observancia de una ejecutoria de amparo. Por esa razón,
no puede soslayarse la existencia de diversos órdenes
normativos que regulan de modo especial la forma en
que debe emitirse un acto jurisdiccional y según sea uno
de ellos el objeto de una ejecutoria de amparo, el cum-
plimiento referido constreñirá a la autoridad judicial de
inmediato a dejar sin efectos ese acto en el término de
veinticuatro horas y deberá sujetarse para el dictado de
la nueva resolución al plazo y forma que señale la ley
procesal que lo rija. Por tanto, sólo en el caso de que la
ley respectiva no contemple un plazo para la emisión del
acto jurisdiccional, entonces, sí debe aplicarse supleto-
riamente el Código Federal de Procedimientos Civiles
ante una laguna normativa de la ley procesal que rija el
acto. De acuerdo con lo anterior, tratándose de actos de
autoridad jurisdiccional, el plazo de veinticuatro horas

regulado en los artículos 104 y 105 de la Ley de Ampa-
ro es únicamente para que de inmediato deje insubsis-
tente el acto reclamado, mientras que el pronunciamien-
to de la nueva sentencia o resolución en la que se purgue
la violación que dio lugar a la concesión, debe hacerse
dentro del plazo legal que para tal efecto le conceda la
ley procesal que rija su actuación.

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer
Circuito

Amparo directo 88/2008. Jorge Abogado Cabrera. 19 de
junio de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor
Francisco Mota Cienfuegos. Secretaria: Socorro Álvarez
Nava.

Amparo directo 142/2008. Ecología Laboratorios y
Consultores de México, S.A. de C.V. 19 de junio de
2008. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López
Ramos. Secretaria: Ana Lilia Osorno Arroyo.

Amparo directo 332/2008. José Rolando González Ma-
drigal Aguilar. 19 de junio de 2008. Unanimidad de vo-
tos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secre-
tario: Erick Fernando Cano Figueroa.

Amparo directo 362/2008. 19 de junio de 2008. Unani-
midad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secre-
taria: Nora de Dios Sánchez.

Amparo Directo 320/2008. 3 de julio de 2008. Unanimi-
dad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfue-
gos. Secretaria: María Estela España García.

Por lo anterior se propone, una reforma al citado segundo
párrafo del artículo 192 de la Ley de Amparo, para precisar
que en estos casos el plazo de tres días es para dejar sin
efectos la resolución reclamada y que el asunto quede cita-
do para pronunciar la resolución que corresponda, en el pla-
zo que marque la ley de la materia del procedimiento que
dio origen al acto reclamado, debiendo informar la respon-
sable a la autoridad de amparo en el momento mismo que
pronuncie la resolución ordenada en el juicio de garantías.

A manera de ejemplo, podemos citar que el código federal
de procedimientos penales, establece en su artículo 307 que
el plazo para dictar una sentencia de primera instancia es de
cinco días, mientras que el 383, establece un plazo de ocho
días para una resolución de segunda instancia, en ambos ca-
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sos, contados a partir de que el asunto ha quedado citado
para sentencia; estos plazos son razonables y contribuyen a
dar certeza en la actuación de las autoridades.

Si bien es cierto que en el cuarto párrafo del mismo nume-
ral, se establece que el órgano judicial de amparo, al hacer
los requerimientos podrá ampliar el plazo de cumplimiento
tomando en cuenta su complejidad o dificultad debiendo fi-
jar un plazo razonable y estrictamente determinado, el pla-
zo “razonable” es subjetivo ya que la concepción de qué tan
complejo es un asunto y qué tan razonable es un plazo, de-
pende absolutamente del arbitrio del juzgador, motivo por
el cual la extensión del plazo debe ser la excepción y no la
regla.

Por otra parte, en ese mismo cuarto párrafo, se establece
claramente que cuando el caso sea urgente o de notorio per-
juicio para el quejos, se ordenará el complimiento inmedia-
to de la ejecutoria, texto que se propone conservar, precisa-
mente para garantizar la seguridad jurídica de los
particulares en casos de notoria urgencia.

Atento lo expuesto se propone la reforma en los siguientes
términos:

Texto Vigente

Artículo 192. ….

En la notificación que se haga a la autoridad responsable
se le requerirá para que cumpla con la ejecutoria dentro
del plazo de tres días, apercibida que de no hacerlo así
sin causa justificada, se impondrá a su titular una multa
que se determinará desde luego y que, asimismo, se re-
mitirá el expediente al tribunal colegiado de circuito o a
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según el ca-
so, para seguir el trámite de inejecución, que puede cul-
minar con la separación de su puesto y su consignación.

….

….

Texto Propuesto

Artículo 192. ….

En la notificación que se haga a la autoridad responsable
se le requerirá para que cumpla con la ejecutoria dentro
del plazo de tres días, apercibida que de no hacerlo así

sin causa justificada, se impondrá a su titular una multa
que se determinará desde luego y que, asimismo, se re-
mitirá el expediente al tribunal colegiado de circuito o a
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, según el ca-
so, para seguir el trámite de inejecución, que puede cul-
minar con la separación de su puesto y su consignación.
Cuando el acto reclamado consista en una sentencia
definitiva o resolución que ponga fin a un procedi-
miento seguido en forma de juicio, y el amparo se
conceda para el efecto de que se pronuncie una nue-
va, el requerimiento a que se refiere este párrafo se-
rá para que en el plazo improrrogable de tres días, la
responsable deje sin efectos la resolución reclamada
y cite para pronunciar la determinación ordenada,
en el plazo que establezca la ley que regule el proce-
dimiento del cual emanó el acto reclamado.

…

…

Esta reforma permitirá  que las autoridades cuenten con un
tiempo prudente para emitir una sentencia  debidamente
fundada, motivada, congruente y en la que se atiendan es-
crupulosamente los lineamientos de la ejecutoria, evitando
que el tribunal de amparo determine  que no está cumplida
o no está cumplida totalmente porque se considere que hay
exceso o defecto.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado, me
permito poner a la consideración de esta honorable Cáma-
ra de Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 178 y 192 de la Ley de
Amparo

Único. Se reforman los artículos 178 y 192 de la Ley de
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 178. Dentro del plazo de diez días contados a par-
tir del siguiente al de presentación de la demanda, la auto-
ridad responsable que emitió el acto reclamado deberá:

I.... 

II. Correr traslado al tercero interesado, en el último do-
micilio que haya designado para oír notificaciones en los
autos del juicio de origen o en el que señale el quejoso,
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y lo requerirá para que en el término de cinco días se-
ñale domicilio para oír y recibir notificaciones ante el
Tribunal Colegiado que por razón de turno corres-
ponda conocer, apercibiéndole que en caso de no se-
ñalarlo las subsecuentes notificaciones se le harán
por estrados del propio tribunal de amparo; y 

III. …

Artículo 192. …

En la notificación que se haga a la autoridad responsable se
le requerirá para que cumpla con la ejecutoria dentro del
plazo de tres días, apercibida que de no hacerlo así sin cau-
sa justificada, se impondrá a su titular una multa que se de-
terminará desde luego y que, asimismo, se remitirá el ex-
pediente al tribunal colegiado de circuito o a la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, según el caso, para seguir el
trámite de inejecución, que puede culminar con la separa-
ción de su puesto y su consignación. Cuando el acto re-
clamado consista en una sentencia definitiva o resolu-
ción que ponga fin a un procedimiento seguido en forma
de juicio, y el amparo se conceda para el efecto de que
se pronuncie una nueva, el requerimiento a que se re-
fiere este párrafo será para que en el plazo improrroga-
ble de tres días, la responsable deje sin efectos la resolu-
ción reclamada y cite para pronunciar la determinación
ordenada, en el plazo que establezca la ley que regule el
procedimiento del cual emanó el acto reclamado.

.…

….

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

México, DF, a 30 de septiembre de  2014.— Diputados: José Alberto
Rodríguez Calderón, María del Rocío Corona Nakamura (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Miriam Cárdenas Cantú, del Grupo Parlamentario
del PRI

Miriam Cárdenas Cantú, diputada integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en
la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, en ejercicio de la facultad que me con-
fieren los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución
Política de los Estados Mexicanos; 6, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto ante esta Hono-
rable soberanía la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se adiciona la fracción XXIX-A y se
reforma la fracción XXIX-B del artículo 73 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de
lo siguiente:

Preámbulo

En los primeros años de la década de los cuarenta, durante
el siglo XX, poco después de haber finalizado la Segunda
Guerra Mundial, en el campo del derecho se iniciaba una
profunda transformación: empezaba a ser superado el mo-
delo que lo circunscribía a la ley (positivista) y, con ello, se
vislumbraba a una nueva forma de entender, interpretar y
aplicar el derecho, con base en el entendimiento de valores
y principios –derechos humanos.1

“[…] fue reclamando su lugar una nueva actitud, esti-
mativista y axiológica que, con base en las coordenadas
filosóficas del neokantismo culturalista de los valores
[…] se uniría a las voces de los neotomistas y neoiusna-
turalistas para replantear el irrenunciable contenido mo-
ral, ético o valorativo de todo derecho”2

De aquel tiempo a la fecha, en el marco del Estado de de-
recho constitucional que han adoptado los países de occi-
dente, entre ellos México, los valores y principios –dere-
chos humanos- que nutren al derecho de contenido moral,
asumen una destacada posición para lograr la máxima pro-
tección de las personas. 

En ese contexto, la producción legislativa ha de desempe-
ñar un importante papel, porque  […] se requiere de leyes
principalistas que de algún modo completen la indetermi-
nación del Constituyente, pero no con la intención de cerrar
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toda determinación judicial, sino de fijarle límites a la mis-
ma”.3

En otras palabras expresado, para proteger y garantizar de
manera efectiva el goce y ejercicio de los derechos huma-
nos, es necesario sean emitidas normas secundarias que, te-
niendo como base un precepto constitucional que los reco-
nozca, tengan por objetivo optimizar ese mandato en
beneficio de las personas. 

En el caso de México se inauguró una etapa garantista con
la reforma constitucional en materia de derechos humanos
que entró en vigor el 11 de junio de 2011,4 misma que pre-
cisa las bases a partir de las cuales el diseño, formulación e
implantación de mecanismos de tutela y garantía de aqué-
llos, debe efectuarse con base en el contenido valorativo y
principialista de preceptos constitucionales que sin duda
han de orientar la producción legislativa.

Ello es así en razón de que la Constitución debe ser enten-
dida como la principal fuente de derecho, que no la única,
porque en ella, más allá de un programa político, se contie-
nen valores y principios -derechos humanos- que han de
orientar el desarrollo de las funciones estatales y de mane-
ra importante la legislativa. 

Ciertamente el derecho es mucho más que la sola ley –o
mandatos definitivos como refiere Robert Alexy–5 y ello
implica dos importantes situaciones que no pueden pasarse
por alto por ningún legislador: la primera, como lo mencio-
na Norberto Bobbio, que este tiempo es uno: el de los de-
rechos; por lo que su protección se constituye en el proble-
ma que ha implicado por primera vez en la historia a toda
la humanidad.6

La segunda, que a partir de las normas deben protegerse y
garantizarse todos los derechos humanos para todas las per-
sonas, por lo que es imperativo asumir, como lo sostiene
Ronald Dworkin, los derechos en serio. 

Sin embargo, debe anotarse que la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en adelante Constitución
Federal, reconoce derechos humanos respecto de los cuales
se ha omitido la emisión de la legislación secundaria7 en la
que se determinen los mecanismos, en concordancia con las
prevenciones del Derecho Internacional de los Derechos
Humanos, que protejan y garanticen su goce y ejercicio.
Sirva como ejemplo mencionar los referentes a alimenta-
ción, réplica,  petición y objeción de conciencia.

Considerando lo anterior, es indispensable que ahora se
continúe avanzando en la protección y garantía de los dere-
chos humanos y, para ello resulta necesario vaya emitién-
dose la legislación secundaria que dé efectividad a los man-
datos constitucionales. 

Efectivamente, sólo a través de una norma secundaria que
tenga como punto de partida –por su fuerza vinculante– el
texto constitucional, podrá optimizarse el contenido del
mismo considerando el mayor beneficio para las personas. 

A fin de arribar a ese propósito, debe determinarse qué ins-
tancias resultan competentes para proteger y garantizar los
derechos humanos para, con base en ello, precisar a cuál
corresponde aprobar la legislación correspondiente.

Al respecto, la propia Constitución Federal ofrece una res-
puesta al precisar en el párrafo tercero del artículo 1º que: 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y
garantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisi-
bilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado de-
berá prevenir, investigar, sancionar y reparar las viola-
ciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley.

Del texto transcrito, categóricamente se desprende que
corresponde al estado –que comprende a la federación,
las entidades federativas, los municipios y el Distrito Fe-
deral- a quien compete garantizar el goce y ejercicio de
los derechos humanos. En ello encuentra fundamento la
concurrencia de facultades entre los diferentes órdenes
de gobierno para protegerlos y garantizarlos y, de ahí, la
justificación para que sean emitidas leyes generales8 que
determinen, entre otras cosas:

• Las bases para garantizar el goce y ejercicio de cada
derecho humano. 

• Los mecanismos de coordinación entre las autoridades
federales, estatales, municipales y del Distrito Federal.  

• La participación social en la adopción de las acciones
encaminadas a la efectividad de los derechos humanos.  

De tal forma, se estima corresponde al Congreso de la
Unión emitir las leyes generales que orienten las acciones y
tareas a desarrollar por cada instancia en materia de dere-
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chos humanos, para que de ahí, las entidades federativas
del país o, en su caso, el Distrito Federal, legislen en la mis-
ma sintonía.

En virtud de lo expresado, me permito presentar esta ini-
ciativa al tenor de la siguiente

Exposición de motivos

I. Apuntes sobre la reforma constitucional de junio de
2011 en materia de derechos humanos

El 10 de junio de 2011 se publicó en el Diario Oficial de la
Federación9 el decreto por el que se reformaron diversas
disposiciones de la Constitución Federal. 

El objeto de dicha reforma fue fortalecer el marco constitu-
cional en esa materia, así como armonizarlo con las dispo-
siciones del Derecho Internacional de Derechos Humanos
–incluso del humanitario-. Para concretarla, ambas cámaras
del Congreso de la Unión desarrollaron diversos trabajos. 

En 2009 en la Cámara de Diputados se llevó a cabo un am-
plio debate para alcanzar consensos en torno a las más de
30 iniciativas que proponían reformar varios artículos cons-
titucionales. A las mismas recayó un dictamen que fue
aprobado por el pleno, luego, la minuta correspondiente fue
turnada la Cámara de Senadores que el 7 de abril de 2010
la aprobó con modificaciones y regresó a la Cámara de Di-
putados.10

Aunados a esos trabajos, se desarrollaron foros de consulta
para escuchar propuestas de organizaciones de la sociedad
civil, de especialistas y académicos.  Finalmente, la cáma-
ra alta el 8 de marzo de 2011 autorizó las citadas reformas
que más adelante fueron aprobadas por las legislaturas de
estados como Aguascalientes, Baja California Sur, Campe-
che, Coahuila de Zaragoza, Colima, Chiapas, Chihuahua,
Durango, Estado de México, Michoacán, Nayarit, Quinta-
na Roo, Sonora, Tamaulipas, Veracruz, Yucatán y Zacate-
cas.11

Con motivo de aquella reforma se reconocen los derechos
estipulados en los instrumentos internacionales de los que
México es estado parte; se prevé la inscripción del princi-
pio pro personae como eje rector en la interpretación y
aplicación de las normas jurídicas para favorecer y brindar
mayor protección a las personas; se incorpora el control de
convencionalidad; se determina la obligación de las autori-

dades de respetar los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad de los derechos
humanos, así como para que, en el ámbito de sus compe-
tencias, los promuevan, protejan y garanticen; se actualizan
las bases para restringir o suspender el ejercicio de dere-
chos y garantías; se confieren nuevas facultades a la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) y se es-
tablece la obligación de los servidores públicos que no
acepten sus recomendaciones a fundar y motivar su negati-
va y hacerla pública o para que, en caso de que las recha-
cen, comparezcan ante el Senado de la República o ante la
Comisión Permanente a explicar los motivos de ello.12

De lo anterior puede apreciarse que con la aprobación de la
citada reforma constitucional se sentaron las bases a partir
de las cuales el reconocimiento, protección y garantía de
los derechos humanos de las personas se constituyen en eje
fundamental de la acción del estado, en guía para la inter-
pretación y aplicación de las normas secundarias y, en pa-
rámetro para orientar la producción legislativa en ese rubro.
Sentaron además las bases para una mayor promoción y
protección de los derechos humanos reconocidos interna-
cionalmente, al elevar a rango constitucional todos los esti-
pulados en los tratados internacionales de los que el Estado
Mexicano sea parte.

Ciertamente, esa reforma colocó en el escenario jurídico
nuevos esquemas para diseñar, formular e implantar meca-
nismos efectivos de protección y garantía, con base en la
visión axiológica y principialista contenida en el texto
constitucional.

II. Hacia la efectividad de los derechos humanos 

A. Sobre la protección de derechos humanos en el orden
jurídico nacional antes de la reforma de 2011

Se ha expuesto en las líneas que preceden como en México
se redefinió el orden constitucional en materia de derechos
humanos a raíz de la reforma de junio de 2011. Sin embar-
go, debe anotarse que antes de ello ya algunas leyes gene-
rales siguen esquemas de tutela y garantía de derechos hu-
manos –individuales y colectivos-. Están por ejemplo las
referentes a salud, educación, cultura física y deporte, de
acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, de equi-
librio ecológico y la protección al medio ambiente, asenta-
mientos humanos y desarrollo forestal y en todas ellas apa-
rece como común denominador la distribución de
competencias, la definición de los mecanismos de coordi-

Año III, Primer Periodo, 9 de octubre de 2014 / Anexo I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados80



nación entre las instancias involucradas en cada materia y
las bases para que, en su caso, los estados legislen sobre el
rubro correspondiente. 

Como puede observarse, se ha legislado siguiendo la ruta
que orienta esta propuesta, es decir, que corresponda al
Congreso de la Unión la aprobación de leyes generales que
establezcan la concurrencia del gobierno Federal, de los go-
biernos de los Estados, de los municipios y del Distrito Fe-
deral, en el ámbito de sus respectivas competencias, para
proteger y garantizar los derechos humanos, empero ahora,
al amparo de las renovadas prevenciones constitucionales. 

B. La legislación ordinaria: la vía para garantizar el go-
ce y ejercicio de todo derecho humanos 

Se ha apuntado ya que la Constitución Federal reconoce, a
través sus preceptos, derechos humanos y precisa la obliga-
ción del estado de garantizarlos. De tal forma, se está fren-
te a disposiciones normativas que por su naturaleza consti-
tucional y contenido principialista, deben orientar la
formulación e interpretación de otras, por lo que dichas
normas ha de ser parámetro en la producción legislativa o
en la significación o sentido de determinadas prevenciones
legales. 

Ciertamente, en una constitución permea una perspectiva
axiológica y principialista, de manera que en ella se reco-
gen valores y principios como expresión de los más altos
anhelos de una sociedad y de aquellos que son aceptados
universalmente por ser inherentes a las personas, esto por-
que “existe un núcleo constituido por la dignidad, la liber-
tad y la igualdad, que se tienen como valores en torno a los
cuales se articula el proyecto moral de los derechos y sin
los cuales no es posible el reconocimiento de una determi-
nada propuesta como perteneciente al ámbito de los dere-
chos”. 13

En suma, se está frente a mandatos constitucionales que re-
quieren, para su efectividad, ser optimizados por las nor-
mas secundarias.

En otras palabras expresado, las leyes ordinarias son la vía
para cumplir con los mandatos optimizadores previstos en
la constitución.14 Es ahí, en esas normas secundarias, don-
de pueden y han de concretarse y materializarse los medios
y mecanismos para promover, proteger y garantizar los de-
rechos humanos de las personas.

C. Sobre la emisión de leyes generales en la materia

De lo expuesto pueden derivarse los elementos que justifi-
carían la emisión, por el Congreso de la Unión, de leyes ge-
nerales y, de entre ellos, cabe mencionar los siguientes:

Primero, se trata de derechos humanos y, por tanto, todas
las autoridades del país tienen la obligación, en sus corres-
pondientes ámbitos de competencia, de implementar las ac-
ciones para respetarlos, protegerlos y garantizarlos.

Segundo, como consecuencia de lo anterior, aparece la con-
currencia entre de los diferentes órdenes de gobierno y, de
ahí, la posibilidad de que el Congreso de la Unión emita las
leyes generales que, en cada caso, determinen los ámbitos
competenciales de cada uno de ellos.

Tercero, las prevenciones legales que se deriven del texto
constitucional han de determinar el marco general de ac-
tuación de las instancias federales, estatales, municipales y
del Distrito Federal, a fin de que todas, en un marco de co-
ordinación de acciones, realicen las necesarias para ofrecer
mayor protección y benestar a las personas, así como otor-
gar las bases para el desarrollo de las leyes locales respec-
tivas.

Cuarto, la existencia de disposiciones previstas en leyes
generales como las señaladas con antelación en este docu-
mento que prevén ya la concurrencia de autoridades para
proteger y garantizar derechos humanos, tales como las de
salud, educación, cultura física y deporte, de acceso de las
mujeres a una vida libre de violencia, de equilibrio ecoló-
gico y la protección al medio ambiente, asentamientos hu-
manos y desarrollo forestal.

Quinto, los preceptos constitucionales que reconocen dere-
chos humanos contienen mandatos de optimización, desde
los cuales deberá procurarse el mayor beneficio para las
personas o realizarse en la mayor medida posible.15 De tal
forma que la legislación ordinaria se traduce en el vehículo
idóneo para darles efectividad. 

En otras palabras, tratándose de normas que reconocen de-
rechos humanos el estado debe establecer las condiciones
para que puedan cumplirse y ello será posible a través de la
producción legislativa.
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D. La incorporación de la facultad del Congreso de la
Unión para legislar en materia de derechos humanos en
la fracción XXIX-B del artículo 73, una cuestión de téc-
nica legislativa 

En la creación, reforma o adición de las leyes resulta nece-
sario hacer acopio de las herramientas que ofrece la técni-
ca legislativa, a fin de “definir las características formales
que debe tener un texto normativo, como son: el uso del
lenguaje, su estructura lógica, brevedad, claridad; y la in-
serción armónica dentro del sistema jurídico, es decir, de su
cumplimiento con las reglas de reconocimiento (constitu-
cionalidad y legalidad)”.16

Expresado en otra forma, “la técnica legislativa consiste en
el arte de redactar los preceptos jurídicos de forma bien es-
tructurada, que cumpla con el principio de seguridad jurídi-
ca y los principios generales de derecho”.17

Considerando lo anterior puede apreciarse que toda pro-
ducción normativa debe emplear las herramientas que ofre-
ce la técnica legislativa18 tales como las relativas a la ra-
cionalidad jurídico formal o técnico – jurídica, esto es, las
necesarias para integrar armónicamente la norma que se
crea, reforma o adiciona al sistema normativo del cual ha-
brá de formar parte. 

Por ejemplo, tratándose de una reforma o adición al texto
constitucional lo primero que habrá de considerarse para
efectuar esa integración armónica es verificar que el texto
correspondiente no sea inconstitucional. Luego tendrá que
determinarse que su incorporación en el apartado corres-
pondiente sea coherente y consistente con el resto de las
disposiciones que lo integren; se trata entonces de que se le
incluya de manera sistemática y ello se traduce, entre otras
cosas, en el orden en que deberá aparecer en el texto del or-
denamiento correspondiente. 

En el caso de la propuesta que se contiene en esta iniciati-
va cuyo objeto es otorgar al Poder Legislativo federal la fa-
cultad para emitir las leyes a partir de las cuales se protejan
y garanticen con efectividad los derechos humanos recono-
cidos en la Constitución Federal, así como en los tratados
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte,
cabe destacar que, conforme a la técnica legislativa, lo pro-
pio es incorporarla en el artículo constitucional en el que se
enumeran las atribuciones conferidas al Congreso, esto es
el 73. Posteriormente, cabría incluirla, en lo particular, jun-
to a aquellas otras facultades que versan sobre la expedi-

ción de leyes. Así, lo propio sería adicionar una nueva frac-
ción.

Sin embargo, cabe anotar que por alguna circunstancia en
ese artículo 73 se ha omitido por el Constituyente Perma-
nente desde 1967 la fracción XXIX-A. 

Efectivamente, del texto vigente de la Constitución Federal
puede darse cuenta de dicha omisión, puesto que de la frac-
ción XXIX se continúa con la XXIX-B19 y subsecuentes
hasta la fracción XXIX-U.20

Ante tal circunstancia se aprecia que aquella omisión pue-
de –y debe- ser subsanada. Las razones para ello van desde
considerar que la omisión aparece en la Constitución Fede-
ral que es la principal fuente de derecho en el país, o esti-
marse que precisamente la misma se presenta en el artículo
que determina las atribuciones del Congreso de la Unión el
cual es responsable de conducir la producción constitucio-
nal o, simplemente, asumir que se está frente a un error re-
sultado de una inadecuada técnica legislativa.

En tal virtud, se propone en esta iniciativa adicionar aque-
lla fracción XXIX-A y en la misma incorporar el texto ac-
tual de la fracción XXIX-B para después reformar el texto
de esta fracción, a fin de prever en ella la facultad de legis-
lar en materia de derechos humanos, de manera que se le
ubique sistemáticamente con aquellas otras fracciones que
también facultan sobre la emisión de leyes.

Sirva para esquematizar esta propuesta el siguiente cuadro
comparativo:
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IV. La participación de los sectores social y privado: un
apoyo fundamental en la protección y garantía de los
derechos humanos

Para promover, proteger y garantizar los derechos humanos
se requiere de la participación y colaboración de la socie-
dad en su conjunto para que, a través de sus organizaciones
sociales y privadas, intervenga en la formulación, ejecución
y evaluación de políticas públicas tendientes a la realiza-
ción de aquellos objetivos.  

Se estima entonces debe institucionalizarse dicha participa-
ción en la ley. Que sea ésta la que defina los esquemas de
vinculación gobierno-sociedad, que determine los mecanis-
mos de integración y colaboración y que señale las tareas y
responsabilidades que habrán de ser compartidas. 

Ciertamente, ya en México se han constituido organizacio-
nes que tienen como objetivo promover, garantizar y de-
fender los derechos humanos, mismas que están integradas
por representantes de la sociedad, civil, académicos y espe-
cialistas, quienes trabajan para promover la salvaguarda de
los derechos fundamentales en el país.  

Sin embargo, como en toda gran tarea, se requiere sumar
esfuerzos y multiplicar las acciones, de ahí que, promover
la participación de los sectores social y privado sea una ra-
zón más para que el Congreso de la Unión emita las leyes
generales que resulten necesarias en materia de derechos
humanos.  

Con base en las consideraciones antes expuestas, me per-
mito someter ante esta Soberanía el siguiente proyecto de
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Decreto

Único. Se adiciona la fracción XXIX-A y se reforma la
fracción XXIX-B del artículo 73 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como si-
guen: 

Artículo 73. … 

I a XXIX. …

XXIX- A. Para legislar sobre las características y uso de
la Bandera, Escudo e Himno Nacionales.

XXIX-B. Para emitir leyes que establezcan la concu-
rrencia del Gobierno Federal, de los gobiernos de los Es-
tados, de los municipios y del Distrito Federal, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, para proteger y
garantizar los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los que
el Estado Mexicano sea parte, así como para determinar
los mecanismos de participación de los sectores social y
privado.

XXIX-C a XXIX-U…

XXX. … 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas:

1 Si se remota la memoria a mediados del siglo XX podrá recordarse
que al final de la Segunda Guerra Mundial se desarrollaron -de 1945
a 1946- juicios que sacudieron el pensamiento jurídico: los de Nü-
rembergen contra los funcionarios nazis. Ahí, a éstos se les juzgó y
condenó por haber violado el derecho, aun cuando habían observado
la ley. Ello fue así porque, si bien cumplieron con las prevenciones
dictadas por la normativa alemana vigente, ésta atentaba contra los
bienes más preciados de las personas: los que son inherentes a su
dignidad humana. 

A esos hechos habrían de sumarse otros de significada trascendencia: la
conformación de la Organización de las Naciones Unidas y la adopción
de la Declaración Universal de Derechos Humanos. 

2 Pampillo Baliño, Juan Pablo, Historia general del derecho, Colección
de Textos Jurídicos Universitarios, Ed. Oxford, México, D.F., 2008, p.
297.

3 Vigo, Rodolfo Luis, Constitucionalizarían y judicialización del dere-

cho, del estado de derecho legal al estado de derecho constitucional, Ed.
Porrúa y Universidad Panamericana, México, D.F., 2013. pp. 61 y 62.

4 Que se suma a la reforma constitucional, también de junio de 2011,
en materia de amparo.

5 Ibídem, p. 5.

6 Cfr. El Tiempo de los derechos, Bobbio, Norberto, Ed. Sistema,  trad.
Rafael de Asís Roig, Madrid, 1991, pp. 66 a 68, documento en línea
disponible en http://upecen.edu.pe/ebooks/Derecho/Teor%C3%ADa%
20del%20Derecho/El%20Tiempo%20de%20los%20Derechos.%20No
rberto%20Bobbio.pdf.

7 Diferente a aquella que se mandata emitir con motivo de la reforma
constitucional de 2011 en materia de derechos humanos.

8 Cabe referir que si bien el artículo 124 de la Constitución Federal de-
termina el ámbito competencial de la federación y, la denominada resi-
dual respecto de las entidades federativas, el propio texto constitucio-
nal ha ido confiriendo al Congreso de la Unión la atribución para
formular el reparto de competencias - facultades concurrentes- para que
las autoridades de los diferentes órdenes de gobierno actúen en una
misma materia de conformidad con las leyes generales que así lo de-
terminen; leyes éstas que precisan las bases para la emisión de normas
locales –de ahí que se conozca a aquéllas como leyes marco. 

Lo anterior encuentra respaldo en los criterios sustentados por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación en las tesis siguientes: 

Facultades concurrentes en el sistema jurídico mexicano. Sus ca-
racterísticas generales. Si bien es cierto que el artículo 124 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que:
“Las facultades que no están expresamente concedidas por esta Cons-
titución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los Es-
tados.”, también lo es que el Órgano Reformador de la Constitución de-
termino?, en diversos preceptos, la posibilidad de que el Congreso de
la Unión fijara un reparto de competencias, denominado “facultades
concurrentes”, entre la Federación, las entidades federativas y los Mu-
nicipios e, inclusive, el Distrito Federal, en ciertas materias, como son:
la educativa (artículos 3o., fracción VIII y 73, fracción XXV), la de sa-
lubridad (artículos 4o., párrafo tercero y 73, fracción XVI), la de asen-
tamientos humanos (artículos 27, párrafo tercero y 73, fracción XXIX-
C), la de seguridad pública (artículo 73, fracción XXIII), la ambiental
(artículo 73, fracción XXIX-G), la de protección civil (artículo 73, frac-
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ción XXIX-I) y la deportiva (artículo 73, fracción XXIX-J). Esto es, en
el sistema jurídico mexicano las facultades concurrentes implican que
las entidades federativas, incluso el Distrito Federal, los Municipios y
la Federación, puedan actuar respecto de una misma materia, pero se-
rá? el Congreso de la Unión el que determine la forma y los términos
de la participación de dichos entes a través de una “ley general”.

Tesis de jurisprudencia 142/2001. Semanario Judicial de la Federación
y su Gaceta, Novena Época. Tomo XV, Enero de 2002, p. 1042, en lí-
nea disponible en http://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGene-
ralV2.aspx?Epoca=1e3e10000000000&Apendice=1000000000000&E
xpresion=facultades%2520concurrentes&Dominio=Rubro&TA_TJ=2
&Orden=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=6&Epp=20&Desde=-
100&Hasta=-100&Index=0&ID=187982&Hit=5&IDs=160028,
160856,161385,163374,187982,204018&tipoTesis=&Semanario=0&t
abla=

Leyes generales. Interpretación del artículo 133 constitucional. La
lectura del precepto citado permite advertir la intención del Constitu-
yente de establecer un conjunto de disposiciones de observancia gene-
ral que, en la medida en que se encuentren apegadas a lo dispuesto por
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituyan
la “Ley Suprema de la Unión”. En este sentido, debe entenderse que las
leyes del Congreso de la Unión a las que se refiere el artículo constitu-
cional no corresponden a las leyes federales, esto es, a aquellas que re-
gulan las atribuciones conferidas a determinados órganos con el objeto
de trascender únicamente al ámbito federal, sino que se trata de leyes
generales que son aquellas que pueden incidir válidamente en todos los
órdenes jurídicos parciales que integran al Estado Mexicano. Es decir,
las leyes generales corresponden a aquellas respecto a las cuales el
Constituyente o el Poder Revisor de la Constitución ha renunciado ex-
presamente a su potestad distribuidora de atribuciones entre las entida-
des políticas que integran el Estado Mexicano, lo cual se traduce en una
excepción al principio establecido por el artículo 124 constitucional.
Además, estas leyes no son emitidas motu proprio por el Congreso de
la Unión, sino que tienen su origen en cláusulas constitucionales que
obligan a éste a dictarlas, de tal manera que una vez promulgadas y pu-
blicadas, deberán ser aplicadas por las autoridades federales, locales,
del Distrito Federal y municipales. 

Tesis aislada, No. Registro 172,739, Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta. Tomo XXV, abril de 2007, en línea disponible en 

http://sjf.scjn.gob.mx/sjfsist/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?Epo-
ca=1e3e18000000000&Apendice=1000000000000&Expre-
sion=%2522interpretaci%25c3%25b3n%2520del%2520art%25c3%25
adculo%2520133%2522&Dominio=Rubro,Texto&TA_TJ=2&Or-
den=1&Clase=DetalleTesisBL&NumTE=13&Epp=20&Desde=-
100&Hasta=-100&Index=0&ID=172739&Hit=9&IDs=2003860,

2003682, 2002589,161358,165153,167850,168977,171275,172739,
172667,172650,180240,192867&tipoTesis=&Semanario=0&tabla=.

9 Diario Oficial de la Federación del 10 de junio de 2011, en línea, dis-
ponible en http://dof.gob.mx/

10 García Ramírez, Sergio, Hacia una nueva regulación constitucional

sobre derechos humanos (2009-2011), documento en línea disponible
en http://biblio.juridicas.unam.mx/revista/pdf/DerechoCompara-
do/131/el/el11.pdf 

11 Para mayor detalle puede consultarse el documento “Reforma cons-
titucional relativa a los derechos humanos y los tratados internaciona-
les”, recuento del proceso legislativo y de los principales  instrumentos
internacionales a los que alude dicha reforma, elaborado por la Direc-
ción General de Servicios de Documentación, Información y Análisis
de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, junio de 2012,
documento en línea disponible en http://www.diputados.gob.mx/ce-
dia/sia/spi/SAPI-ISS-15-12.pdf

12 Efectivamente, “Los documentos conducentes a la reforma recono-

cen que la fórmula asumida tiene signo iusnaturalista, fincado en la

dignidad humana. Los derechos son preexistentes al reconocimiento

por el Estado. Esta prexistencia también es ampliamente reconocida en

el DIDH”. García Ramírez Sergio, Op. Cit., nota 8, p. 820.

13 Meier García, Eduardo, “(Neo) constitucionalismo e internacionali-
zación de los derechos”, Universitas Revista de Filosofía, Derecho y

Política. s.e., no. 15,  p. 52, documento en línea disponible en
http://universitas.idhbc.es/n15/15-03.pdf 

14 “Si el derecho actual esta? compuesto de reglas y de principios, ca-
be observar que las normas legislativas son prevalentemente reglas,
mientras que las normas constitucionales sobre derechos y sobre la jus-
ticia son prevalentemente principios […] Por ello, distinguir los princi-
pios de las reglas significa, a grandes rasgos, distinguir la Constitución
de la ley”. Zagrebelsky, citado por García Figueroa, Alfonso en El no

positivismo principialista, fl diritto mite de Gustavo Zagrebelsky. Do-
cumento en línea disponible en  file:///Users/macbookpro/Downlo-

ads/Dialnet-ElNoPositivismoPrincipalistaEnIlDirittoMiteDeGusta-

142373.pdf

15 Citado por Bernal Pulido Carlos, en Estructura y límites al referirse
a la Fórmula del Peso, documento en línea disponible en la siguiente di-
rección electrónica
http://publicaciones.ua.es/filespubli/pdf/02148676RD49949854.pdf

16 Miguel Carbonell y Susana Thalía Pedroza de la Llave (coordina-
dores), Elementos de técnica legislativa, Instituto de Investigaciones
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Jurídicas, Serie Doctrina Jurídica, Nu?m. 44, Universidad Nacional
Autónoma de México, México, D.F., 2000, p. 37

17 Ibídem, p. 41

18 Bien podría hacerse mención a consideraciones vinculadas a la teo-
ría legislativa, no obstante, para los propósitos de esta iniciativa baste
con referir a la técnica legislativa.

19 Que fue adicionada en 1967.

20 El Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional
Autónoma de México, ofrece en su página electrónica documentos que
detallan sobre la evolución de la Constitución Federal, por artículos.
Ahí aparecen cada una de las 71 reformas o adiciones que, desde 1917
hasta la fecha, se han realizado al artículo 73. Enlace en http://www.ju-
ridicas.unam.mx/infjur/leg/constmex/hisxart.htm   

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de septiembre de  2014.— Di-
putados: Miriam Cárdenas Cantú, María del Rocío Corona Nakamura,
Elvia María Pérez Escalante (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS
UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 74 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados Luis Armando Córdova Díaz y María del Car-
men García de la Cadena Romero, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

Los suscritos, Luis Armando Córdova Díaz y María del
Carmen García de la Cadena Romero, diputados federales
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, y 135 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta honorable asamblea iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones del artículo 74 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Es una realidad que el quehacer gubernamental en el ejer-
cicio de su labor soberana de proteger los intereses primi-
genios de la nación mexicana ha ido evolucionando con el
paso de los años, para dar pauta a nuevas formas y expre-
siones en el ejercicio del gobierno.

El concepto de que el supremo poder de la unión, se divi-
de, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial,
no ha cambiado en el aspecto doctrinario ni en el enuncia-
do constitucional, sin embargo, en la realidad poco a poco
han ido surgiendo nuevos entes cuya función y razón de
existencia se encuentran plasmados en la propia Carta
Magna y su labor es la de mantener un nivel de autonomía
pues se trata en la mayoría de los casos de órganos vigilan-
tes del cumplimiento normativo del Ejecutivo frente a los
demás poderes o en su relación con los ciudadanos.

Estas figuras mantienen una característica dual: por una
parte, son independientes de los denominados “poderes pri-
marios” y por la otra, siguen formando parte del estado Me-
xicano; son, sin lugar a dudas, ejemplo del dinamismo del
mundo jurídico y de la realidad cambiante de la distribu-
ción del poder público; a estos entes se les otorga la deno-
minación de “Órganos Constitucionales Autónomos”.

Los órganos constitucionalmente autónomos son definidos
en la teoría como aquéllos creados inmediata y funda-
mentalmente en la Constitución, y que no se adscriben
a los poderes tradicionales del Estado.1

Por su parte, Susana Thalía Pedroza de la Llave2 señala que
los órganos constitucionalmente autónomos tienen las si-
guientes características:

a) Autonomía de tipo político-jurídica, administrativa y
financiera.

b) El órgano debe tener personalidad jurídica y potestad
normativa o reglamentaria.

c) Se deben establecer de forma precisa las competen-
cias propias y exclusivas de los entes y órganos.

d) Deben contar con capacidad para organizarse, inclu-
yendo la selección de su personal, establecimiento de las
medidas disciplinarias y designación de sus autoridades.

e) Gozar de autonomía financiera o de gasto.
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f) No tener influencia proveniente de las fuerzas políti-
cas.

g) Sus titulares tienen un estatuto jurídico especial que
los resguarda de la presión o influencia de otros órganos.

h) Sus integrantes son personas de reconocido prestigio
y experiencia en la materia.

i) Sus integrantes están sujetos a un marco de incompa-
tibilidades.

j) La remuneración de sus titulares debe ser la misma
que la otorgada a los Secretarios de Estado.

k) Debe tener derecho de iniciativa legislativa en las le-
yes de su competencia.

l) El órgano debe tener facultad para reglamentar la ley
que le da competencia.

m) Las decisiones más importantes son tomadas de for-
ma colegiada.

n) Deben prestar informes y comparecer ante el Congre-
so.

o) El órgano no debe estar sujeto a cualquiera de los tres
Poderes de la Unión.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha estableci-
do que son sólo cuatro las características de los órganos
autónomos:

a) Estar establecidos y configurados directamente en la
Constitución;

b) Mantener con los otros órganos del Estado relaciones
de coordinación;

c) Contar con autonomía e independencia funcional y fi-
nanciera; y,

d) Atender funciones coyunturales del Estado que re-
quieran ser eficazmente atendidas en beneficio de la so-
ciedad.

Aunque son diversas las características materiales que al
órgano constitucional autónomo le son atribuidas desde la
perspectiva doctrinaria, las peculiaridades formales han si-

do determinadas por el máximo tribunal de control consti-
tucional en México, el cual para mayor abundamiento, de-
fine en la jurisprudencia la esencia jurídica del mismo; para
sustentar lo anterior, incorporo la siguiente jurisprudencia,
sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, Febrero de
2008, página 1871, que al tenor literal reza:

ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNO-
MOS. SUS CARACTERÍSTICAS. Con motivo de la
evolución del concepto de distribución del poder públi-
co se han introducido en el sistema jurídico mexicano, a
través de diversas reformas constitucionales, órganos
autónomos cuya actuación no está sujeta ni atribuida a
los depositarios tradicionales del poder público (Poderes
Legislativo, Ejecutivo y Judicial), a los que se les han
encargado funciones estatales específicas, con el fin de
obtener una mayor especialización, agilización, control
y transparencia para atender eficazmente las demandas
sociales; sin que con ello se altere o destruya la tradicio-
nal doctrina de la división de poderes, pues la circuns-
tancia de que los referidos organismos guarden autono-
mía e independencia de los poderes primarios, no
significa que no formen parte del Estado mexicano, ya
que su misión principal radica en atender necesidades
torales tanto del Estado como de la sociedad en general,
conformándose como nuevos organismos que se en-
cuentran a la par de los órganos tradicionales. Ahora
bien, aun cuando no existe algún precepto constitucional
que regule la existencia de los órganos constitucionales
autónomos, éstos deben: a) estar establecidos y configu-
rados directamente en la Constitución; b) mantener con
los otros órganos del Estado relaciones de coordinación;
c) contar con autonomía e independencia funcional y fi-
nanciera; y, d) atender funciones coyunturales del Esta-
do que requieran ser eficazmente atendidas en beneficio
de la sociedad.

Controversia constitucional 32/2005. Municipio de Gua-
dalajara, Estado de Jalisco. 22 de mayo de 2006. Unani-
midad de ocho votos. Ausentes: Sergio Salvador Aguirre
Anguiano, José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez
Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Me-
za. Secretario: Martín Adolfo Santos Pérez.

El Tribunal Pleno, el catorce de enero en curso, aprobó,
con el número 12/2008, la tesis jurisprudencial que an-
tecede. México, Distrito Federal, a catorce de enero de
dos mil ocho.
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La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece la creación de diez órganos autónomos, los cuales
se enlistan en el siguiente cuadro:

Como se aprecia  en el cuadro anterior, los Órganos Cons-
titucionalmente Autónomos están encargados de funciones
muy relevantes para el Estado y los cuales se consideran
deben estar dotados de independencia respecto a los Pode-
res de la Unión, para desarrollar sus labores de forma im-
parcial, de ahí la dualidad: su labor es tan determinante pa-
ra la función gubernamental que deben estar plasmados en
el texto constitucional, dotados de autonomía pero al mis-
mo tiempo, ser parte del orden jurídico nacional a efecto de
que sus determinaciones trasciendan y tengan relevancia.

La esencia de que los órganos constitucionales autónomos
son parte de la función estatal se materializa en el hecho de
que los servidores públicos de los referidos no se encuen-
tran exentos del régimen de responsabilidades que estable-
ce el Título Cuarto de la Constitución General, por lo cual
los mismos cuentan con Contralorías, en ocasiones deno-
minadas “Generales” y en otras “Internas”, encargadas de
las funciones establecidas en la Ley Federal de Responsa-
bilidades Administrativas de los Servidores Públicos para
todos los entes públicos de la Federación. 

Designación de los titulares de las contralorías de los ór-
ganos autónomos

Conforme a los artículos 28 fracción XII y 41 apartado A
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, corresponde a la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión la facultad de designar a los Contralores de la
Comisión Federal de Competencia Económica, del Institu-
to Federal de Telecomunicaciones y del Instituto Nacional
Electoral.
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Sin embargo, no sucede lo mismo en el caso de los otros 7
Órganos Autónomos3 establecidos en la Constitución y cu-
yos Contralores no son designados ni removidos por esta
Soberanía; por lo que, en consecuencia, su nombramiento y
remoción se da por las cabezas de los propios Órganos Au-
tónomos en demérito de la independencia e imparcialidad
con que deben desempeñar sus funciones de control inter-
no pues se convierten en vigilantes de quien les otorgó el
cargo lo que vuelve prácticamente incompatible su función
con aspectos de certeza, objetividad, legalidad y transpa-
rencia.

Otro aspecto relevante es que no existe una autoridad en-
cargada de sancionar a los servidores públicos de esas Con-
tralorías Internas en los Órganos Autónomos que incurrie-
ran en responsabilidad administrativa como ocurre en el
caso del Ejecutivo, en el cual lo hace la Secretaría de la
Función Pública. Esta circunstancia se constituye en un
área de opacidad en la actuación de las personas adscritas a
esas Contralorías pues no existe siquiera la instancia ante la
que cualquier ciudadana o ciudadano pudieran acudir para
ejercer una pretensión de derecho en perjuicio de la legali-
dad.

Es claro que con el estatus actual, no será posible contar
con Contralorías objetivas y cuya función se apegue a los
más altos estándares de cumplimiento normativo, ya que
además, no existe, ni en el marco teórico, ni en la práctica,
ni en algún antecedente jurisdiccional, razón alguna o im-
pedimento para que sea otro poder de la unión quien reali-
ce la función de nombrar, ratificar y remover a quien se en-
cargue del cumplimiento puntual de la función pública en
los siete Órganos Autónomos antes mencionados.

Por lo anterior, propongo que se otorgue competencia a la
Cámara de Diputados para que designe a los Contralores
Internos en todos y cada uno de los Órganos Autónomos sin
excepción, siguiendo los parámetros y el diseño que en su
momento, a nivel constitucional se establecen para la de-
signación de los Contralores en la Comisión Federal de
Competencia Económica, en el Instituto Federal de Teleco-
municaciones y en el Instituto Nacional Electoral.

También es indispensable que dichos servidores públicos
sean designados por un periodo fijo y que sólo puedan ser
removidos por esta Soberanía, a efecto de dotarlos de esta-
bilidad en el trabajo que repercuta en la independencia pa-
ra dictar sus resoluciones respecto al o los titulares de los
Órganos Autónomos y sus determinaciones no sean funda-

das o motivadas por el interés de la permanencia laboral o
por aspectos ajenos a los que establecen las normas jurídi-
cas en nuestro país.

Aunado a lo anterior, propongo que se otorgue competen-
cia a la Contraloría General de la Cámara de Diputados pa-
ra iniciar, conocer y resolver los procedimientos de respon-
sabilidad administrativa instaurados en contra de los
servidores públicos de las Contralorías en los Órganos Au-
tónomos, con la finalidad de que éstos no queden impunes
y sigan gozando de un esquema que privilegia la opacidad,
se encuentra bajo una completa falta de rendición de cuen-
tas por su gestión, todo ante la ausencia de una autoridad
que pueda sancionarlos administrativamente.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta Honorable Asamblea, la siguiente inicia-
tiva con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona una fracción VIII, recorriendo
la actual VIII a IX del artículo 74 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como si-
gue:

Artículo 74.- Son facultades exclusivas de la Cámara de
Diputados:

I. a VII. …

VIII. Designar, mediante voto de las dos terceras par-
tes de los diputados presentes, a los Titulares de las
Contralorías de los Órganos Autónomos establecidos
en esta Constitución, quienes durarán en su encargo
un plazo de seis años, quienes  podrán ser reelectos
por una sola vez. En consecuencia, la Cámara de Di-
putados emitirá convocatoria pública para que Insti-
tuciones de educación superior propongan los candi-
datos a dichos cargos, quienes concursarán con base
en los principios de legalidad, eficiencia, objetividad,
calidad, imparcialidad, equidad, competencia por
mérito y equidad de género.

Corresponde en forma exclusiva a la Cámara de Di-
putados decidir, por el voto de dos terceras partes de
los legisladores presentes, de las renuncias, de las so-
licitudes de licencia y de las remociones de los Titula-
res de las Contralorías a que se refiere esta fracción.
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La Cámara de Diputados, a través de su Contraloría,
conocerá y resolverá de las responsabilidades admi-
nistrativas que, en términos del Título Cuarto de es-
ta Constitución y de las leyes respectivas, cometan los
servidores públicos de las Contralorías de los Órga-
nos Autónomos a que se refiere esta Constitución; se
requerirá la votación de las dos terceras partes de los
diputados presentes para la imposición de la sanción
de destitución, sólo por lo que hace a los Titulares de
esas Contralorías Internas; y

IX. Las demás que le confiere expresamente esta Cons-
titución.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. Los Titulares de los Órganos del Control de los
Órganos Autónomos que hayan sido designados por la Cá-
mara de Diputados permanecerán en su cargo, de confor-
midad con los términos de su nombramiento.

Tercero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, a través de su Mesa Directiva, deberá emitir las con-
vocatorias para que se presenten candidatos a ocupar la Ti-
tularidad de las Contralorías de los órganos Autónomos,
con excepción de lo previsto en el artículo transitorio si-
guiente, dentro de los treinta días siguientes a la entrada en
vigor del presente decreto.

Cuarto. El proceso para la designación del Contralor de la
Fiscalía General de la República se deberá iniciar, median-
te la expedición de la Convocatoria respectiva, dentro de
los treinta días siguientes a la declaratoria expresa de en-
trada en vigor de la autonomía constitucional de la referida
Fiscalía General, de conformidad a lo establecido en el ar-
tículo décimo sexto transitorio del decreto de reformas
constitucionales publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 10 de febrero de 2014.

Quinto. Los Contralores de los Órganos Autónomos que
actualmente desempeñan dicho cargo, o bien los servidores
públicos que los sustituyan, seguirán en su cargo hasta en
tanto la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión
no rinda protesta a los nuevos Contralores.

Sexto. Se derogan las disposiciones legales y reglamenta-
rias que se opongan al presente decreto.

Notas:

1 Cárdenas Gracia, Jaime, Una Constitución para la democracia. Pro-

puestas para un nuevo orden constitucional. UNAM, México, 1996. p.
244

2 Pedroza de la Llave, Susana Thalía, “Los Órganos Constitucionales
Autónomos”, en Serna de la Garza José María et. al (editores). Estado

de Derecho y Transición Jurídica, Serie Doctrina Jurídica, número 95,
UNAM, México, 2002, págs. 179-181.

3 Los 7 Órganos Autónomos son: 1) Banco de México; 2) Consejo Na-
cional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social; 3) Comisión
Nacional de los Derechos Humanos; 4) Fiscalía General de la Repúbli-
ca; 5) Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Da-
tos;6) Instituto Nacional de Estadística y Geografía; y, 7) Instituto Na-
cional para la Evaluación de la Educación.

Dado en la Cámara de Diputados, a los 30 días del mes de septiembre
de 2014.— Diputados: Luis Armando Córdova Díaz, María del Carmen
García de la Cadena Romero, Elvia María Pérez Escalante (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCION
Y SERVICIOS

«Iniciativa que reforma los artículos 2o., 4o. y 8o. de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, a car-
go del diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño, del Grupo
Parlamentario del PAN

Marcelo de Jesús Torres Cofiño, integrante de la LXII Le-
gislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, con fundamento en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a consideración del pleno
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman diversos artículos
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios, al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

Los bienes que se encuentran gravados en la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, actualmente
se encuentran exentos del pago por la exportación de los
mismos. Esto representa un grave error en el tratamiento
fiscal que debiera darse a las exportaciones.

Lo anterior ha provocado que actualmente no sea posible
acreditar el impuesto pagado en la adquisición de insumos
de los bienes gravados en la Ley del IEPS, incrementando
injustificadamente los costos para los exportadores, ya que
de este impuesto solo se recupera un 30 por ciento vía de-
ducción del ISR. Por lo anterior, es necesario impulsar la
competitividad y reducir la carga extraordinaria para los ex-
portadores de los diversos sectores que se ven afectos a es-
ta ley.

Al ser las exportaciones un componente del PIB, ante un
escenario de reajustes en las expectativas de crecimiento
económico, desaceleración de las exportaciones desde
2012 y la caída de las exportaciones petroleras en -8.8 por
ciento de enero a agosto de 2014; urgen medidas que apo-
yen el crecimiento de las exportaciones no petroleras. Mis-
mas que para el mismo período de enero-agosto 2014 cre-
cieron 5.9 por ciento respecto a dicho período del año
anterior, lo que es insuficiente para compensar la caída de
las exportaciones petroleras. De ahí que resulte necesario,
promover medidas que incentiven y apoyen el crecimiento
de nuestras exportaciones.

Por lo anterior, se propone incorporar a la ley, la aplicación
de la tasa del 0 por ciento a las exportaciones, así como es-
pecificar que para el caso de las exportaciones debe proce-
der el acreditamiento. 

Derivado de lo anterior, someto a la consideración del ple-
no el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversos artículos de
la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Ser-
vicios

Artículo Único. Se adiciona una fracción III al artículo 2
y se reforman los artículos 4 y 8 de la Ley del Impuesto
Especial sobre Producción y Servicios para quedar como
sigue:

Texto Vigente

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a
continuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas
siguientes:

(…)

Artículo 4o. Los contribuyentes a que se refiere esta
Ley, pagarán el impuesto a su cargo, sin que proceda
acreditamiento alguno contra dicho pago, salvo en los
supuestos a que se refiere el siguiente párrafo. 

Únicamente procederá el acreditamiento del impuesto
trasladado al contribuyente por la adquisición de los bie-
nes a que se refieren los incisos A), F), G), I) y J) de la
fracción I del artículo 2o. de esta Ley, así como el paga-
do por el propio contribuyente en la importación de los
bienes a que se refieren los incisos A), C), D), E), F), G),
H), I) y J) de dicha fracción, siempre que sea acreditable
en los términos de la citada Ley. 

El acreditamiento consiste en restar el impuesto acredi-
table, de la cantidad que resulte de aplicar a los valores
señalados en esta Ley, las tasas a que se refiere la frac-
ción I, incisos A), F), I) y J) del artículo 2o. de la misma,
o de la que resulte de aplicar las cuotas a que se refieren
los artículos 2o., fracción I, incisos C), segundo y tercer
párrafos, G) y H) y 2o.-C de esta Ley. Se entiende por
impuesto acreditable, un monto equivalente al del im-
puesto especial sobre producción y servicios efectiva-
mente trasladado al contribuyente o el propio impuesto
que él hubiese pagado con motivo de la importación, ex-
clusivamente en los supuestos a que se refiere el segun-
do párrafo de este artículo, en el mes al que correspon-
da. 

Para que sea acreditable el impuesto especial sobre pro-
ducción y servicios en términos de los párrafos que an-
teceden, deberán reunirse los siguientes requisitos: 

I. Que se trate de contribuyentes que causen el impues-
to en relación con el que se pretende acreditar, en los tér-
minos de esta Ley y que corresponda a bienes o servi-
cios por los que se deba pagar el impuesto. 

(…)
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Artículo 8o. No se pagará el impuesto establecido en es-
ta Ley:

(…)

II. Por la exportación de los bienes a que se refiere esta
Ley. En estos casos, los exportadores estarán a lo dis-
puesto en la fracción XI del artículo 19 de la misma.

Texto Sugerido

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a
continuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas
siguientes:

(…)

III. Por la exportación de los bienes a que se refiere
esta Ley…………………........................ 0 por ciento

En estos casos, los exportadores estarán a lo dispues-
to en la fracción XI del artículo 19 de la misma.

Artículo 4o. Los contribuyentes a que se refiere esta
Ley, pagarán el impuesto a su cargo, sin que proceda
acreditamiento alguno contra dicho pago, salvo en los
supuestos a que se refiere el siguiente párrafo. 

Únicamente procederá el acreditamiento del impuesto
trasladado al contribuyente por la adquisición de los bie-
nes a que se refieren los incisos A), F), G), I) y J) de la
fracción I del artículo 2o. de esta Ley, así como el paga-
do por el propio contribuyente en la importación de los
bienes a que se refieren los incisos A), C), D), E), F), G),
H), I) y J) de dicha fracción, siempre que sea acreditable
en los términos de la citada Ley. 

El acreditamiento consiste en restar el impuesto acredi-
table, de la cantidad que resulte de aplicar a los valores
señalados en esta Ley, las tasas a que se refiere la frac-
ción I, incisos A), F), I) y J) del artículo 2o. de la misma,
o de la que resulte de aplicar las cuotas a que se refieren
los artículos 2o., fracción I, incisos C), segundo y tercer
párrafos, G) y H) y 2o.-C de esta Ley. Se entiende por im-
puesto acreditable, un monto equivalente al del impuesto
especial sobre producción y servicios efectivamente tras-
ladado al contribuyente o el propio impuesto que él hu-
biese pagado con motivo de la importación, exclusiva-
mente en los supuestos a que se refiere el segundo párrafo
de este artículo, en el mes al que corresponda. 

Para que sea acreditable el impuesto especial sobre pro-
ducción y servicios en términos de los párrafos que an-
teceden, deberán reunirse los siguientes requisitos: 

I. Que se trate de contribuyentes que causen el impues-
to en relación con el que se pretende acreditar, en los
términos de esta Ley y que corresponda a bienes o ser-
vicios por los que se deba pagar el impuesto, así como a
los que se les aplique la tasa del 0 por ciento.

(…)

Artículo 8o. No se pagará el impuesto establecido en es-
ta Ley:

(…)

II. Por la exportación de los bienes a que se refiere esta
Ley. En estos casos, los exportadores estarán a lo dis-
puesto en la fracción XI del artículo 19 de la misma.

II. Se deroga

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo, a 2 de octubre de 2014.— Diputado
Marcelo de Jesús Tores Cofiño (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABI-
LIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma el artículo 17 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a cargo de Ri-
cardo Monreal Ávila y suscrita por Ricardo Mejía Berdeja,
diputados del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano

Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el ar-
tículo 6, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someten a consideración del pleno de esta honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 17 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Hoy por hoy, resulta innegable afirmar que el conjunto de
iniciativas que se han presentado a cargo del Ejecutivo Fe-
deral comparten una característica común, la cual es que el
contenido de las mismas dista mucho de ser acordes con las
demandas de carácter social, equitativo y proporcional que
el pueblo mexicano necesita. 

Tan es así que pese a lo que anunciaba la propaganda gu-
bernamental, la reforma constitucional en materia energéti-
ca por la que se modificó el texto de los artículos 25, 27 y
28 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexi-
canos, no buscaba el desarrollo sostenido y sustentable que
el Estado mexicano requiere.

Lo que verdaderamente se pretendía con esta medida era
romper el monopolio existente en la industria petrolera Na-
cional para dejar el sector en manos de un oligopolio em-
presarial, cobijado por un esquema regulatorio endeble y
complaciente en claro detrimento de los intereses propios. 

Razón por la cual estamos siendo testigos de cómo los
grandes vicios de la enmienda a nuestro texto fundamental
en materia energética se convirtieron en una reglamenta-
ción secundaria voraz que tensiona gradualmente a un im-
portante sector de la sociedad.

Hoy se ha posibilitado la participación de empresas priva-
das domésticas y extranjeras indiscriminadamente y sin li-
mitación en cada una de las etapas de producción y distri-
bución de hidrocarburos. 

Así, bajo este nuevo esquema Petróleos Mexicanos será
visto como un competidor más dentro del mercado ener-
gético, pero con un tratamiento totalmente distinto al de
cualquier otra empresa del ramo, ya que pues en todo el
paquete de reformas secundarias jamás se contempló mo-
dificación alguna al régimen fiscal de Pemex, a fin de posi-
bilitar que ésta transite por un camino de rentabilidad al lar-
go plazo.

Tenemos que reconocer que nuestra paraestatal hace varias
décadas dejó de ser una empresa altamente productiva. Du-
rante los últimos cinco años, la producción de crudo en Pe-
mex ha caído en un 25%, pasando de 3.2 a 2.4 millones de
barriles diarios, importamos el 45% de la gasolina y un
70% de los petroquímicos que se utiliza en el país. Pemex
desarrolla sus actividades en una ambiente de ineficacia,
falta de inversión y corrupción. 

La ausencia de inversión en Pemex se debe primordial-
mente a que se encuentra atada a un riguroso esquema fis-
cal que la obliga a pagar más impuestos que las utilidades
que genera, siendo la única empresa del ramo a nivel inter-
nacional que experimenta este tipo de tratamiento.

En los últimos años la aportación de Pemex al ingreso fe-
deral ha representado entre el 35 y el 40 por ciento del to-
tal de la recaudación fiscal, lo que significó tan sólo para el
año 2012, el 95% de las utilidades brutas de la empresa pa-
ra ese año.  

El enfoque sobre el sector energético en nuestro país y con-
cretamente respeto al tema del petróleo, se ha centrado en
ver a esta importante palanca de desarrollo sólo como una
fuente de ingresos para el sostenimiento del gasto público. 

No se trata de descalificar sólo por descalificar a la reforma
en materia energética, pero nos resulta inapropiado que di-
chas modificaciones no contemplen ninguna disposición
tendiente a modificar el tratamiento fiscal de Pemex que le
permita mejorar su panorama financiero, por lo que resulta
evidente la falta de voluntad política para acabar de tajo con
esta problemática, y la incesante necesidad del Ejecutivo
por entregar el petróleo y la energía eléctrica a los grandes
capitales extranjeros.

El esquema recientemente aprobado es sencillamente con-
trario a todo lo que han hecho casi en su mayoría los países
petroleros pue se sigue fomentando la peligrosa relación
que existe entre Pemex y el presupuesto hacendario.

Resulta claro que mientras Petróleos Mexicanos no cuente
con autonomía de gestión, presupuestal, de inversión y una
carga fiscal normal a la de cualquier otra compañía petrole-
ra privada se encontrará en una amplia desventaja compa-
rativa frente a empresas como Exxon Mobil, a Shell, a Sta-
toil, a Petrobras, a Ecopetrol, etcétera, ya que serán estas
entidades extranjeras las que se verán beneficiadas por un
tratamiento fiscal que les permitirá maximizar sus utilida-
des a costa del bienestar económico de nuestro país. 
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En atención a todo lo anteriormente expuesto es que consi-
deramos necesario modificar la redacción del artículo 17 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacenda-
ria, ya que a través de éste se está obligando a que el ba-
lance financiero de las empresas productivas del Estado, así
como a sus subsidiarias a que el conjunto de activos, ingre-
sos y flujo de dinero de las mismas se destine a contribuir
con los requerimientos de la hacienda pública. 

Por lo anteriormente fundado y expuesto, sometemos a la
consideración de esta honorable Cámara de diputados la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 17 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria 

Único. Decreto por el que se reforma el artículo el artículo
97 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, para quedar como sigue:

Artículo 17. Los montos de ingreso previstos en la inicia-
tiva y en la Ley de Ingresos, así como de gasto contenidos
en el proyecto y en el Presupuesto de Egresos, y los que se
ejerzan en el año fiscal por los ejecutores del gasto, debe-
rán contribuir a alcanzar la meta anual de los requerimien-
tos financieros del sector público.

En caso de que, al cierre del ejercicio fiscal, se observe una
desviación respecto a la meta de los requerimientos finan-
cieros del sector público mayor al equivalente a un 2 por
ciento del gasto neto total aprobado, la Secretaría deberá
presentar una justificación de tal desviación en el último in-
forme trimestral del ejercicio.

Asimismo, el gasto neto total propuesto por el Ejecutivo
Federal en el proyecto de Presupuesto de Egresos, aquél
que apruebe la Cámara de Diputados y el que se ejerza en
el año fiscal, deberá contribuir al equilibrio presupuestario.
Para efectos de este párrafo, se considerará que el gasto ne-
to contribuye a dicho equilibrio durante el ejercicio, cuan-
do el balance presupuestario permita cumplir con el techo
de endeudamiento aprobado en la Ley de Ingresos.

Circunstancialmente, y debido a las condiciones económi-
cas y sociales que priven en el país, las iniciativas de Ley
de Ingresos y de Presupuesto de Egresos podrán prever un
déficit presupuestario. En estos casos, el Ejecutivo Federal,
por conducto de la Secretaría, al comparecer ante el Con-
greso de la Unión con motivo de la presentación de dichas
iniciativas, deberá dar cuenta de los siguientes aspectos:

I. El monto específico de financiamiento necesario para cu-
brir el déficit presupuestario;

II. Las razones excepcionales que justifican el déficit pre-
supuestario, y

III. El número de ejercicios fiscales y las acciones requeri-
das para que dicho déficit sea eliminado y se restablezca el
equilibrio presupuestario.

El déficit presupuestario deberá eliminarse durante el plazo
que se establezca conforme a lo señalado en la fracción III
de este artículo.

El Ejecutivo Federal reportará en los informes trimestrales
y la Cuenta Pública, el avance de las acciones, hasta en tan-
to no se recupere el equilibrio presupuestario.

En caso de que el Congreso de la Unión modifique el défi-
cit presupuestario en la Ley de Ingresos, deberá motivar su
decisión sujetándose a las fracciones I y II de este artículo.
A partir de la aprobación del déficit a que se refiere este pá-
rrafo el Ejecutivo Federal deberá dar cumplimiento a los
demás requisitos previstos en este artículo.

Texto del dictamen

Artículo 17.- Los montos de ingreso previstos en la inicia-
tiva y en la Ley de Ingresos, así como de gasto contenidos
en el proyecto y en el Presupuesto de Egresos, y los que se
ejerzan en el año fiscal por los ejecutores del gasto, debe-
rán contribuir a alcanzar la meta anual de los requerimien-
tos financieros del sector público. 

…

…

…

I. a III …

…

…

…

El gasto en inversión de Petróleos Mexicanos y sus em-
presas productivas subsidiarias no se contabilizará para
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efectos del equilibrio presupuestario previsto en este ar-
tículo. Lo anterior, sin perjuicio de que los requerimien-
tos financieros del sector público deberán contribuir a
mantener la salud financiera de la Administración Públi-
ca Federal y a una evolución ordenada del saldo históri-
co de los requerimientos financieros del sector público.
Asimismo, el balance financiero de las empresas pro-
ductivas del Estado deberá contribuir a mantener la sa-
lud financiera de la Administración Pública Federal y a
una evolución ordenada del saldo histórico de los reque-
rimientos financieros del sector público. 

Texto propuesto

Artículo 17.- Los montos de ingreso previstos en la ini-
ciativa y en la Ley de Ingresos, así como de gasto con-
tenidos en el proyecto y en el Presupuesto de Egresos, y
los que se ejerzan en el año fiscal por los ejecutores del
gasto, deberán contribuir a alcanzar la meta anual de los
requerimientos financieros del sector público. 

…

…

…

I. a III …

…

…

…

Se elimina. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo, a 9 de octubre de 2014.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

LEY DE COORDINACION FISCAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal, a cargo del diputado Ma-
rio Rafael Méndez Martínez, del Grupo Parlamentario del
PRD

El suscrito, Mario Rafael Méndez Martínez, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXII Legislatura, en ejercicio de la facultad
que le confieren los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman los artículos 2o., 25, 32,
33 y 35 a 37 de la Ley Coordinación Fiscal, al tenor del si-
guiente

Planteamiento de la problemática

Hacia un federalismo de las finanzas y la hacienda públicas
que asegure a cada mexicano un mínimo de condiciones de
bienestar y acceso a las mismas oportunidades de desarro-
llo en cualquier parte del territorio nacional de manera efi-
ciente que incluya a las agencias municipales, tenencias
municipales.

Argumentos

I. Las finanzas públicas son un instrumento de política eco-
nómica para ser utilizado en el desarrollo municipal y re-
gional. Por ello, los avances en materia de democracia elec-
toral han de ser complementados con la construcción de un
federalismo hacendario que garantice las facultades y re-
cursos que los tres ámbitos de gobierno requieren para
cumplir con las funciones que la Constitución y la nueva
realidad mexicana les exigen.

En el proceso de la reforma del Estado y del federalismo, el
ámbito fiscal y hacendario es uno de los principales temas
a debate.

La transformación del sistema de coordinación fiscal debe
contribuir a fortalecer las haciendas públicas estatales y
municipales logrando mantener el equilibrio de las finanzas
de la federación.

El sistema nacional de coordinación fiscal ha buscado
avanzar en distintos aspectos de las relaciones fiscales del
gobierno federal, los estados y los municipios, como son la
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armonización impositiva y la reducción de la tributación
múltiple; la simplificación de los sistemas tributarios fede-
ral y estatal; el establecimiento y el perfeccionamiento de
un sistema de transferencia de recursos intergubernamenta-
les llamados participaciones; la colaboración administrati-
va en diversas materias impositivas y la creación y opera-
ción de organismos específicos de comunicación y diálogo
entre las autoridades fiscales de los distintos ámbitos de go-
bierno.

Sin embargo, debe reconocerse que el sistema ha ampliado
la dependencia financiera de los gobiernos locales respecto
a las participaciones y ha limitado la vinculación entre el
ingreso y el gasto público en los ámbitos estatal y munici-
pal.

Sigue siendo una realidad la excesiva concentración de fa-
cultades y recursos a favor del gobierno central. Esta situa-
ción se ha convertido en una de las principales causas del
atraso y desequilibrio del desarrollo regional.

Ante esa realidad, tenemos la obligación de contribuir para
la construcción de bases que permitan dotar a los munici-
pios, agencias municipales o tenencias municipales y enti-
dades federativas y a la federación, de los recursos y facul-
tades necesarias para hacer de las finanzas públicas un
verdadero instrumento que impulse el desarrollo de todas
las regiones del país.

I. Una solución profunda exige fortalecer las atribuciones,
autonomía, libertad económica y responsabilidades del mu-
nicipio, agencias municipales u tenencias municipales; es
redistribuir el gasto federal; dejar en manos de los gobier-
nos estatales funciones administrativas, servicios públicos
y programas en materia de salud, educación, medio am-
biente, vivienda, superación de la pobreza, desarrollo urba-
no y económico que les corresponden; vigorizar la sobera-
nía política y económica de los estados y reivindicar la
función compensatoria y subsidiaria del pacto federal.

Esperamos que el titular del Poder Ejecutivo acompañe a
las entidades federativas y al Congreso de la Unión en su
marcha para establecer el federalismo y asuma cabalmente
su compromiso con los estados y municipios, agencias mu-
nicipales o tenencias municipales del país.

a) La coordinación fiscal entre federación y estados se
estableció como sistema nacional a partir de 1980, con
el propósito fundamental de evitar la doble tributación y
lograr mayor eficiencia de la recaudación.

b) La Ley de Coordinación Fiscal, congruente con los
propósitos señalados en el considerando anterior, ini-
cialmente incorporó los mecanismos y fórmulas apro-
piados para asegurar que los estados coordinados, reci-
bieran cuando menos las cantidades que dejarían de
recaudar al suprimir o dejar en suspenso algunas de sus
contribuciones locales.

c) A partir de la reforma de la citada ley aprobada en
1990, se otorgó cada año, mayor efecto a un propósito
redistributivo en detrimento del efecto resarcitorio, de
suerte que en la actualidad los fondos participables que
se distribuyen, se hace con criterios en los que no miden
en forma adecuada las necesidades reales de los estados.

d) Diversos estados han visto progresivamente dismi-
nuidos, en términos reales, los recursos que reciben del
Fondo General de Participaciones, mientras que a otros
se han incrementado en forma desproporcionada, sin
que estos cambios tengan una relación lógica con las ne-
cesidades y los rezagos sociales que presentan las enti-
dades involucradas.

e) La presente iniciativa tiene como objetivos primor-
diales proponer el incremento en el porcentaje de la re-
caudación federal participable que constituye el Fondo
General de Participaciones, y la adecuación de la fór-
mula para su distribución en el sentido de que privilegie
la marginación como única forma de lograr generar el
desarrollo de las entidades federativas, en especial, el de
las que hacen verdaderos esfuerzos financieros aportan-
do una cantidad significativa de sus recursos al gasto e
inversión en materia de educación. En el primer caso se
propone el aumento de 20 a 40 por ciento, y en el se-
gundo se pretende que la nueva fórmula permita medir
la necesidad de las entidades en forma más justa, al con-
siderar un porcentaje distribuible para entidades, en pro-
porción directa al monto de recursos propios que desti-
ne a gasto e inversión en educación.

II. El marco jurídico necesita revisarse para evaluar la ac-
tual distribución de funciones y atribuciones del Ejecutivo
federal, de los gobiernos en los estados y en el Distrito Fe-
deral, los municipios y hoy de las agencias municipales o
tenencias municipales. Una condición indispensable para
que el trabajo asignado se lleve a cabo con éxito es dotar de
las potestades y los instrumentos acordes a sus responsabi-
lidades a los tres órdenes de gobierno. Ésta es la esencia del
federalismo: la discusión seria y responsable de cómo ase-
guramos a cada mexicano un mínimo de condiciones de
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bienestar y acceso a las mismas oportunidades de desarro-
llo en cualquier parte del territorio nacional de la manera
más eficiente.

México requiere un Estado en el que los distintos órdenes
de gobierno dispongan de las facultades, instrumentos y re-
cursos para responder de manera más rápida y expedita a
las demandas de bienestar de la sociedad. La población de-
sea seguridad para las personas y su patrimonio, justicia y
un conjunto de bienes públicos que le permitan vivir en me-
jores condiciones materiales y a su vez permitan el desa-
rrollo material. Esto requiere gobiernos que conduzcan los
asuntos públicos cumpliendo mejor con sus responsabilida-
des y hacerlo al menor costo para los contribuyentes. Espe-
cialmente requerimos no asediar más a los contribuyentes
con nuevos impuestos o tasas más altas sino cumplir el
mandato constitucional de que absolutamente todos los me-
xicanos contribuyamos de manera proporcional y equitati-
va a los gastos públicos.

III. El sistema tributario y de coordinación fiscal entre la
federación, las entidades federativas y sus municipios se
encuentra agotado por las siguientes razones:

No está vinculada la política tributaria con las responsabi-
lidades de las entidades federativas y los municipios, agen-
cias municipales u tenencias municipales con el gasto pú-
blico ni con las necesidades regionales.

El sistema de coordinación fiscal no cumple cabalmente
sus objetivos resarcitorios ni compensatorios.

Nuestra política de gasto desde el gobierno federal ya no
puede promover el crecimiento económico ni la creación de
empleos por haberse convertido en una política eminente-
mente de gasto corriente.

Estamos utilizando la riqueza petrolera para subsanar la
debilidad de la recaudación. En lugar de destinarla a cons-
truir infraestructura social y productiva, como carreteras,
agua potable, drenaje y construcción de hospitales y escue-
las, la destinamos a cubrir erogaciones corrientes.

Hay un régimen fiscal de exenciones, tasas diferenciadas,
regímenes especiales y deducciones autorizadas, que de he-
cho son privilegios para ciertos sectores sociales que repre-
sentan poco más de 5 puntos del PIB. Esto representa casi
la mitad de lo que se recauda actualmente de impuestos.

Ejemplo de lo anterior se observa en el régimen de conso-
lidación fiscal, ahora régimen especial para grupos empre-
sariales, el cual ha permitido que las 30 empresas más gran-
des del país paguen a Hacienda, en promedio, tan sólo 4 por
ciento de sus ingresos: lejos del 30 por ciento que fija la ley.
Debido a las exenciones que se otorgan, se han condonado
850 mil millones de pesos a 400 grupos empresariales.

Como consecuencia, las 400 empresas más grandes del
país contribuyen muy poco a la recaudación fiscal. Tal es el
caso de Cemex, con un pago de impuestos de -9.7 por cien-
to, en relación con sus ventas; FEMSA, con 2.5; Bimbo,
con 2.6; Comercial Mexicana, con -5.3; América Móvil,
con 5.8; y Telmex, con 7.7.

Se han creado varios gravámenes para suplir la debilidad de
los impuestos sobre la renta, y al valor agregado, como el
efímero impuesto a la venta de bienes y servicios suntua-
rios, el caso del impuesto empresarial a tasa única y el im-
puesto a las telecomunicaciones, que sólo distorsionan los
patrones de consumo e inhiben las actividades productivas
y el empleo.

El marco tributario y la administración tributaria son inefi-
caces en el combate de la evasión y la elusión fiscales. Am-
bos descansan además sobre un pequeño grupo de contri-
buyentes. Distintos estudios de instituciones académicas
reconocidas sitúan el nivel de evasión fiscal entre 2 y 4
puntos del PIB.

Los estados y los municipios no tienen instrumentos de po-
lítica económica para emprender acciones inmediatas en
beneficio de la población ni para promover un desarrollo
regional equilibrado, viéndose obligados a desarrollar una
cultura de gestión ante el gobierno federal.

Hay gran tensión entre los tres órdenes de gobierno por la
asignación de los recursos públicos.

IV. En los últimos años se han emprendido diversas refor-
mas a la Ley de Coordinación Fiscal a fin de fortalecer el
objetivo resarcitorio a los estados y municipios. A este fin
se han promovido convenios de colaboración administrati-
va para devolver 100 por ciento de algunos impuestos fe-
derales que se recaudan localmente, evitando que dichos in-
gresos formen parte de la recaudación federal participable.

Uno de los principios fiscales más aceptados en una socie-
dad democrática es el de la equidad horizontal; es decir, el
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hecho de que los estados cuenten con un mismo nivel de re-
cursos públicos para hacer frente a sus necesidades locales.
El esquema de transferencias federales que debemos dise-
ñar en México idealmente debiera permitir compensar a las
entidades de bajo nivel de desarrollo, independientemente
de su esfuerzo fiscal, para nivelar los ingresos totales por
habitante (propios y federales) entre las entidades del país.
Así podremos tener un sistema federal solidario.

Después de las aportaciones federales y los convenios, las
participaciones constituyen la segunda fuente principal de
recursos de estados y municipios. El procedimiento para
determinar la recaudación federal participable se encuentra
rebasado por la nueva realidad política del país por las cau-
sas siguientes: primera, la mecánica de composición de los
ingresos participables privilegia al gobierno federal porque
le corresponde la mayor parte de los ingresos recaudados.
Segunda, los criterios de reparto, resarcir y compensar, no
se cumplen cabalmente porque se anulan entre sí por ser
contradictorios.

V. Si alguna ventaja tuvo para México tener concentrados
la mayoría de los instrumentos de política económica en el
orden federal fue la velocidad de respuesta con la que se
afrontaron los choques externos e internos, como quedó
demostrado en las crisis económicas de los ochenta y no-
venta. Sin embargo, ahora requerimos un nuevo equilibrio
que no ponga en riesgo las finanzas de la federación, pero
que también permita descentralizar para fortalecer la toma
de decisiones a los gobiernos estatales para que puedan im-
pulsar polos de desarrollo regional.

En esta época de recesión se nota que el país entero sufre la
inmovilidad del Ejecutivo federal, quien tiene todos los re-
cursos y potestades para mitigar los efectos de la crisis. En
el modelo de federalismo a que aspiramos, no sólo el orden
federal puede contribuir a la reactivación económica, sino
que los otros órdenes de gobierno complementan las fuen-
tes de desarrollo económico en función de su realidad local.

México requiere un modelo que proporcione soluciones in-
tegrales a los problemas del desarrollo. Requerimos pensar
globalmente y actuar localmente con visión nacional. Para
ello nuestro modelo de federalismo debe incorporar inte-
gralmente a la planeación, a los ingresos, al gasto público,
a la deuda, a la contabilidad gubernamental y a los instru-
mentos para la evaluación y rendición de cuentas.

VI. El 1 de julio de 2012 marcó un hito en la historia de
México. Se probó que la alternancia del Poder Ejecutivo fe-

deral es posible sin sobresaltos económicos y sociales, mar-
cando el inicio de una redistribución del poder público: del
Ejecutivo federal al Legislativo y del orden federal a los ór-
denes estatal y municipal.

Queremos un federalismo que al transferir responsabilida-
des e instrumentos fiscales a los órdenes estatal, municipal
y agencias municipales o tenencias municipales y las de-
marcaciones del Distrito Federal el país en su conjunto ga-
ne. Por ello, de manera paralela a la revisión de las respon-
sabilidades y las potestades tributarias de los tres órdenes
de gobierno, deberán establecer los lineamientos para ins-
trumentar una reforma institucional que permita fortalecer
la rendición de cuentas y resultados, asegurando en todo
momento la disciplina fiscal y el fortalecimiento de las ha-
ciendas públicas de los tres órdenes de gobierno.

VII. Con esta reforma se pretende dotar a los próximos pre-
sidentes municipales y adicionar a las agencias municipales
o tenencias municipales, para que sean dotadas de recursos
que beneficien directamente a sus habitantes al hacer a es-
tos últimos participes en la aplicación y vigilancia de las
obras y acciones por realizar.

Debemos exigir que la distribución de los recursos tributa-
rios nacionales se haga conforme a criterios de justicia,
equidad y suficiencia para el adecuado cumplimiento de las
responsabilidades que deben cumplir las esferas locales. En
vísperas de la discusión del Presupuesto de Egresos de la
Federación para 2015.

Con fundamento en la fracción II del artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, el suscrito, Mario Rafael Méndez
Martínez, en nombre del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática somete a consideración de la
asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 2o., 25, 32, 33, 35, 36
y 37 de la Ley de Coordinación Fiscal

Artículo Único. Se reforman los artículos 2o., primer pá-
rrafo; 25, primer párrafo y fracción IV; 32, primer y segun-
do párrafos; 33, primer párrafo, Apartado A, fracción I,
Apartado B, primer párrafo e inciso d); fracción II, inciso
d) y último párrafo; fracción III, primer párrafo; 35, párra-
fos primero, segundo, quinto y sexto; 36; y 37, primer pá-
rrafo, de la Ley de Coordinación Fiscal, para quedar como
sigue:
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Artículo 2o. El Fondo General de Participaciones se cons-
tituirá con 40 por ciento de la recaudación federal partici-
pable que obtenga la federación en un ejercicio, del cual 20
por ciento se destinara a los municipios, agencias muni-
cipales o tenencias municipales,

…

Artículo 25. Con independencia de lo establecido en los
capítulos I a IV de esta ley, respecto de la participación de
los estados, Distrito Federal, de los municipios en la recau-
dación federal participable, se establecen las aportaciones
federales, como recursos que la federación transfiere a las
haciendas públicas de los estados, Distrito Federal, de los
municipios, así como a las agencias municipales o te-
nencias municipales, condicionando su gasto a la conse-
cución y cumplimiento de los objetivos que para cada tipo
de aportación establece esta ley, para los fondos siguientes:

I. a III. …

IV. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de
los Municipios, Agencias Municipales o Tenencias
Municipales y de las Demarcaciones Territoriales del
Distrito Federal;

V. a VIII. …

…

…

Artículo 32. El Fondo de Aportaciones para la Infraestruc-
tura Social se determinará anualmente en el Presupuesto de
Egresos de la Federación con recursos federales por un
monto equivalente, sólo para efectos de referencia, a
2.5294 por ciento de la recaudación federal participable a
que se refiere el artículo 2o. de esta ley, según estimación
que de la misma se realice en el propio presupuesto, con ba-
se en lo que al efecto establezca la Ley de Ingresos de la Fe-
deración para ese ejercicio. Del total de la recaudación fe-
deral participable, 0.3066 por ciento corresponderá al Fondo
para la Infraestructura Social de las Entidades; y 2.2228 por
ciento, al Fondo para la Infraestructura Social Municipal,
Agencias Municipales o Tenencias Municipales y de las
Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal.

Este fondo se enterará mensualmente en los primeros diez
meses del año por partes iguales a las entidades por con-
ducto de la federación y, a los municipios, agencias muni-

cipales o tenencias municipales y demarcaciones territo-
riales a través de las entidades, de manera ágil y directa, sin
más limitaciones ni restricciones, incluyendo las de carác-
ter administrativo, que las correspondientes a los fines que
se establecen en el artículo 33 de esta ley.

Artículo 33. Las aportaciones federales que con cargo al
Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social reci-
ban las entidades, los municipios, las agencias municipa-
les o tenencias municipales y las demarcaciones territoria-
les, se destinarán exclusivamente al financiamiento de
obras, acciones sociales básicas y a inversiones que benefi-
cien directamente a población en pobreza extrema, locali-
dades con alto o muy alto nivel de rezago social conforme
a lo previsto en la Ley General de Desarrollo Social, y en
las zonas de atención prioritaria.

A. …

I. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social
Municipal, Agencias Municipales o Tenencias Muni-
cipales: agua potable, alcantarillado, drenaje y letrinas,
urbanización municipal, electrificación rural y de colo-
nias pobres, infraestructura básica de salud, infraestruc-
tura básica educativa, mejoramiento de vivienda, cami-
nos rurales, e infraestructura productiva rural; y

II. …

B. La Secretaría de Desarrollo Social, las entidades y los
municipios, agencias municipales o tenencias municipa-
les y demarcaciones territoriales y la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público tendrán las siguientes obligaciones:

I. …

a) …

b) Proporcionar capacitación a las entidades y a sus
respectivos municipios o demarcaciones territoriales,
sobre el funcionamiento del Fondo de Aportaciones
para la Infraestructura Social Municipal, Agencias
Municipales o Tenencias Municipales y de las De-
marcaciones Territoriales del Distrito Federal, del
Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social
de las Entidades y del Programa de Desarrollo Insti-
tucional Municipal y de las Demarcaciones Territo-
riales del Distrito Federal, en términos de lo estable-
cido en los lineamientos del fondo que emita la
Secretaría de Desarrollo Social;
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II. …

a) …

d) Proporcionar a la Secretaría de Desarrollo Social
la información que sobre la utilización del Fondo de
Aportaciones para la Infraestructura Social le sea re-
querida. En el caso de los municipios, agencias mu-
nicipales o tenencias municipales, lo harán por con-
ducto de las entidades;

e) a f) …

g) …

Los municipios, agencias municipales o tenencias
municipales que no cuenten con página oficial de
Internet, convendrán con el gobierno de la entidad
federativa correspondiente, para que éste publique la
información correspondiente al municipio, agencias
municipales o tenencias municipales; y

III. De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, ge-
nerar un sistema geo referenciado para difundir a través
de su página oficial de internet, las obras en cada muni-
cipio, agencias municipales o tenencias municipales y
demarcación territorial financiadas con los recursos pro-
venientes de este fondo. Dicho sistema deberá contener
la información del contrato bajo el cual se celebra, in-
formes trimestrales de los avances y, en su caso, eviden-
cias de conclusión.

Artículo 35. Las entidades distribuirán entre los munici-
pios, agencias municipales o tenencias municipales y las
demarcaciones territoriales los recursos del Fondo para la
Infraestructura Social Municipal y de las Demarcaciones
Territoriales del Distrito Federal, con una fórmula igual a la
señalada en el artículo anterior, que enfatice el carácter re-
distributivo de estas aportaciones hacia aquellos munici-
pios y demarcaciones territoriales con mayor magnitud y
profundidad de pobreza extrema. Para ello, utilizarán la in-
formación de pobreza extrema más reciente a nivel munici-
pal y de las demarcaciones territoriales, a que se refiere el
artículo anterior, publicada por el Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social.

Con objeto de apoyar a las entidades en la aplicación de sus
fórmulas, la Secretaría de Desarrollo Social publicará en el
Diario Oficial de la Federación, a más tardar en los prime-
ros diez días del ejercicio fiscal de que se trate, las variables

y fuentes de información disponibles a nivel municipal,
agencias municipales o tenencias municipales y de las
demarcaciones territoriales para cada entidad.

…

…

En caso de que así lo requieran las entidades, la Secretaría
de Desarrollo Social podrá coadyuvar en el cálculo de la
distribución del Fondo para la Infraestructura Social Muni-
cipal, Agencias Municipales o Tenencias Municipales y
de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal co-
rrespondientes a sus municipios y demarcaciones territoria-
les.

Las entidades deberán entregar a sus respectivos munici-
pios, agencias municipales o tenencias municipales y de-
marcaciones territoriales, los recursos que les corresponden
conforme al calendario de enteros en que la federación lo
haga a las entidades, en los términos del último párrafo del
artículo 32 de la presente ley. Dicho calendario deberá co-
municarse a los gobiernos municipales, agencias munici-
pales o tenencias municipales y de las demarcaciones te-
rritoriales por parte de los gobiernos de las entidades y
publicarse por estos últimos a más tardar el día 31 de ene-
ro de cada ejercicio fiscal, en su respectivo órgano de difu-
sión oficial.

Artículo 36. El Fondo de Aportaciones para el Fortaleci-
miento de los Municipios, Agencias Municipales o Te-
nencias Municipales y de las Demarcaciones Territoriales
del Distrito Federal se determinará anualmente en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación con recursos federales,
por un monto equivalente, sólo para efectos de referencia,
como sigue:

a) Con 2.35 por ciento de la recaudación federal partici-
pable a que se refiere el artículo 2o. de esta ley, según es-
timación que de la misma se realice en el propio presu-
puesto, con base en lo que al efecto establezca la Ley de
Ingresos de la Federación para ese ejercicio. Este fondo
se enterará mensualmente por partes iguales a los muni-
cipios, agencias municipales o tenencias municipales
A por conducto de los estados, de manera ágil y directa
sin más limitaciones ni restricciones, incluidas las de ca-
rácter administrativo, que las correspondientes a los fi-
nes que se establecen en el artículo 37 de este ordena-
miento; y
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b) Al Distrito Federal y a sus demarcaciones territoria-
les, los fondos correspondientes les serán entregados en
la misma forma que al resto de los estados y municipios,
agencias municipales o tenencias municipales pero
calculados como 0.2123 por ciento de la recaudación fe-
deral participable, según estimación que de ella se reali-
ce en el propio presupuesto, con base en lo que al efec-
to establezca la Ley de Ingresos de la Federación para
ese ejercicio.

Al efecto, los gobiernos estatales y del Distrito Federal de-
berán publicar en su respectivo Periódico Oficial las varia-
bles y fórmulas utilizadas para determinar los montos que
correspondan a cada municipio, agencias municipales o
tenencias municipales o demarcación territorial por con-
cepto de este fondo, así como el calendario de ministracio-
nes, a más tardar el 31 de enero de cada año.

Artículo 37. Las aportaciones federales que, con cargo al
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Mu-
nicipios, Agencias Municipales o Tenencias Municipales
y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal,
reciban los municipios a través de las entidades y las de-
marcaciones territoriales por conducto del Distrito Federal
se destinarán a la satisfacción de sus requerimientos, dando
prioridad al cumplimiento de sus obligaciones financieras,
al pago de derechos y aprovechamientos por concepto de
agua, descargas de aguas residuales, a la modernización de
los sistemas de recaudación locales, mantenimiento de in-
fraestructura, y a la atención de las necesidades directa-
mente vinculadas con la seguridad pública de sus habitan-
tes. Respecto de las aportaciones que reciban con cargo al
fondo a que se refiere este artículo, los municipios y las de-
marcaciones territoriales del Distrito Federal tendrán las
mismas obligaciones a que se refiere el artículo 33, Aparta-
do B, fracción II, incisos a) y c), de esta ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto se publicará en el Diario
Oficial de la Federación y entrará en vigor el 1 de ene-
ro del año siguiente al de su publicación.

Segundo. El Ejecutivo federal actualizará las reglas de
operación y deberán quedar establecidas las participaciones
para las agencias municipales y tenencias municipales.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de octubre de 2014.— Diputado
Mario Rafael Méndez Martínez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

«Iniciativa que reforma el artículo 6o. de la Ley General de
Desarrollo Social, a cargo de Ricardo Mejía Berdeja y sus-
crita por Ricardo Monreal Ávila, diputados del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano

El proponente, Ricardo Mejía Berdeja, y el suscrito Ricar-
do Monreal Ávila, diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 6, frac-
ción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
ten a consideración del pleno de esta honorable asamblea,
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 6° de la Ley General de Desarrollo So-
cial, al tenor de la  siguiente

Exposición de Motivos

El 21 de noviembre de 1978, durante la vigésima reunión
de la Conferencia General de la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura
(UNESCO), celebrada en París, se emitió la Carta Interna-
cional de la Educación Física y el Deporte; teniendo pre-
sente que la Carta de las Naciones Unidas proclama los de-
rechos fundamentales del hombre, la dignidad así como en
el valor de la persona, promoviendo el progreso social y
elevando el nivel de vida.

Al tiempo en lo dispuesto en la Declaración Universal de
Derechos Humanos: “toda persona tiene todos los derechos
y todas las libertades en ella proclamados, sin discrimina-
ción alguna basada especialmente en la raza, color, sexo,
idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índo-
le, origen nacional o social, posición económica, nacimien-
to o cualquier otra consideración”. Y bajo el convenci-
miento de que una de las condiciones esenciales del
ejercicio efectivo de los derechos humanos depende de la
posibilidad brindada a todos y a cada uno de desarrollar y
preservar libremente sus facultades físicas, intelectuales
y morales y que en consecuencia se debería dar y ga-
rantizar a todos la posibilidad de acceder a la educación
física y al deporte.
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Dentro de los considerandos de dicha carta, la UNESCO
fundamenta que al integrar la educación física y el deporte
en el medio natural equivale a su enriquecimiento, hace pa-
tente que la práctica de los anteriores reviste vital impor-
tancia para el cuerpo y la salud, contribuyendo de esta ma-
nera al desarrollo completo y armonioso del ser humano.

Bajo este tenor, es de destacarse que el deporte es conside-
rado como un fenómeno social multifactorial, que tiene la
capacidad de fomentar un amplio abanico de valores, forjar
carácter, liderazgo, cohesiona socialmente, mueve masas,
así también es un factor de unidad e identidad nacional. Re-
afirmando así lo dicho por Cagigal “el deporte lo inundo to-
do”:1 no una simple área institucional humana ni tampoco
un simple conjunto de comportamientos y actitudes socia-
les o hábitos o estilos definidos de vida.

El deporte desde tiempos remotos ha acompañado al ser
humano, en el 776 antes de Cristo (tras la aparición de los
Juegos Olímpicos  de Grecia). Con los griegos fue factor de
desarrollo integral, pasando por la estética, como medio pa-
ra una real conexión espiritual y gesta de valores, entre
otras. Contemplado como base primigenia de cualquier ac-
tividad para los romanos.

El deporte, hoy en día en sus múltiples y muy variadas ma-
nifestaciones, se ha convertido en una de las actividades so-
ciales con mayor facultad de atracción y capacidad de mo-
vilización y convocatoria.

“El deporte es uno de los motores fundamentales del desa-
rrollo social y político. Constituye un pilar básico del desa-
rrollo del Estado, de la cohesión social y del desarrollo eco-
nómico. Es un corrector de desequilibrios sociales, un
favorecedor de la inserción social y además fomenta la so-
lidaridad. A tenor de lo expuesto, es preciso seguir fomen-
tando su práctica, y seguir apostando por el carácter pacifi-
cador del deporte y por su efecto como catalizador de la
sociedad. De hecho, cuanto más desarrollada está una so-
ciedad más práctica deportiva se realiza; resultando, en es-
te sentido, un elemento básico de solidaridad e igualdad”.2

Requerimos de un Estado de Derecho socialmente respon-
sable, justo y equitativo, garante de los derechos sociales,
donde el deporte constituye un elemento esencial en la so-
ciedad moderna y en el sistema educativo de todos los paí-
ses. La práctica de cualquier modalidad deportiva es funda-
mental para el mantenimiento de la salud y, por tanto, es un
factor corrector de desequilibrios sociales que contribuye al

desarrollo de la igualdad entre los ciudadanos, crea hábitos
favorecedores de la inserción social y, asimismo, su prácti-
ca en equipo fomenta la solidaridad.

La totalidad de las investigaciones realizadas sobre la rela-
ción entre el deporte y la salud han demostrado los efectos
beneficiosos de la práctica continuada de actividades de-
portivas. Estos beneficios se extienden desde la reducción
de los factores de riesgo cardiovasculares a tratarse de un
complemento terapéutico en enfermedades como la diabe-
tes, hipertensión, artritis, osteoporosis y otras patologías.
Asimismo, el ejercicio físico que implica la actividad de-
portiva a un nivel básico confiere mayor calidad de vida y
autonomía a las personas mayores y, también, ayuda al de-
sarrollo de los niños. 

En suma, el ejercicio es sinónimo de salud, al mismo tiem-
po, el deporte es un elemento de cohesión y relación social,
que ayuda al desarrollo de la personalidad y al estableci-
miento de relaciones entre sus practicantes, con el efecto
beneficioso que esto conlleva.

El binomio salud-deporte es fundamental para una óptima
calidad de vida, condiciona a una sociedad a adquirir mejo-
res hábitos y mayor disciplina, ésta entre muchas otras más
es una de las razones que permitiría disminuir la morbilidad
y hacer de la sociedad mexicana una población sana.  

Hoy en día 7 de cada 10 adultos tienen sobrepeso u obesi-
dad y 1 de cada 3 niños tienen sobrepeso u obesidad; 1 de
cada 3 adultos padece hipertensión. México es el primer
lugar entre los países de la OCDE en prevalencia de dia-
betes mellitus en adultos (OCDE).

La esperanza de vida en México es de 76.9 años; sin em-
bargo, por primera vez existe el riesgo de que las si-
guientes generaciones vivan menos que nosotros, debido
que la inactividad física es la cuarta causa de muerte a
nivel mundial (OMS). 

Sólo 33% de los niños y adolescente pasa menos de dos
horas diarias frente a una pantalla. Del resto, casi la mitad
dedica más de cuatro horas a esta actividad sedentaria.
La prevalencia de inactividad física en adultos aumentó
47.3% entre 2006 y 2012 y aproximadamente 81.8% de las
actividades reportadas durante el día por los adultos son se-
dentarias o inactivas.3
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Sólo el 21.5% de la población tiene un nivel suficiente de
actividad físico-deportiva, y donde la falta de tiempo es la
causa principal por la que casi la mitad de las personas se-
dentarias no se activan.4

Empero debido a la importancia y compromiso a favor del
deporte en nuestro país, después de un proceso legislativo
que empezó en la Cámara de Senadores el 28 de abril de
2008 y que culminó el 12 de octubre de 2011, con la pro-
mulgación en el Diario Oficial de la Federación el decreto
por el que se adicionó un párrafo al artículo 4° y se refor-
mó la fracción XXIX-J del artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a su letra di-
ce:

Artículo 4° El varón y la mujer…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la
práctica del deporte. Corresponde al Estado su promo-
ción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la ma-
teria.

Asimismo, con la suma de constantes esfuerzos y de un am-
plio debate, el  viernes 7 de junio de 2013, se publica en el
Diario Oficial de la Federación la Ley General de Cultura
Física y Deporte. 

Es menester visibilizar que el deporte ha sido utilizado co-
mo elemento integrador de los individuos a la sociedad tal
es el caso de personas con discapacidad, farmacodepen-
dientes, alcohólicos, personas en situación de abandono,
adultos mayores, para personas privadas de su libertad a
través de la diversidad de valores tales como el trabajo en
equipo, disciplina,  obediencia, responsabilidad entre otros.

La presente iniciativa tiene el objetivo de incluir dentro de
los derechos sociales: el deporte. Al ser este un elemento
determinante en la calidad de vida y siendo su práctica fun-
damental en el desarrollo de la sociedad y en la de los indi-
viduos que la integran, un factor fundamental en el desa-
rrollo social. Dicha reforma abonará en pro de una nueva
gestión pública que incorpore dentro del marco jurídico al
deporte no solo ligado al sector educativo, sino desde una
perspectiva en la que se vislumbre al deporte como un de-
recho social, que permita elevar el índice de desarrollo hu-
mano y mejorar la noción de desarrollo social.

Fundamento legal

La presente iniciativa se presenta con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción 11, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados.

Por lo anteriormente fundado y expuesto, sometemos a la
consideración de esta honorable Cámara de Diputados el si-
guiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 6° de la Ley
General de Desarrollo Social

Único. Se reforma el artículo 6o. de la Ley General de De-
sarrollo Social.

Artículo 6. Son derechos para el desarrollo social la edu-
cación, la salud, la alimentación, la vivienda, el disfrute de
un medio ambiente sano, el trabajo, el deporte y la seguri-
dad social y los relativos a la no discriminación en los tér-
minos de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Notas:

1 Cagigal, José María (1981). ¡Oh,  deporte! Anatomía de un gigante.
Valladolid: Miñón.

2 Arco,  Javier del Arco. Interrelación entre actividad Deportiva y De-
sarrollo Socioeconómico. Universidad Europea de Madrid España. 

3 Instituto Nacional de Salud Pública. Encuesta Nacional de Salud y
Nutrición 2012

4 http://www.mexicanosactivos.org/articulo/por-que-queremos-mexi-
canos-activos

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 2 días del mes de
Octubre de 2014.— Diputado Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen.

LEY DE OBRAS PUBLICAS Y SERVICIOS RELA-
CIONADOS CON LAS MISMAS

«Iniciativa que reforma el artículo 38 de la Ley de Obras
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, a cargo
de la diputada Lizbeth Loy Gamboa Song, del Grupo Par-
lamentario del PRI

La que suscribe, Lizbeth Loy Gamboa Song, diputada fe-
deral de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6o., fracción I, 77, numeral
primero, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta a esta honorable asamblea la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se modifica el penúlti-
mo párrafo al artículo 38 de la Ley de Obras Públicas y Ser-
vicios Relacionados con las Mismas, de acuerdo con la si-
guiente

Exposición de Motivos

La inversión en infraestructura y en obra pública realizada
por el Gobierno de la República representa una palanca de
desarrollo económico fundamental para el país por su con-
tribución en la generación de empleos y cadenas de pro-

ducción y servicios que impulsan la participación de los
sectores público y privado en diversos sectores de la eco-
nomía. Es innegable que las carreteras y la obra pública en
general, contribuyen al desarrollo del país.

Hoy vivimos en un período de expansión económica y es
indispensable mejorar y ampliar la infraestructura a través
de la obra pública para consolidar el crecimiento de la pro-
ducción y el bienestar de la población.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
establece en su artículo 134 que los recursos públicos del
Estado, deben aplicarse y ejercerse con base en los princi-
pios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y hon-
radez; lo que se traduce en un fortalecimiento de la rendi-
ción de cuentas, para generar la certeza de que los recursos
son destinados al gasto público para el que se recaudaron;
por ello, es indispensable que la legislación secundaria, co-
mo en el caso concreto lo es la Ley de Obras Públicas y
Servicios Relacionados con las Mismas, desarrollen los re-
feridos principios contenidos en la Ley Fundamental.

Como pieza clave normativa dentro de nuestro sistema ju-
rídico mexicano, el Gobierno Federal cuenta con la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas
para regular las contrataciones del gobierno para la realiza-
ción y/o conservación de diferentes proyectos de infraes-
tructura y sus servicios. Este ordenamiento entró en vigor
el 4 de enero de 2000, como efecto de la separación de las
materias que entonces regulaba la Ley de Adquisiciones y
Obras Públicas. Así, la materia concerniente a adquisicio-
nes, arrendamientos y servicios de las dependencias y enti-
dades del gobierno federal, se separan de las necesidades de
obra pública. 

La Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, define en la fracción VIII de su artículo 2o., que se
entenderá por “obras públicas asociadas a proyectos de in-
fraestructura, aquellas obras que tienen por objeto la cons-
trucción, ampliación o modificación de bienes inmuebles
destinados directamente a la prestación de servicios de co-
municaciones, transportes, hidráulico, medio ambiente, tu-
rístico, educación, salud y energético.”

Por su parte, el artículo 3o. de este cuerpo normativo, dis-
pone que también se consideran obras públicas “los traba-
jos que tengan por objeto construir, instalar, ampliar, ade-
cuar, remodelar, restaurar, conservar, mantener, modificar y
demoler bienes inmuebles”, así como una serie de servicios
descritos en el contenido de este artículo.
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Las dependencias y entidades deberán seleccionar entre al-
guno de los métodos siguientes: la licitación pública, invi-
tación a cuando menos tres personas o adjudicación direc-
ta, a aquél que de acuerdo a la naturaleza de la contratación
asegure al Estado las mejores condiciones disponibles a
precio, calidad, financiamiento y oportunidad. 

Para el caso de las licitaciones públicas, se introdujo la dis-
posición para prever que se contrate como mínimo el trein-
ta por ciento de mano de obra nacional, así mismo se espe-
cifica que podrá requerirse de maquinaria, materiales y
equipos nacionales.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 38, segundo párrafo,
de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con
las Mismas, atendiendo a las características de cada obra
pública o los servicios relacionados con la misma, se podrá
determinar la conveniencia de utilizar el criterio de evalua-
ción de proposiciones a través del mecanismo de puntos o
porcentajes, debiéndose atender a las previsiones estableci-
das en el reglamento y lineamientos emitidos por la Secre-
taría de Comunicaciones y Transportes y Secretaría de la
Función Pública. 

De la misma manera, se prevé que en los procedimientos en
que se opte por la utilización del mecanismo de puntos y
porcentajes para la evaluación de proposiciones, se deberá
establecer una ponderación para las personas con discapa-
cidad o para la empresa que cuente entre sus trabajadores
con cuando menos un cinco por ciento de personas con dis-
capacidad de la totalidad de su planta de empleados.

La presente iniciativa propone que a fin de coadyuvar con
el desarrollo económico de las entidades federativas e im-
pulsar la creación de fuentes de empleo y mano de obra lo-
cal, se dé prioridad al momento de la adjudicación, a las li-
citantes cuyo domicilio fiscal se encuentre en la entidad
federativa donde se realizará la obra o servicio y estas se
encuentren inscritas y constituidas, según corresponda, con
al menos un año de antelación al acto de presentación y
apertura de proposiciones. Lo que se comprobará con la es-
critura constitutiva correspondiente y el aviso de inscrip-
ción al Registro Federal de Contribuyentes, según sea el ca-
so.

En ese sentido, se promueven e impulsan condiciones y
oportunidades para el desarrollo económico regional, así
como el incremento de fuentes de empleo en toda la Repú-
blica, dando con ello cumplimiento al artículo 25 de la Car-
ta Magna, en donde se establece que el Estado mexicano,

con base en la rectoría económica que ejerce, le correspon-
de garantizar que el desarrollo nacional sea integral y sus-
tentable, mediante el fomento del crecimiento económico,
del empleo y una más justa distribución del ingreso y de la
riqueza.

En este sentido, las reformas propuestas tienen por objeto
alentar y proteger la actividad económica de los particula-
res, creando nuevas condiciones para potenciar su desarro-
llo y contribuir al desarrollo económico estatal y nacional,
al promover una mayor productividad en las empresas lo-
cales, así como el mejoramiento de la competitividad. 

Con base en lo anterior, presento al pleno de la Cámara de
Diputados, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifica el penúltimo párrafo al
artículo 38 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Re-
lacionados con las Mismas

Único: Se modifica el penúltimo párrafo del artículo 38 de
la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, para quedar como sigue:

Artículo 38. Las dependencias y entidades para hacer la
evaluación de las proposiciones, deberán verificar que las
mismas cumplan con los requisitos solicitados en la convo-
catoria a la licitación, para tal efecto, la convocante deberá
establecer los procedimientos y los criterios claros y deta-
llados para determinar la solvencia de las proposiciones,
dependiendo de las características, complejidad y magnitud
de los trabajos por realizar.

Atendiendo a las características de cada obra o servicio, se
podrá determinar la conveniencia de utilizar el mecanismo
de puntos y porcentajes para evaluar las proposiciones. En
los procedimientos en que se opte por la utilización de di-
cho mecanismo se deberá establecer una ponderación para
las personas con discapacidad o la empresa que cuente con
trabajadores con discapacidad cuando menos en un cinco
por ciento de la totalidad de su planta de empleados, cuya
alta en el régimen obligatorio del Instituto Mexicano del
Seguro Social se haya dado con seis meses de antelación al
acto de presentación y apertura de proposiciones, misma
que se comprobará con el aviso de alta correspondiente.

Las condiciones que tengan como propósito facilitar la pre-
sentación de las proposiciones y agilizar la conducción de
los actos de la licitación, así como cualquier otro requisito
cuyo incumplimiento, por sí mismo, o deficiencia en su
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contenido no afecte la solvencia de las proposiciones, no
serán objeto de evaluación, y se tendrán por no estableci-
das. La inobservancia por parte de los licitantes respecto a
dichas condiciones o requisitos no será motivo para des-
echar sus proposiciones.

Cuando el área convocante tenga necesidad de solicitar al
licitante las aclaraciones pertinentes, o aportar información
adicional para realizar la correcta evaluación de las propo-
siciones, dicha comunicación se realizará según lo indicado
por el Reglamento de esta ley, siempre y cuando no impli-
que alteración alguna a la parte técnica o económica de su
proposición.

Una vez hecha la evaluación de las proposiciones, el con-
trato se adjudicará de entre los licitantes, a aquél cuya pro-
posición resulte solvente porque reúne, conforme a los cri-
terios de adjudicación establecidos en la convocatoria a la
licitación, las condiciones legales, técnicas y económicas
requeridas por la convocante, y por tanto garantiza el cum-
plimiento de las obligaciones respectivas.

Si resultare que dos o más proposiciones son solventes por-
que satisfacen la totalidad de los requerimientos solicitados
por la convocante, el contrato se adjudicará a quien presen-
te la proposición que asegure las mejores condiciones dis-
ponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, opor-
tunidad, dando prioridad a las licitantes cuyo domicilio
fiscal se encuentre en la entidad federativa donde se reali-
zará la obra o servicio y estas se encuentren inscritas y
constituidas, según corresponda, con al menos un año de
antelación al acto de presentación y apertura de proposicio-
nes. Lo que se comprobará con la escritura constitutiva co-
rrespondiente y el aviso de inscripción al Registro Federal
de Contribuyentes, según sea el caso.

En las licitaciones públicas que cuenten con la participa-
ción de un testigo social, éste invariablemente deberá ser
invitado al mismo. Igualmente será convocado un repre-
sentante del órgano interno de control de la dependencia o
entidad de que se trate.

…

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de octubre de 2014.— Diputa-
dos: Lizbeth Loy Gamboa Song, María del Rocío Corona Nakamura,
Benjamín Castillo Valdez, Socorro de la Luz Quintana León, Adán Da-
vid Ruiz Gutiérrez, Dulce María Muñiz Martínez, María Esther Garza
Moreno, María Elia Cabañas Aparicio, Ricardo Medina Fierro, María
Concepción Navarrete Vital, Petra Barrera Barrera, Esther Angélica
Martínez Cárdenas, Oscar Bautista Villegas (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

LEY FEDERAL DE DERECHOS Y LEY DEL IMPUESTO
SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de las Leyes Federal de Derechos, y del Impuesto
sobre la Renta, a cargo del diputado Marcelo de Jesús To-
rres Cofiño, del Grupo Parlamentario del PAN

Marcelo de Jesús Torres Cofiño, integrante de la LXII Le-
gislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamen-
tario del Partido Acción Nacional, con fundamento en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, y 78 del  Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración del pleno de es-
ta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman y derogan diversos artí-
culos de la Ley Federal de Derechos y de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Después de 10 años de crecimiento sostenido, la minería a
nivel mundial inició un ciclo a la baja a partir de 2012, oca-
sionado principalmente por la caída de los precios de sus
principales productos. En ese contexto, la minería mexica-
na ha venido presentando una contracción importante que
se agravó con la implementación del régimen fiscal, que en
materia de derechos inició su vigencia en enero de este año,
concretamente los denominados derechos especial y ex-
traordinario a minería. Se gravó seriamente a un sector que
se encuentra en un proceso de contracción, en lugar de es-
timular su crecimiento o tratar evitar su deterioro. Es el mo-
mento para rectificar e implementar medidas que aminoren
la caída y sienten las bases para un nuevo ciclo de expan-
sión. 
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Los precios del oro y plata han sufrido una caída significa-
tiva desde el año de 2012. El promedio acumulado anual
para el caso del oro fue de 1,668.98 dolares la onza para
2012, cayó a 1,411.23 dólares la onza durante 2013, y su-
frió una nueva baja para 2014 que lo ha llevado a un pro-
medio de 1,292.85 dólares la onza, lo cual significa una dis-
minución del 22.54 por ciento. En el caso de la plata, el
promedio anual acumulado para 2012 fue de 31.14 dolares
la onza, para 2013 bajo sustancialmente a 23.79 dólares la
onza, y finalmente llegar a 20.09 dólares la onza en 2014,
lo que representa una caída del 35.48 por ciento. Dichas
disminuciones han provocado cierre de operaciones mine-
ras y cancelación de nuevas inversiones. 

Por las causas señaladas, y por las expectativas negativas
generadas por el nuevo régimen fiscal, se han presentado en
la minería mexicana los siguientes efectos negativos:

1. La inversión directa en el sector minero, sufrió un de-
cremento del 18 por ciento durante el 2013, la inversión
en exploración cayó 26 por ciento y las exportaciones
descendieron en un 19 por ciento en el mismo período.

2. La producción minero metalúrgica retrocedió de 23
mil 12 millones de dólares a 21 mil 427 millones, en
2013, y para 2014 se espera una mayor reducción. 

3. El empleo generado por el sector se desaceleró en un
79 por ciento. En 2013 apenas se generaron 3 mil 946
nuevos empleos netos frente a los 18 mil 833 creados en
2012.

4. A nivel internacional, México perdió competitividad
para la atracción de inversiones. El prestigiado estudio
del Fraser Institute ubicó a México con retrocesos en to-
dos sus indicadores, así encontramos: 

• En cuanto al régimen fiscal pasó del lugar 21 al 71.

• En cuanto a destino para la atracción de inversio-
nes, se perdieron 4 lugares pasando del lugar 27 al
31.

• En cuanto al índice de potencial minero, el país
perdió 7 posiciones pasando del lugar 30 al 37.

• En cuanto a la percepción de las políticas públicas,
pasó del lugar 42 al 48.

• En materia de seguridad se pasó del lugar 88 al 104.

Es evidente que respecto a todos estos indicadores, en el
que más puede incidir la actividad legislativa es el que con-
cierne al régimen fiscal, mismo que depende totalmente de
la decisión de esta soberanía. Es una responsabilidad insos-
layable. 

Derivado de lo anterior, se propone:

1. Reducción de la tasa del derecho especial sobre mine-
ría 

A la fecha, no  se cuenta con algún estudio o elementos que
permitan conocer las razones y fundamentos que se tuvie-
ron para el establecimiento de la tasa 7.5 por ciento. Por el
contrario, la realidad ha demostrado que dicho porcentaje
afectó de manera negativa la competitividad del país, como
destino para atracción de inversiones y la generación de
empleo. 

La tasa del 7.5 por ciento que se estableció para el derecho
especial sobre minería, dio como resultado que la industria
minera mexicana este enfrentando una carga tributaria total
del 49 por ciento de su utilidad fiscal, considerando el im-
puesto sobre la renta y otros gravámenes; lo anterior la co-
locó por encima de la mayoría de sus competidores, espe-
cialmente Chile y Perú, que son los paises con los que
México compite para atraer inversiones mineras extranjeras
en América Latina.  

Se propone reducir dicha tasa a una del 3 por ciento, que
por un lado permitiría seguir generando recursos fiscales, y
contribuiría a conservar competitividad a nivel internacio-
nal. Asimismo, se propone establecer la posibilidad de que
el gasto social que efectuen directamente las empresas mi-
neras, dentro de las comunidades en las que desarrollan sus
actividades, sea acreditable contra el monto del derecho a
pagar, ya que cuando se estableció este derecho se señaló
como un objetivo que los recursos obtenidos, se emplearian
en inversión con un impacto social y ambiental, este acre-
ditamiento haría más transparente y efectiva a aplicación de
los recursos. 

2. Supresión del derecho extraordinario sobre minería 

El denominado derecho extraordinario sobre minería, debe
suprimirse debido a que significa una doble tributación y
resulta inequitativo. Cabe señalar adicionalmente que en
México no se produce platino. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 9 de octubre de 2014 / Anexo I107



3. Supresión del derecho adicional sobre minería

El denominado derecho adicional, debe de ser eliminado,
ya que parte de un supuesto que no puede presentarse con-
forme a la legislación minera, porque según ésta, la falta de
ejecución de obras y trabajos durante un año es causal de
cancelación de la concesión.  Por lo que este derecho sólo
genera confusión y podría interpretarse que cubriendo su
importe se remedia la causal de cancelación.

4. Deducción de los gastos de exploración para efectos
del impuesto sobre la renta 

También ha sido causa de desaliento a la inversión en ex-
ploración, la supresión del beneficio que consignaba el úl-
timo párrafo del artículo 39 de la Ley de Impuesto sobre la
Renta –derogado–, mismo que permitía a las empresas mi-
neras la posibilidad de deducir las erogaciones realizadas
en periodos preoperativos en el mismo ejercicio en que se
efectuen, como excepción a la regla general de deducir el
10 por ciento anualmente. 

Este cambio puede lograrse incluyéndose en el artículo 34
de la nueva Ley del Impuesto sobre la Renta vigente, ese
mismo párrafo.  Lo anterior debido a que no hay que olvi-
dar que la exploración es el motor de desarrollo y creci-
miento de la actividad minera, por lo que incentivar la rea-
lización de actividades de exploración, es incentivar la
inversión en minería.

Por otro lado, resulta paradójico que dentro de la llamada
reforma energética, en la Ley de Ingresos sobre Hidrocar-
buros, se reconoció la importancia e impacto de los gastos
de exploración, al establecer en el artículo 32 de dicha ley
que para la determinación del impuesto sobre la renta los
contratistas, es decir los titulares de un contrato para la ex-
ploración y extracción de hidrocarburos (equivalente a la
figura del concesionario minero) aplicarán el 100 por cien-
to del monto original de las inversiones realizadas para la
Exploración, recuperación secundaria y mejorada, y el
mantenimiento no capitalizable, en el ejercicio en el que se
efectúen, ante este situación nos preguntaríamos por qué la
distinción con la minería, si en ambos casos estamos ante
recursos de la nación, cuya exploración, como se mencio-
nó, constituye el motor de desarrollo y la única vía para el
crecimiento de la industria. No existe ninguna razón para
justificar un tratamiento fiscal diferente, en relación con los
gastos de exploración, entre la industria del petróleo y la
industria minera. 

Por lo anterior, se propone modificar en la Ley Federal de
Derechos la tasa del derecho especial sobre minería, así co-
mo especificar que se podrá acreditar contra este derecho
los gastos e inversiones de carácter social, realizados en las
comunidades mineras. Además se propone eliminar el de-
recho adicional sobre la minería, así como el derecho ex-
traordinario sobre minería. 

Por otro lado, se propone establecer en la Ley del Impues-
to sobre la Renta que los contribuyentes que se dediquen a
la explotación de yacimientos de mineral puedan optar por
deducir el 100 por ciento de las erogaciones realizadas en
periodos preoperativos, en el ejercicio en que las mismas se
realicen.

Derivado de lo anterior, someto a la consideración del ple-
no el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y derogan diversos ar-
tículos de la Ley Federal de Derechos y de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta

Artículo Primero. Se reforma el artículo 268 y se derogan
los artículos 269 y 270 de la Ley Federal de Derechos para
quedar como sigue:

Ley Federal de Derechos

Texto vigente

Artículo 268. Los titulares de concesiones y asignacio-
nes mineras pagarán anualmente el derecho especial so-
bre minería, aplicando la tasa del 7.5 por ciento a la di-
ferencia positiva que resulte de disminuir de los ingresos
derivados de la enajenación o venta de la actividad ex-
tractiva, las deducciones permitidas en este artículo, me-
diante declaración que se presentará ante las oficinas au-
torizadas por el Servicio de Administración Tributaria a
más tardar el último día hábil del mes de marzo del año
siguiente a aquel al que corresponda el pago.

Los ingresos a que se refiere el párrafo anterior, se de-
terminarán considerando los ingresos acumulables que
tenga el concesionario o asignatario minero conforme a
la Ley del Impuesto sobre la Renta, con excepción de los
establecidos en las fracciones IX, X y XI del artículo 18
de dicha ley, o las que las sustituyan.

Para la determinación de la base del derecho a que se re-
fiere este artículo, los titulares de concesiones o asigna-
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ciones mineras podrán disminuir las deducciones autori-
zadas conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta,
con excepción de las siguientes:

a) Las establecidas en las fracciones IV, VII y VIII del
artículo 25 de dicha ley, salvo las inversiones realizadas
para la prospección y exploración minera o las que las
sustituyan, y

b) Las contribuciones y aprovechamientos, pagados por
dicha actividad.

Los contribuyentes podrán acreditar contra el derecho a
que se refiere este artículo, los pagos definitivos efec-
tuados en el ejercicio de que se trate del derecho sobre
minería a que se refiere el artículo 263 de esta ley.

El derecho a que se refiere el presente artículo, se calcu-
lará considerando la totalidad de las concesiones o asig-
naciones de las que sea titular.

El pago del derecho señalado en este artículo se efectua-
rá con independencia de los pagos de otros derechos so-
bre minería que, en su caso, procedan de acuerdo a esta
ley.

Artículo 269. Los titulares de concesiones mineras que
no lleven a cabo obras y trabajos de exploración o ex-
plotación debidamente comprobadas de acuerdo con la
Ley Minera, durante dos años continuos dentro de los
primeros once años de vigencia, contados a partir de la
fecha de la expedición de su respectivo título de conce-
sión minera, pagarán semestralmente el derecho adicio-
nal sobre minería conforme al 50 por ciento de la cuota
señalada en la fracción VI del artículo 263 de esta Ley,
por hectárea concesionada.

Para el caso de los titulares cuyas concesiones se en-
cuentren en el doceavo año y posteriores de vigencia,
que no realicen obras y trabajos de exploración y explo-
tación durante dos años continuos, el pago del derecho
será del 100 por ciento de la cuota señalada en la frac-
ción VI del artículo 263 antes citado, por hectárea con-
cesionada.

El pago del derecho a que se refiere este artículo, se
efectuará hasta en tanto no se acredite ante la autoridad
minera la realización de obras y trabajos de exploración
o explotación durante dos años continuos.

Para los efectos del presente artículo, el pago del dere-
cho adicional sobre minería, se efectuará con indepen-
dencia de los pagos de otros derechos sobre minería que,
en su caso, procedan de acuerdo a esta ley.

El pago del derecho a que se refiere este artículo deberá
efectuarse semestralmente en los meses de enero y julio
del año que corresponda.

Para el caso de que la determinación del cumplimiento
del plazo de dos años a que se refieren los párrafos pri-
mero y segundo de este artículo, se efectúe en el trans-
curso de un semestre, los concesionarios deberán pagar
la parte proporcional del derecho por el periodo que co-
rresponda, a partir del mes en que se cumplió el plazo de
los dos años y hasta el último mes del semestre de que
se trate, para tales efectos, el derecho se deberá pagar
dentro de los treinta días naturales siguientes a esa fecha.

Artículo 270. Los titulares de concesiones y asignacio-
nes mineras pagarán anualmente el derecho extraordina-
rio sobre minería, aplicando la tasa del 0.5 por ciento a
los ingresos derivados de la enajenación del oro, plata y
platino, mediante declaración que se presentará ante las
oficinas autorizadas por el Servicio de Administración
Tributaria a más tardar el último día hábil del mes de
marzo del año siguiente a aquel al que corresponda el
pago.

El derecho a que se refiere el presente artículo, se calcu-
lará considerando los ingresos totales del concesionario
o asignatario minero por la enajenación o venta del oro,
plata y platino, independientemente del número de con-
cesiones o asignaciones de las que sea titular.

Los contribuyentes deberán llevar contabilidad por se-
parado en donde se identifiquen los ingresos derivados
de la enajenación del oro, plata y platino.

El pago del derecho señalado en este artículo, se efec-
tuará con independencia de los pagos de otros derechos
sobre minería que, en su caso, procedan de acuerdo a es-
ta ley.

El Servicio de Administración Tributaria podrá expedir
las disposiciones de carácter general necesarias para la
correcta y debida aplicación de este artículo.
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Propuesta

Artículo 268. Los titulares de concesiones y asignacio-
nes mineras pagarán anualmente el derecho especial so-
bre minería, aplicando la tasa del 3 por ciento a la dife-
rencia positiva que resulte de disminuir de los ingresos
derivados de la enajenación o venta de la actividad ex-
tractiva, las deducciones permitidas en este artículo, me-
diante declaración que se presentará ante las oficinas au-
torizadas por el Servicio de Administración Tributaria a
más tardar el último día hábil del mes de marzo del año
siguiente a aquel al que corresponda el pago.

Los ingresos a que se refiere el párrafo anterior, se de-
terminarán considerando los ingresos acumulables que
tenga el concesionario o asignatario minero conforme a
la Ley del Impuesto sobre la Renta, con excepción de los
establecidos en las fracciones IX, X y XI del artículo 18
de dicha ley, o las que las sustituyan.

Para la determinación de la base del derecho a que se re-
fiere este artículo, los titulares de concesiones o asigna-
ciones mineras podrán disminuir las deducciones autori-
zadas conforme a la Ley del Impuesto sobre la Renta,
con excepción de las siguientes:

a) Las establecidas en las fracciones IV, VII y VIII del
artículo 25 de dicha ley, salvo las inversiones realizadas
para la prospección y exploración minera o las que las
sustituyan, y

b) Las contribuciones y aprovechamientos, pagados por
dicha actividad.

Los contribuyentes podrán acreditar contra el derecho a
que se refiere este artículo, los pagos definitivos efec-
tuados en el ejercicio de que se trate del derecho sobre
minería a que se refiere el artículo 263 de esta ley, así
como los gastos e inversiones de carácter social, rea-
lizados en las comunidades en las cuales desarrollan
sus actividades.

El derecho a que se refiere el presente artículo, se calcu-
lará considerando la totalidad de las concesiones o asig-
naciones de las que sea titular.

El pago del derecho señalado en este artículo se efectua-
rá con independencia de los pagos de otros derechos so-
bre minería que, en su caso, procedan de acuerdo a esta
Ley.

Artículos 269 y 270. Derogados.

Artículo segundo. Se reforma el artículo 33 de la Ley
del Impuesto sobre la Renta para quedar como sigue:

Ley del Impuesto sobre la Renta

Texto vigente

Artículo 33. Los por cientos máximos autorizados tra-
tándose de gastos y cargos diferidos, así como para las
erogaciones realizadas en periodos preoperativos, son
los siguientes: 

I. 5 por ciento para cargos diferidos. 

II. 10 por ciento para erogaciones realizadas en periodos
preoperativos. 

III. 15 por ciento para regalías, para asistencia técnica,
así? como para otros gastos diferidos, a excepción de los
señalados en la fracción IV del presente artículo. 

IV. En el caso de activos intangibles que permitan la ex-
plotación de bienes del dominio público o la prestación
de un servicio público concesionado, el por ciento má-
ximo se calculara? dividiendo la unidad entre el número
de años por los cuales se otorgó la concesión, el cocien-
te así obtenido se multiplicara? por cien y el producto se
expresara? en por ciento. 

En el caso de que el beneficio de las inversiones a que se
refieren las fracciones II y III de este artículo se concre-
te en el mismo ejercicio en el que se realizó la erogación,
la deducción podrá? efectuarse en su totalidad en dicho
ejercicio. 

Propuesta

Artículo 33. Los por cientos máximos autorizados tra-
tándose de gastos y cargos diferidos, asi? como para las
erogaciones realizadas en periodos preoperativos, son
los siguientes:

I. 5 por ciento para cargos diferidos. 

II. 10 por ciento para erogaciones realizadas en periodos
preoperativos. 
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III. 15 por ciento para regalías, para asistencia técnica,
así como para otros gastos diferidos, a excepción de los
señalados en la fracción IV del presente artículo. 

IV. En el caso de activos intangibles que permitan la ex-
plotación de bienes del dominio público o la prestación
de un servicio público concesionado, el por ciento má-
ximo se calculara? dividiendo la unidad entre el número
de años por los cuales se otorgó la concesión, el cocien-
te así obtenido se multiplicara? por cien y el producto se
expresara? en por ciento. 

En el caso de que el beneficio de las inversiones a que se
refieren las fracciones II y III de este artículo se concre-
te en el mismo ejercicio en el que se realizó la erogación,
la deducción podrá efectuarse en su totalidad en dicho
ejercicio.

Tratándose de contribuyentes que se dediquen a la
explotación de yacimientos de mineral, éstos podrán
optar por deducir el 100 por ciento de las erogaciones
realizadas en periodos preoperativos, en el ejercicio
en que las mismas se realicen. Dicha opción deberá
ejercerse para todos los gastos preoperativos que co-
rrespondan a cada yacimiento en el ejercicio de que
se trate.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo, a 7 de octubre de 2014.— Diputado
Marcelo de Jesús Torres Cofiño (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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